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PRESIDENCIA DEL EXCMO. SR. D. LANDELINO LAVILLA ACSINA 

Sesión Plenaria núm. M 

celebrada el jueves, 15 de noviembre de 1979 

ORDEN DEL DIA (Continuación). 

- Toma en consideración de proposiciones de ley (continuación): 

B) sobre derogación de la Base cuarta de la Ley de Bases de Sanidad Nacional, de 
25 de noviembre de 1944. (aBoletín Ofichl de las Cortes Generdesw, Serle B, 
número 56-1, de 18 de octubre de 1979.) 

sobre declaración de invalidez de trabajadores silicóticos de primer grado. (aBo- 
letín Oficial de las Cortes GeneralesN, Sede B, número 67-1, de 18 de octubre 
de 1979.) 

D) Estableciendo la participación de las Organizaciones patronales y sindicalee en 
el control de gestión de Tesorería de la Seguridad Social. (@Boletín Oficial de¡ 
las Cortes Generales& Serie B, número 58-1, de 18 de octubre de 1979.) 

C) 

- Interpelaciones: 

1) Sobre el horario de permanencia en los centros escolares del Profesorado de EGB 
(del señor Riera Mercader). (doletín Oficial de las Cortes Generalesw, Serie D, 
número 43-1, de 23 de mayo de 1979.) 

2) Sobre desempleo en Andalucía y particularmente de los obrerus agrícolas (del se- 
flor Soto Martin). (crBoletín Oficial de las Cortes Generalerw, Serie D, núme- 
ro 64-1, de 4 de junio de 1979.) 
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Sobre situación del sector industrial de comunicaciones (del señor Solana Ma- 
dariaga, don Luis). (uBoletín Oficial de las Cortes Generalesu, Serie D, núme- 
ro 144-1 de 27 de septiembre de 1979.) 

Sobre evacuados españoles del Mara (del señor Padrón Delgado). (aBoleth 
odiciai de las Cortes Generales, Serie D, número 147-1, de 10 de octubre de 1979.) 

Sobre situación de excedentes de alubias y garbanzos en la provincia de León 
(del señor Frjiga Iribame). (HBoletín Oficial de las Cortes Generateso, Serle D, 
número 168-1, de 25 de octubre de 1979.) 

Sobre hechos acaecidos los &s 7 y 8 de octubre en la ciudad de Santa cofoma 
de Gramanet (dei señor Martin Toval). (aBoletín Oficial de las Cortes Genedesn, 
Serie D, número 169-1, de 25 de octubre de 1979.) 

sobre control de tráfico aéreo (del señor Guerra Fontana). (uBoletfii Otidd de 
las Cortes Genewlesw, Serie D, número 171-1, de 25 de octubre de 1979.) 

Sobre instalación de descarga de crudos petrolíferos en Málaga (del señor Arre- 
donda Crecente). (aBoletín Oficial de las Cortes General-, Serie E, náme- 
ro 58-1, de 15 de octubre de 1979.) 

Sobre Institutos de Ciencias de la Educación (de la señora Rubíes Garrofé). (W- 
letin Oflcial de hs Cortes Generales,, Serie E, número 59-1, de 15 de octubre 
de 1979.) 

Sobre red de Institutos de Ciencias de la Educación (de la señora Rubfee Gamo- 
té). (aBo1et.h Oficial de las Cortes Generalesw, Serie E, n h e m  60-1, de 15 de 
octubre de 1979.) 

- Proposiciones no de ley: 

A) Sobre órdenes del Ministerio de Educación, de fecha 18 de octubre, por las 
que se regula la Formación Religiosg en Bachillerato. Oficial da las 
Cortes Generalem, Serie D, número 1434, de 27 de septiembre de 1979.) 

S U M A R I O  
Se abre la sesión a las once y cuarenta y cinco 

minutos de la mañana. 
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Toma en consideración de proposi- 
ciones de' ley: 

B1 Sobre derogación de la Base 
cuarta de la Ley de Bases de Sa- 
nidad Nacional, de 25 de noviem- 
bre de 1944 (Grupo Parlamenta- 
rio Socialista del Congreso) ... 2741 

El señor Presidente pide al señor Secretario 
que dé lectura de las comunicaciones del 
Gobierno y de la Comisión en las que se 
fijan los respectivos criterios en relación 
con esta proposicion. Asf lo hace el señor 
Secretario (Carrasca1 Felgueroso). A conti- 
nuación el señor Yuste Grijalba defiende 
dicha proposición de iey por el Grupo Par- 
iamentano Socialista del Congreso. En re- 
presentación del Gobierno interviene a fa- 
vor de la toma en consideración el señor 
Zaragoza G m k .  Seguidamente fue amr- 
dada la toma en considenrción de esta pro- 
posición de ley por 255 votos contra uno, 

j con tres abstenciones. 



- a739 - 
CONGRESO 1 5  DE NOVIEMBRE DE 1979.-NÚM. 44 

C) Sobre declaración de ,invalidez 
de trabajadores silicóticos de pri- 
mer grado (Grupo Parlmehta- 
rio Socialista del Congreso) ... 2744 

El  señor Secretario (Carrasca1 Felgueroso) da 
lectura a las cqmunicaciones del Gcbierno 
y de la Comisión exponiendo sus respecti- 
vos criterios sobre esta proposición. Por el 
Grupo Parlamentario Socialista del Congre- 
so interviene el señor Alvarez de Paz para 
defender dicha proposición. E l  señor Del 
Valle y Pérez (Grupo Parlamentario Cen- 
trista) interviene, en representación del Go- 
bierno, para oponerse a la toma en consi- 
deración. Sometida ésta a votación, fue re- 
chazada por 145 votos contra 126, con dos 
abstenciones. Para explicar el w t o  inter- 
vienen los señores Fernández lnguanzo 
(Grupo Parlamentario Comunista), Martí- 
nez Martínez (Grupo Parlamentario Socia- 
lista del Congreso) y Del Valle y Pérez 
(Grupo Parlamentario Centrista). 

Pdglna 

DI Estableciendo la participación 
de las Organizacioniss patronales 
y sindicales en el control de ges- 
tión de tesorería de la Seguridad 
Social (Grupo Parlamentario So- 
cialista del Congreso) ............ 2754 

La señora Secretaria (Becerril Bustamante) 
da lectura a las comunicaciones del Gobier- 
no y de la Comisión fijando sus respectivos 
criterios sobre esta proposición. E1 señor 
De Vicente Martfn la defiende en nombre 
del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso. En representación del Gobierno 
interviene el señor Berenguer Fuster (Gru- 
po Parlamentario Centrista) en contra de 
dicha proposición. En relación con ella ha- 
ce uso de la palabra el señor Ministro de 
Sanidad y Segurdad Social (Rovira Tara- 
zona). A continuación hace uso de la pa- 
labra nuevamente el señor De Vicente Mar- 
tín, para alusiones. Seguidamente se vota 
la tolma en consideración de esta proposi- 
ción de ley ,  que fue rechazada por 157 vo- 
tos contra 129, con dos abstenciones. Para 

explicar el voto intervienen los señores De 
Vicente Martín (Grupo Parlamentario SO- 
cialista del Congreso), Núñez González 
(Grupo Parlamentario Comunista) y Beren- 
guer Fuster (Grupo Parlamentario Cen- 
tris t a). 

Se suspende la sesión a las dos y diez minu- 
tos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y treinta y 
cinco minutos de la tarde. 

Pdglna 

interpelaciones 

1) Sobre el horario de permanen- 
cia en los centros escolares del 
profesorado de EGB (del señor 
Riera Mercader) . . . . . . . . . . . . . . .  2770 

E l  señor Riera Mercader (Grupo Parlamenta- 
rio Comunista) explana su interpelación. Le 
contesta el señor Ministro de Educación 
(Otero Novas). Para rectificar intervienen 
nuevamente los señores Riera Mercader y 
Ministro de Educación. 

Pdgina 

2) Sobre desempleo en Andalucía 
y particularmente de los obreros 
agrícolas (del señor Soto Mar- 
tín) .............................. 2774 

El señor Soto Martín (Grupo Parlamentario 
Comunista) explana su interpelación. Le 
contesta el señor Ministro de Economía 
(Leal Maldonado). Para rectificar intervie- 
ne nuevamente el señor Soto Martín. 

Pdglna 

31 Sobre situación del sector in- 
dustrial de comunicaciones (del 
señor Solana Madariaga., don 
Luis) ............................. 2781 

E1 señor Solana Madariaga (don Luis) (Grupol 
Parlamentario Socialista del Congreso), ex- 
plana su interpelación. Contestación del se- 
ñor Ministro de Transportes y Comunica- 
ciones (Sbnchez-Terán Hernández). Nueva 
intervención del señor Solana Madarbga 
(don Luis) para rectificar. Vuelve a contes- 
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tar el señor Ministro de Transportes y Co- 
municaciones. 

?&ha 

4) Sobre evacuados españoles del 
Sahara (del señor Padrón Delga- 
do) .............................. 2788 

El señor Vicepresidente (Gómez Llorente) 
anuncia que esta interpelación queda apla- 
zada para otra sesión, según acuerdo habi- 
do entre el señor Ministro de la Presidencia 
y el interpelante, señor Padrón Delgado. 

P4b. 

5) Sobre situación de excedentes 
de alubias y garbanzos en la pro- 
vincia de León (del señor Fraga 
Iribarne) ........................ 2789 

El señor Fraga Zribarne (Grupo Parlamentario 
de Coalición Democrática) explana su in- 
terpelación. Le contesta el señor Ministro 
de Comercio y Turismo (Garcfa Diez). Para 
rectificar hace uso de la palabra nuevamen- 
te el señor Fraga Zribarne. 

PAglna 

6) Sobre hechos acaecidos los días 
7 y 8 de octubre en la ciudad de 
Santa Coloma de Gramanet (del 
mñor Martín Tova11 . . . . . . . . . . . .  2793 

El señor Guerra Fontana (Grupo Parlamenta- 
rio Socialistas de Cataluña) pasa a exponer 
esta interpelación en nombre de su autor, 
el señor Martín Toval. Contestación del se- 
ñor Ministro del Interior (Ibáñez Freire). En 
turno de rectificación intervienen nueva- 
mente los señores Guerra Fontana y Minis- 
tro del Interior. 

Página 

7) Sobre control de trafico aéreo 
(del señor Guerra Fontana) ...... 2798 

El señor Guerra Fontana (Grupo Parlamenta- 
rio Socialistas de Cataluña) explana su in- 
terpelación. Le contesta el señor Ministro 
de Transportes y Comunicaciones (Sán- 
chez-Terán Hemández). Nueva interven- 

ción del señor Guerra Fontana, para recti- 
ficar. 

PAgina 

Preguntas: 

Al Sobre instalación de descarga 
de crudos petrolíferos en Mála- 
ga (del señor Arredonda Crecen- 
te) .............................. 2801 

El señor Arredonda Crecente (Grupo Parla- 
mentario Andalucista) expone su pregun- 
ta. Le contesta el señor Ministro de Indus- 
tria y Energía (Bustelo y Garcia del Real). 
Interviene nuevamente el señor Arredunda 
Crecente, para rectificar. 

PAgina 

B1 Sobre Institutos de Ciencias de 
la Educación (de la señora Ru- 
bíes Garrofé) ..................... 2804 

C )  Sobre red de Institutos de 
Ciencias de la Educación (de la 
señora RuMes Garrofél ......... 2804 

La señora Rubíes Garrofé (Grupo Parlamen- 
tm'o de la Minoría Catalana) explana en 
conjunto sus dos preguntas. Contestación 
del señor Ministro de Universidades e ln- 
vestigación (González Seara). 

p4gkia 

Proposiciones no de ley: 

A) Sobre órdenes del Ministerio 
de Educación, de fecha 18 de oc- 
tubre, por las que se regula la 
Formación Religiosa en Bachiile 
rato (Grupo Parlamentario So- 
dalista) ........................... 2806 

SI señor Gómez Llorente defiende esta propo- 
sición por el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta del Congreso. El señor Fraga Zribarne 
(Grupo Parlamentario de Coalición Demo- 
crática) consume un turno en contra. En el 
turno de representantes de Grupos Parla- 
mentarios intervienen el señor Alzaga Vi- 
l l m i l  (Grupo Parlamentario Centrista) y 
la señora Vintró Castells (Grupo Parlamen- 
tario Comunista). En turno de réplica inter- 
viene de nuevo el señor Gómez Llorente. 
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A continuación, y por a.‘usiones, hace USO 
de la palabra el señor Ministro de Educa- 
ción (Otero Novas). 

El señor Presidente pregunta al señor Fraga 
Zribarne si se entiende que las enmiendas 
del Grupo Parlamentario de Coalición De- 
mocrática han sido ya  defendidas en su in- 
tervención anterior. El señor Fraga Zribar- 
ne anuncia que dichas enmiendas se consi- 
deran retiradas, por las razones que expo- 
ne. El señor Roca Junyent (Grupo Parla- 
mentario de la Minorfa Catalana) plantea 
una cuestión de orden en el sentido de que 
la votación de los apartados primero y se- 
gundo de la proposición se efectúe por se- 
parado. Seguidamente se vota el apartado 
primero, que fue rechazado por 163 votos 
contra 11  1, con cuatro abstenciones. El 
apartado segundo fue igualmente rechaza- 
do, por 153 votos contra 116, con siete abs- 
tenciones. El señor Presidente anuncia que 
queda rechazada la totalidad de la propo- 
sición no de ley. El señor Peces-Barba Mar- 
tínez (Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso) pide Za palabra para explicación 
de voto y, a propósito de ello, se entabla 
un debate entre dicho señor Diputado y el 
señor Presidente en relación con la inter- 
pretación del muerdo existente para el des- 
arrollo de esta clase de debates. En defini- 
tiva, el señor Presidente decide que, en vir- 
tud de dicho acuerdo, no debe hacer uso 
de la palabra el señor Peces-Barba Martf- 
nez. 

El señor Presidente anuncia que la próxima 
sesión del Pleno tendrá lugar el miércole$ 
día 21, a las cuatro y media de Za tarde. 

Se levanta la sesión a las nueve y treinta y 
cinco minutos de la noche. 

Se abre la sesión a las once y cuarenta y 
cinco minutos de la mañana. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSI- 
CIONES DE LEY (Continuación): 

R) SOBRE DEROGACION DE LA BASE 
CUARTA DE LA LEY DE BASES DE SA- 
NIDAD NACIONAL, DE 25 DE NOVIEM- 
BRE DE 1944 (GRUPO PARLAMENTA- 
RIO SOCIALISTA DEL CONGRESO). 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Diputados, vamos a tratar a efectos de su to- 
ma en consideración la proposición de ley del 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso, 
sobre derogación de la Base Cuarta de la 
Ley de Bases de Sanidad Nacional, de 25 de 
noviembre de 1944. Esta proposición de ley 
ha sido publicada en el {cBoletín Oficial de las 
Cortes Generales)) del día 18 de octubre. 

Dando por leída la proposición de ley, en 
virtud de esa publicación, se va a dar lectura 
seguidamente, por el Secretario de la Cámara, 
a los criterios del Gobierno y de la Comisión 
en relación con la toma en consideración de 
esta proposición de ley. 

El señor SECRETARIO (Carrasca1 Felgue- 
roso): Escrito del Ministerio para las Relacio- 
nes con las Cortes. 

«Excelentísimo señor: De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 92, 4, del Regla- 
mento Provisional del Congreso, tengo la hon- 
ra de enviar a V. E. el criterio del Gobierno 
respecto a la toma en consideración de la pro- 
posición de ley que ha presentado ante esa 
Cámara el Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso, sobre derogación de la base cuarta 
de la Ley de Bases de la Sanidad Nacional, 
de 25 de noviembre de 1944, y cuyo contenido 
es el siguiente: 

»En España la Ley de Sanidad Nacional, 
de 25 de noviembre de 1944, establece en su 
base cuarta, que lleva como rúbrica “Lucha 
contra las enfermedades infecciosas, desin- 
fección y desinsectación”, la obligatoriedad 
de la vacunación antivariólica. 

»Tal imposición legal era absolutamente co- 
herente con la necesidad de combatir la vi- 
ruela mediante la vacunación preventiva, pero 
merced a los esfuerzos realizados en todos 
los países, y de un modo muy especial gracias 
a la cooperación internacional bajo las direc- 
trices de la Organización Mundial de la Sa- 
lud y de que han transcurrido dos años sin 
que se haya diagnosticado ni un solo caso de 
viruela en todo el mundo, aconsejaba dejar 
en suspenso la obligatoriedad de vacunación, 
sin perjuicio de la regulación futura de la 
lucha contra las enfermedades infecciosas. 

»Consciente de ello el Gobierno ha dispues- 
to la suspensión de tal obligatoriedad, a tra- 
vés de la Orden de 26 de octubre de 1979 
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(“Boletín Oficial del Estado” de 5 de noviem- 
bre de 1979). por la que se deja en suspenso la 
obligatoriedad de la vacunación antivariólica. 

»Por los motivos expuestos el Gobierno 
considera que no es procedente la toma en 
consideración de la proposición de ley sobre 
derogación de la base cuarta de la Ley de Ba- 
ses de la Sanidad Nacional, de 25 de noviem- 
bre de 1944, presentada por el Grupo Parla- 
mentario Socialista.-Firmado, el Ministro pa- 
ra las Relaciones con las Cortes)). 

Escrito de la Comisión de Sanidad y Segu- 
ridad Social. 

((Excelentísimo señor: La Comisión de Sa- 
nidad y Seguridad Social, en reunión celebra- 
da el día 30 de octubre de 1979 y de confor- 
midad con lo dispuesto en el artículo 92, 4, 
del Reglamento Provisional del Congreso de 
los Diputados, ha manifestado, por 11 votos 
a favor, 13 en contra y ninguna abstención, 
su criterio contrario a la toma en considera- 
ción de la proposición de ley sobre deroga- 
ción de la base cuarta de la Ley de Bases de 
la Sanidad Nacional, de 25 de noviembre de 
1944, presentada por el Grupo Parlamentario 
Socialista. 
»Lo que comunico a V. E. a los efectos opor- 

tunos. 

»Palacio del Congreso de los Diputados, 30 
de octubre de 1979.-El Presidente de la Co- 
misión de Sanidad y Seguridad Social, Enri- 
que Sánchez de León.)) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Socialista del Congreso y para la 
defensa y exposición de motivos de esta pro- 
posición de ley, tiene la palabra el señor 
Yuste. 

E4 señor YUSTE GRIJALBA: Señor Presi- 
dente, Señorías, en el mes de octubre del 
año 1977, tuvieron lugar dos acontecimien- 
tos trascendentales en la historia de la lucha 
del hombre contra las causas de la enferme- 
dad. La primera fue la recomendación del gru- 
po de expertos de la Organización Mundial 
de la Salud sobre la viruela, referida a la 
posibilidad de certificar su erradicación dos 
años después de la aparición en el mundo del 
último caso de esta enfermedad. El segundo, 
fechado el 26 de aquel mes y año, fue la apa- 

rición del último caso de viruela en nuestro 
planeta. 

Señorías, el 26 de octubre de 1977, el hom- 
bre, con el esfuerzo de su inteligencia y de 
su tecnología, consiguió vencer, por vez pri- 
mera, una enfermedad. Dos aflos después, po- 
demos estar científicamente seguros de que 
la viruela ha desaparecido de la faz de la 
tierra. Mientras tanto, en estos dos aflos, la 
viruela ha sido un delincuente por cuya cap- 
tura se daban 1.000 dólares que nadie ha po- 
dido cobrar. 

El orgullo y la satisfacción de esta hazaña 
requiere un recordatorio, aunque sea breve, de 
la historia, a la que no son ajenos nuestros 
compatriotas ilustrados del XIX. La viruela es 
una enfermedad antigua, probablemente pre- 
histórica, y se conocen intentos de lucha con- 
tra la misma en la medicina china. Se trataba 
de pasar linfa variolosa de las costras de un 
enfermo a un sano con objeto de inmunizarle. 
Los desastres epidémicos de esta técnica tam- 
bién nos son conocidos por la historia. Lady 
Montague, esposa del Embajador inglés en 
Turquía, introduce esta técnica en Europa en 
1729, sin éxito por los riesgos derivados de la 
misma. 

La historia verdadera, la historia científica 
de la lucha contra la viruela comienza con 
la osadía intelectual de Jenner en 1796, cuan- 
do afirma y demuestra que los que han pa- 
decido (<vacuna», enfermedad de vacas y va- 
queros, no padecían la viruela, ni aún expro- 
fesamente contagiada. Y así, el 14 de mayo 
de este año 1796, vacuna a un niño, le conta- 
gia posteriormente con viruela, y este niño no 
padece la enfermedad. A inglaterra correspon- 
de la gloria del descubrimiento. 

Nuestro Quintana, buen versificador, pero 
no tan buen poeta, dijo: «Con tales quejas del 
Olimpo hería/cuando en los campos de Al- 
bión/nátura de la viruela hiárópica, al estra- 
go/el venturoso antídoto oponía). (Mayo de 
1976.) 

!Probablemente este hecho es ampliamente 
conocido, pero lo que es injustamente igno- 
rado es que cuatro años después, no más que 
cuatro años, la vacunación técnica, que meta- 
fóricamente se aplica ya a todo tipo de inmu- 
nización activa, era, por obra de la medicina 
catalana, medida popular en toda España. Dos 



CONGRESO 

- 2743 - 
15 DE NOVIEMBRE DE 1979.-NÚM. 44 

profesores de clínica en Barcelona son los 
responsables de esta difusión de la vacunacidn 
en España. 

También es injustamente ignorado que a Es- 
paña le cupo la gloria de llevar en sus navíos 
la novedad hasta América Central y del Sur, e 
incluso al Continente Asiático, en el segundo 
-si no cronológicamente, sí segundo en im- 
portancia- histórico viaje de circunvalación 
alrededor del mundo. En efecto, en 1803, sólo 
siete años después del descubrimiento de la 
vacunación, el médico alicantino Francisco Ja- 
vier Balmís salía de las costas coruñesas en 
el «María Pita» -y no podía ser en otro barco 
partiendo de la ciudad de la Torre de Hér- 
cules- camino del Nuevo Mundo, llevando a 
bordo 22 niños en los que mantuvo viva la 
linfa variolosa con objeto de extenderla a tra- 
vés de las colonias. 

España, dijo el mejicano Ignacio Chaves, 
escribió una de las páginas más humanas y de 
más auténtica civilización que se haya escrito 
jamás en la Historia. 

La erradicación de la viruela, Señorías, cie- 
rra una era en la historia de la Medicina, la 
era bacteriológica, y abre otra nueva, la era de 
la salud, entendida como ciencia política, que 
haga frente a las enfermedades vinculadas a 
la manipulación por el hombre de los sistemas 
ecológicos. El triunfo de la vacuna pone de 
manifiesto, demuestra experimentalmente, có- 
mo las técnicas preventivas, técnicas simples, 
sencillas, y económicamente accesibles son, 
respecto de la salud, más eficientes que los 
complejos hospitalarios. Es una lección que 
tendremos presente en los debates sobre re- 
forma sanitaria. Señorías, la erradicación de 
la viruela da la razón a los que mantenemos 
que pequeños cambios en el modo de vida y 
en las costumbres son más rentables para la 
salud que toda la revolución tecndógica. 

Pero volvamos a nuestra proposición de ley. 
Saltemos del siglo de las luces hasta hoy. Ya 
no hay viruela en el mundo; ya no es, en con- 
secuencia, necesario acudir a la vacunación 
para luchar contra ella. No hay necesidad de 
obligar a vacunar para impedir la extensión 
de una enfermedad que no existe. ¿Qué sen- 
tido tiene, pues, mantener en nuestra legicla- 
ción la obligatoriedad? Ninguno. Por otro la- 
do, la vacunación no está exenta de riesgos, 
si bien menores en términos estadísticos, de 

los que particularmente grave es la encefali- 
tis posvacunal; riesgos a los que no tiene 
sentido someter a la poblacion, porque la jus- 
tificación del mal menor no existe, no tiene 
lugar al no existir el mal mayor. Pero no si- 
gamos con argumentos de segundo grado para 
justificar la derogación. Pasa lo que con aquel 
Obispo, que en visita pastoral preguntaba al 
Párroco: ¿Por qué no anuncian las campanas 
mi visita? Por dieciocho razones, señor Obis- 
po: la primera, porque no hay campanas. Pues 
la otras diecisiete me sobran. 

No hay viruela; durante dos años de cautela 
no ha habido caso alguno. Tenemos la segu- 
ridad científica de que no va a haber nunca 
más una epidemia de viruela: abolir la obli- 
gación de vacunar es lo lógico, como han he- 
cho ya los Países Bajos, Suecia y Portugal, 
entre otros. Señorías, el Grupo Parlamentario 
Socialista presentó, un mes antes de la fecha 
en que se cumplían los dos años cautelares de 
la aparición del último caso de viruela, en So- 
malia -dicho como inciso-, una proposición 
de ley para derogar la base cuarta de la Ley 
de Sanidad Nacional en lo que a la obligato- 
riedad de la vacunacidn antivariólica se refie- 
re. Si una ley creaba la obligación, una ley 
debía. a nuestro juicio, derogarla; aunque no 
era, no es inoportuna la orden ministerial que 
dejaba en suspenso la coerción mientras se 
gestaba la abolición. 

Pero esto no es solamente una cuestión téc- 
nico-jurídica, tema en el que no quiero entrar, 
pues el Parlamento es lugar para hacer polí- 
tica y no disquisiciones jurídicas; para ello 
existen otras instituciones. Es que, política- 
mente, una ley solemnemente aprobada en el 
Parlamento puede ser el comienzo de una 
serie de actos científicos que celebren la erra- 
dicación -insisto, por vez primera- de una 
enfermedad. Por lo que hemos escuchado, no 
he perdido todavía las esperanzas, espero que 
haya una ley y que habrá actos científicos. Si 
hay ley y actos científicos, lo que habrá, de 
verdad, será sensibilidad histórica para lo que 
conmemoró Quintana, atribuyendo a Confu- 
cio lo que hoy podría ser atribuido a toda la 
humanidad. El dijo: ((digna de mi virtud era 
esta hazaña). 

Espero el voto favorable de todos ustedes 
para esta proposición de ley. 
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El señor P.RESIDENTE: Se ha acreditado 
ante la Mesa la representación del Gobierno 
a favor de don Francisco Zaragoza Gomis. 
Tiene la palabra el señor Zaragoza. 

El señor ZARAGOZA GOMIS: Señor Pre- 
sidente, Señorías, la realidad de los hechos es 
la verdad, y lo cierto y positivo es que en el 
planeta nuestro ha desaparecido un azote de 
la humanidad, que era la viruela. Por tanto, 
la minoría de Centristas del Congreso votará 
a favor de la propuesta de la minoría de So- 
cialistas del Congreso. Pero hay que tener pre- 
sente que la misma oportunidad de la presen- 
tación de esta proposición de ley la ha tenido 
también el Ministerio de Sanidad al promulgar 
la orden del Gobierno, en el sentido de supri- 
mir desde este momento la vacunación anti- 
variólica. Pero nosotros pensamos que la Ba- 
se 4." de la Ley de Sanidad Nacional no se re- 
fiere exclusivamente a la vacunación antiva- 
riólica, sino que hay obligatoriedad de otras 
vacunaciones, tanto en un orden de constan- 
cia como en estado de emergencia. 

En consecuencia, sugerimos que se hagan 
las enmiendas suficientes y necesarias a la 
citada Base 4." de la Ley de Sanidad Nacio- 
nal para que el Gobierno, mediante las ma- 
nifestaciones oportunas, esté en condiciones 
de hacer frente a cualquier emergencia que 
se pueda plantear y, sobre todo, tener en sus 
manos la facultad de dictar decretos, a efec- 
tos de cualquier salto atrás que se pueda pro- 
ducir en esta misma circunstancia de anula- 
ción, por ahora, de la vacunación antivarió- 
lica. 

Por tanto, en representación del Gobierno 
y también en nombre de la minoría Centrista 
del Congreso, anuncio que nosotros votare- 
mos afirmativamente, tomando estas caute- 
las y con el deseo de que las mismas sean 
aceptadas a efectos de hacer las enmiendas 
necesarias para que estemos todos a cubier- 
to de cualquier riesgo y necesidad. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a 
decisión de la Cámara la toma o no en consi- 
deración de la proposición de ley del Grupo 
Socialista del Congreso, sobre derogación de 
la Base 4." de la Ley de Bases de Sanidad Na- 
cional, de 25 de noviembre de 1944. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: Votos emitidos, 259; a favor, 255; 
en contra, uno; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: El Congreso de los 
Diputados acuerda la toma en consideración 
de la proposición de ley del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso, sobre deroga- 
ción de la Base 4.' de la Ley de Bases de Sa- 
nidad Nacional, de 25 de noviembre de 1944. 

C) SOBRE DECLARACION DE INVALIDEZ 
DE TRABAJADORES SILICOTICOS DE 

TARIO SOCIALISTA DEL CONGRESO). 
PRIlMER GRADO (GRUPO PARLAMEN- 

El señor PRESIDENTE: Dando por leído el 
texto de la proposición de ley, que aparece 
publicado en el «Boletín Oficial de las Cor- 
tes» de 18 de octubre, por el señor Secre- 
tario se va a dar lectura a los criterios ex- 
puestos por el Gobierno y por la Comisión. 

El señor SECRETARIO (Carrasca1 Felgue- 
roso): El criterio del Gobierno, según escrito 
de 2 de noviembre de 1979, es el siguiente: 

«Excmo. Sr.: De acuerdo con lo estable- 
cido en el artículo 92, 4, del Reglamento pro- 
visional del Congreso, tengo la honra de en- 
viar a V. E. el criterio del Gobierno respecto 
a la loma en consideración de la proposición 
de ley que ha presentado ante esa Cámara 
el Grupo Parlamentario Socialista, sobre de- 
claración de invalidez de trabajadores silicó- 
ticos de primer grado, y cuyo contenido es el 
siguiente : 

»La silicosis, catalogada como la más im- 
portante entre las enfermedades profesiona- 
les, se da, en muy altos porcentajes, en las 
explotaciones mineras, especialmente en las 
de hulla, por la aspiración continuada de par- 
tículas de polvo. Es una enfermedad pulmo- 
nar, progresiva e irreversible, que ha preci- 
sado de un régimen especial de protección a 
los afectados por la misma, dentro de la nor- 
mativa contenida por nuestro Derecho positi- 
vo para las enfermedades profesionales. 

»Los grados de la silicosis son estadios su- 
cesivos en la progresión de la misma; se trata 
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Sus Señorías todo el peso de la razón de la 
urgencia y de la necesidad de resolver este 
problema que la asiste. 

Esta proposición de ley de declaración de 
invalidez permanente a trabajadores silicóti- 
cos de primer grado viene a llenar una im- 
portante laguna en nuestra legislación social, 
un vacío y una solución de continuidad en 
desarmonía con el ordenamiento jurídico en 
su conjunto y, sobre todo, con el concepto 
de invalidez permanente total que muy acer- 
tadamente se ha expuesto aquí en los criterios 
del Gobierno que acabamos de escuchar y 
que yo agradezco porque me ayudará a ser 
todavía más breve, ya que nos ha expuesto 
en realidad toda la teoría de la enfermedad 
profesional que nos ocupa, en torno a la cual 
se ha legislado poco, en contra de lo que se 
acaba de decir, se ha legislado con retraso y, 
a veces, no se ha legislado nada. 

Por eso, repito que se trata de llenar un 
vacío que realmente existe. La primera ini- 
ciativa en este campo es la Ley de Bases de 
13 de julio de 1936, que no llegó a aplicarse, 
que no llegó a regir por falta de desarrollo, 
y tampoco se han dictado todavía a estas al- 
turas, y es un caso de pereza del legislador, 
las normas de aplicación y desarrollo a que 
se refiere el artículo 85 de la Ley de Seguri- 
dad Social en esta materia. 

Esto es importante y hace más necesaria 
esta iniciativa nuestra que se debate en estos 
momentos, puesto que en este campo tan im- 
portante de la Seguridad Social, actualmente 
son de aplicación a la vez normas antiguas 
y normas modernas que confluyen y crean a 
veces dificultades de interpretación, dificul- 
tades para encontrar apoyatura jurídica, a Ia 
hora de resolver los conflictos que constante- 
mente surgen en esta importante parcela de 
la Seguridad Social. 

Por otra parte, junto a esta parquedad des- 
de el punto de vista del desarrollo de las 
normas legislativas en este campo, nos en- 
contramos con que hay muchos organismos 
que confluyen en las mismas competencias o 
funciones. El campo de la prevención y el 
diagnóstico de las enfermedades profesiona- 
les está enormemente burocratizado ; conflu- 
yen en el mismo una serie de organismos 
cuyas competencias chocan entre sí con fre- 

cuencia, como son la Inspección de Trabajo, 
la Jefatura de Minas, el Instituto Nacional 
de Medicina y Seguridad del Trabajo, el Fon- 
do Compensador, la Inspección Médica del 
Seguro, el Servicio Social de Higiene y Segu- 
ridad en el Trabajo, etc. He aquí un bosque 
que nos impide ver los árboles, porque entre 
tanta frondosidad de competencias resulta 
que la operatividad, la efectividad y el con- 
trol brillan por su ausencia. Aquí, en este 
campo, nadie controla a nadie; sobre todo en 
las pequeñas industrias, en los llamados cha- 
mizos no existe absolutamente ninguna clase 
de controles en materia de prevención y diag- 
nóstico de las enfermedades profesionales. 

Voy a resumir casi telegráficamente a Sus 
Señorías en tres ejemplos el fondo del terna 
que aquí se debate. 

Veamos un primer ejemplo. Tenemos un pi- 
cador minero, barrenista, estemplero, artille- 
ro, etc., que queda incapacitado para su pro- 
fesión en el interior de la mina. Este traba- 
jador pasa a ser pensionista por incapacidad 
permanente total, como acabamos de escu- 
char, siempre que sea por enfermedad, común 
o por accidente de trabajo o no de trabajo, 
a1 no poder estar en su puesto de trabajo en 
su categoría profesional, que no es la gené- 
rica de minero, sino la específica de picador, 
barrenista, estemplero, artillero, etc. Pasa a 
ser pensionista por incapacidad permanente 
total, aunque ese trabajador pueda trabajar 
en el exterior de la mina y eso es compati- 
ble con su condición de pensionista. Así, la 
Jurisprudencia dice que un minero picador 
que pierde un ojo está incapacitado totalmen- 
te para su profesión habitual, pasa a ser pen- 
sionista y puede trabajar en el exterior de 
la mina. 

Segundo ejemplo : ese mismo trabajador 
minero que es declarado en situación de sili- 
cótico de primer grado no pasa a ser pensio- 
nista por incapacidad permanente total, aun- 
que pierde su puesto de trabajo, y la ley le 
aparta obligatoriamente de ese puesto. ¿Por 
qué no pasa a ser pensionista por incapacidad 
permanente total? Muy sencillo, porque la 
ley le reserva otras importantes protecciones, 
cuales son, primero, el derecho a conservar 
cc! categoría profesional, aunque pase a otro 
puesto en el exterior de la mina; segundo, el 
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derecho a trabajar en un puesto compatible 
con su estado en el exterior de la mina, y ter- 
cero la garantía de que va a percibir el 75 
por ciento del salario promedio de los tra- 
bajadores en su misma categoría en el inte- 
rior de la mina en cada momento. 

Tercer ejemplo : este mismo trabajador si- 
Iicótico de primer grado que pierde su puesto 
de trabajo en el exterior de la mina por cau- 
sas ajenas a su voluntad -y no puede ser 
más restrictiva, más poco ambiciosa nuestra 
proposición de ley-, este trabajador que 
pierde esa condición de asalariado queda en 
la más absoluta de las desprotecciones; pasa 
de ser un trabajador medianamente o bastan- 
te protegido, a ser un trabajador absoluta- 
mente desprotegido. No tiene ninguna clase 
de protección en la Seguridad Social; es li- 
teralmente dantesca su situación, puesto que 
la enfermedad profesional, como acabamos 
de escuchar aquí, de la silicosis es progresiva 
e irreversible y, cuando se entra en la órbita 
de la silicosis, hay que renunciar a toda es- 
peranza de salud. 

La situación de este trabajador silicótico 
a que nos estamos refiriendo es todavía más 
dura a partir del día 10 de octubre de 1979, 
señoras y señores Diputados, porque en el 
((Boletín Oficial del Estado)) de ese día se ha 
piiblicado una orden ministerial que viene 
a poner mucho más difícil la situación y las 
condiciones de los trabajadores en este caso 
y, en general, a todos los trabajadores que 
puedan ser declarados en situación de inca- 
Dacidad permanente y total, puesto que se 
siiulan y se cercenan algunas facultades y el 
procedimiento ante las Comisiones Técnicas 
Calificadoras, y no soy un defensor de las 
Comisiones Técnicas Calificadoras, pero sí 
digo que el carácter de independencia, niejor 
dicho, de imparcialidad que tenían hasta este 
momento, lo han perdido ya desde ahora y 
pasan a ser un órgano dependiente del Ins- 
tituto Nacional de la Salud, es decir, de la 
Delegación de Mutualidades Laborales. Como 
decía, los trabajadores pierden unas garantías 
que tenían en la declaración de invalidez per- 
manente, y esta importante laguna no puede 
ser llenada por la Jurisprudencia, que en otros 
campos y, concretamente, en el campo de la 
Seguridad Social en otras materias, ha venido 

haciendo crecer la ley, vamos a llamarle así. 
Porque el ordenamiento jurídico vigente en 
materia de Derecho laboral permite la inter- 
pretación finalista de las normas y la inteli- 
gencia teleológica de aquellas normas, ha- 
ciendo crecer la ley y, en algunos casos, su- 
pliendo estas perezas del legislador a que 
me refería antes; así lo ha hecho la Juris- 
prudencia. 

Pero en este campo concreto, no puede 
intervenir la Jurisprudencia por la sencilla 
razón de que el artículo 191 de la Ley de la 
Seguridad Social desplaza del mundo de las 
relaciones industriales, del mundo del traba- 
jo, a estos trabajadores silicóticos de primer 
grado; y les desplaza porque exige, y obli- 
gatoriamente preceptúa, un reconocimiento 
médico a todos los trabajadores que tengan 
algún síntoma de enfermedad profesional y 
que vuelvan a pedir trabajo en una mina. Y, 
naturalmente, los servicios médicos de las 
empresas mineras ven venir de lejos a los 
trabajadores silicóticos, no ya a un trabajador 
silicótico de primer grado que en nuestro país, 
concretamente, es un grado de silicosis que 
sdlo se diferencia del segundo en la inciden- 
cia, en la incapacidad respiratoria o en la 
incapacidad funcional del trabajador, no en 
ninguna otra cosa; en cuanto un trabajador 
sea declarado en un apuesto compatible)), que 
así se llama, o se le aprecien síntomas de 
enfermedad profesional, los servicios médicos 
de la empresa lo rechazan, porque estos tra- 
bajadores tienen más derechos que deberes 
dentro de las empresas. Eso dicen las empre- 
sas y, en cierto modo, tienen razón, en cuanto 
que la sociedad en conjunto desplaza toda 
protección posible que tengan los trabajado- 
res hacia las empresas; la sociedad, en con- 
junto, se desentiende drásticamente de estos 
trabajadores, olvidando que, según la lógica o 
la mecánica del sistema de prestaciones que 
está presidido por el <<do ut des)), a estos tra- 
bajadores que lo han dado todo se les debía 
dar una protección, pero se les niega. 

Por consiguiente, señoras y señores Dipu- 
tados, creo que es urgente, necesario y justo 
llenar este vacío legal a que me vengo refi- 
riendo; por estas razones y porque real- 
r-iente yo creo que no se debe dejar para 
mañana lo que se puede y .se debe hacer 
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hoy; porque yo no creo en esa especie de 
primavera legislativa, en materia de Seguri- 
dad Socia,l, que se nos anuncia constante- 
mente cuando se nos remite al mes de mayo 
en que el Gobierno dice que va a resolver 
todos estos problemas, y no creo en ello, pri- 
mero, porque no tenemos la garantía de que 
el Gobierno vaya a cumplir ese programa 
legislativo, al menos no '10 ha hecho en otros 
campos tan importantes como la Ley del Di- 
vorcio, la Ley de Régimen Local, la Ley de 
Universidades, la Ley de 'Protección a la Fa- 
milia, etc.; y, además, porque creo que es- 
ta orden ministerial, que ha sido publicada 
en el (Boletín Oficial del Estado» el dia 10 
del pasado mes de octubre, no es el mejor 
signo que anuncie ese milagro y esa prima- 
vera en da que, repito, yo no creo ; por todas 
estas razones, pedimos el voto favorable a 
la toma en consideración de esta proposición 
de ley del Grupo Parlamentario Socialista. 
Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE : La representación 
del Gobierno para este debate se ha conce- 
dido al Diputado don José Luis del Valle y 
Pérez, que tiene la apalabra. 

El señor DEL VALLE Y PEREZ: Señor 
Presidente, Señorías, al objeto de aclarar la 
posición del Gobierno, que va a ser negativa 
a la toma en consideración de la proposición 
de ley del Grupo Parlamentario Socialista, 
hay que observar sencillamente lo que pre- 
tende esta proposición de 'ley a la ,luz de las 
disposiciones vigentes. Lo que pretende es 
declarar inválidos permanentes totales a los 
s?licóticos de primer grado s610 en un caso: 
en el supuesto de que pierdan su empleo por 
causas ajenas a su voluntad. 

En definitiva, lo que hace esta proposición 
de lley es desconocer la diferenciación entre 
silicóticos de primer grado, de segundo y de 
tercero. Por Decreto 3.158/1966, de 23 de di- 
ciembre, y Orden ministerial de 15 de abril de 
1969, se define precisamente a la silicosis de 
primer grado al decir que es la que comprende 
los casos de silicosis definida y típica que no 
origine por sí misma disminución alguna en la 
capacidad para el trabajo. En consecuencia, si 
no origina incapacidad para el trabajo, con 
arreglo al artículo 135 de la Ley de Seguridad 

Social es improcedente calificados como in- 
capaces permanentes totales, porque, si no, 
lo que haríamos sería hacer desaparecer la 
silicosis en primer grado y entrar directa- 
mente en el segundo grado, que es precisa- 
mente la definida y típica que determina ola 
incapacidad del trabajador para e1 ejercicio 
de su profesión habitual. 

Se ha dicho que esto es un sistema de pro- 
tección a los trabajadores silicóticos de pri- 
mer grado que pierden el empleo, al que han 
sido trasladados. 

En primer ,lugar, quiero señalar que la nor- 
ma de trasladar al trabajador silicótico de 
primer grado a un puesto distinto de trabajo 
se debe al intento de evitar la progresión de 
la enfermedad. Y no se refiere exclusiva- 
mente a los sikóticos, sino, en general, a 
todo trabajador que sufra una enfermedad 
que, como consecuencia de seguir en el mis- 
mo puesto de trabajo que desempeña, va a 
progresar. 

No existe laguna legal, por lo cual tam- 
bién rechazo la postura de que no se han 
dictado nomas  reglamentarias. Cuando se 
dicta una nueva ley, no hay que dictar todas 
las nuevas normas. Son frecuentes leyes que 
se remiten a reglamentos anteriores, y no es 
necesario cambiar el conjunto. Al cambiar 
la ley, se deroga todo aquello que se le opon- 
ga que sea de igual o inferior rango legal. 

Existen muchas disposiciones relativas a 
silicosis de primer grado, aparte de elas ya 
citadas del Decreto de 1966 y de la Orden 
Ministerial de 1969; en la Orden Ministerial 
de 9 de mayo de 1962 sobre normas regla- 
mentarias de enfermedades profesionales, se 
establece y se contempla #la si tuacih del si- 
licotico de primer grado que pierda su em- 
pleo. ¿Y cuáles son las ventajas que se le 
ofrecen respecto al resto de 10s trabajadores? 
Pues se le ofrecen las del artículo 48 de 
dicha orden ministerial: primero, el subsidio 
de desempleo llega hasta los treinta meses: 
tiene ila posibilidad de exigir de una sola vez 
los dieciocho primeros meses; tiene derecho 
preferente para inscribirse en los cursos de 
Formación Profesional; se le otorga un de- 
recho preferente y absoluto para ocupar 
puestos compatibles en cualesquiera otras 
empresas de la actividad industrial, o en la 
misma empresa cuando queden puestos va- 
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cantes; y para evitar 110s problemas que pu- 
dieran derivarse a la nueva empresa por la 
enfermedad (la silicosis) contraída con ante- 
rioridad, a ala hora de ocupar el puesto de 
trabajo correspondiente a la nueva profesión 
adquirida como consecuencia del curso de 
Formación Profesional se establece que cuan- 
do existan vacantes de la especialidad adquiri- 
da tendrán derecho preferente para colocarse 
en las empresas sin que en ningún caso la 
nueva empresa pueda tener ninguna responsa- 
bilidad en orden a las consecuencias eventua- 
les de su situación silicótica. 

Se puede decir que estas normas no han 
dado ningún resultado. Yo me atrevería a de- 
cirlo así. También se puede decir que es 
necesario incentivar más la collocación de los 
obreros silicóticos de primer grado; pero la 
solución no es distorsionar el ordenamiento 
jurídico, la solución no es declarar inválidos 
permanentes totales, porque no 110 son, a los 
silicóticos de primer grado. Se pueden pre- 
sentar proposiciones en que se establezcan 
incentivaciones fiscales, en materia de Segu- 
ridad Social, etc., pero, por favor, no dis- 
torsionemos el ordenamiento jurídico y no 
mezclemos ,temas. 

En la proposición de ley en absoluto se 
resuelve, como ha dicho el señor Alvarez de 
Paz, todo el tema organizativo, el de la mul- 
titud de órganos que tienen competencia en 
materia de enfermedades profesionales, y no 
creo que afecte en absoluto al tema que nos 
ocupa el que, con arreglo a la Orden de 10 
de octubre del presente año, se hayan incar- 
dinado las Comisiones Técnicas Calificadoras 
dentro del Instituto Nacional de ia Salud. 
Muchas gracias. 

El señor PRESEDENTE: Vamos a someter 
a decisión de la Cámara ,la toma o no en 
consideración de esta proposición de lley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 273; a favor, 126; en 
contra, 145;  abstenciones, dos. 

El seflor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la toma en consideración de la proposición 
de ley del Grupo Parlamentario Sociallista 
del Congreso sobre declaración de invalidez 

de trabajadores silicóticos de primer grado. 
Para explicación de voto, por el Grupo 

Parlamentario Comunista, tiene la palabra el 
señor Fernández Inguanzo. 

El seflor FERNANDEZ INGUANZO : Señor 
Presidente, sefloras y señores Diputados, el 
Grupo Comunista ha votado favorablemente 
a la toma en consideración de la proposición 
de ley del Grupo 'Socialista, aun reconocien- 
do las ilimitaciones, la modestia de su alcan- 
ce, por las razones que ya hemos expuesto 
en Comisión. Como se ha dicho aquí, la sili- 
cosis generada por el pésimo ambiente y las 
pésimas condiciones de trabajo, fundamental- 
mente en las minas de carbón, es una de las 
enfermedades profesionales más graves, por 
su irreversibillidad y porque es vehículo para 
generar otras enfermedades graves, aun re- 
conocido el primer grado de silicosis. 

Pero hay otras muchas razones. Hoy en 
nuestro país, y sobre todo en las zonas mi- 
neras, hay decenas y decenas de trabajadores 
afectados de silicosis que se encuentran en 
la miseria, porque, por encima de las callifi- 
caciones técnicas, no se  les concede trabajo 
cuando están afectados incluso en la mínima 
graduación, como sucede en la silicosis de 
primer grado. 

Han sido estos trabajadores las primeras 
víctimas en nuestro país de una irracional 
explotación de (las minas y la infravaloración 
que actualmente se hace del carbón. Tenga- 
mos en cuenta que en Asturias, desde la dé- 
cada del 50 hasta el momento actual, ha ido 
disminuyendo la plantilla de mineros en más 
de un 50 por ciento, y en León ha pasado 
de 25.000 trabajadores a unos 11.000, actual- 
mente. 

Esto quiere decir que han pasado al paro, 
afectados de silicosis en primer grado, miles 
de estos trabajadores, que hoy no encuentran 
trabajo porque, al ir al reconocimiento y 
estar tocados de esta enfermedad, son recha- 
zados por encima de 10 legislado. 

Pero es que, además, debemos tener en 
cuenta que no solamente generan silicosis 
las minas de carbón, sino las de espato-flúor, 
talco, caolín, e incluso muchas empresas si- 
derúrgicas. En muchos pueblos donde están 
ubicadas estas empresas se encuentran dece- 
nas de trabajadores, en la flor de la vida, 
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pululando por las calles en busca de trabajo, 
que no se les concede en este momento de 
crisis, ni se les daba en el anterior, por estar 
afectados de esta enfermedad. 

Es normal, es lógico que en esta Cámara 
se alce una voz en defensa de estos trabaja- 
dores y que se legisle algo que les proteja, 
pues, repito, aún están en la flor de la vida. 

Posiblemente -ya lo hemos dicho en la 
Comisión- con el ánimo de que fuese aco- 
gida esta proposición de ley, se limitb tanto 
que no alcanza, que no beneficia sino a una 
mínima parte del conjunto de los afectados, 
de alos que sufren hoy las consecuencias de 
estar afectados por esta enfermedad grave. 

Si limitásemos el derecho a ser declarados 
con incapacidad permanente únicamente a 
los silicóticos que - c o m o  dice la ley- per- 
ciban en este momento el subsidio de paro, 
o a aquellos respecto a los que se considera 
oficialmente que perdieron el trabajo por 
causas ajenas a su voluntad, dejaríamos al 
margen a miles de trabajadores silicóticos 
en primer grado, despedidos por expediente 
de crisis en momentos en que no había sub- 
sidio de paro, o que han rebasado ese tope 
máximo de treinta meses. Dejaríamos al mar- 
gen a miles de trabajadores que han perdido 
el trabajo por múltiples razones, entre -las 
que se encuentra el hecho de haber luchado 
por la democracia en el período de la dicta- 
dura, no habiéndoseles aplicado la amnistía 
laboral o habiendo considerado la Magistra- 
tura que estaba justificado el despido, por lo 
que hoy se encuentran sin ninguna prestación. 
Dejaríamos también al margen a cientos y 
cientos de trabajadores que, en un momento 
determinado, dejaron voluntariamente la 
mina y que, más tarde, trataron de reinte- 
grarse a ella, o a otro puesto de trabajo en 
otra vía, y que también se encuentran con 
que no se les da paso en el reconocimiento, 
por esta enfermedad. 

Es por todo esto por lo que nosotros he- 
mos apoyado la proposición de ley. Si se 
hubiese tomado en consideración, habríamos 
presentado enmiendas al artículo 1." y a la 
Disposición transitoria; pero, desgraciadamen- 
te, no ha lugar a ello, porque, lamentable- 
mente para la imagen de esta Cámara, no 
todos los días ni a todas horas hay partidos 
de fútbol. 

El señor PRESIDENTE: Para explicación 
de voto por el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta del Congreso, tiene la palabra el señor 
Martínez. 

El señor MARTINEZ MARTINEZ: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, 
tanto en el criterio del Gobierno sobre esta 
proposición de ley como en algunas de las 
manifestaciones del señor Del Valle, nosotros 
hemos encontrado dos paradojas o dos con- 
tradicciones mayúsculas. 

Por un lado se dice que la ley que estaba 
proponiendo el Grupo Parlamentario Socia- 
lista es innecesaria porque la situación por 
nosotros denunciada está ya cubierta. La pa- 
labra «innecesaria» es textual en el informe 
del Gobierno. Si la ley es innecesaria porque 
el problema está ya cubierto, entonces hay 
contradicción con la afirmación de que ha- 
bría aumento en el gasto público de apro- 
barse esta proposición de ley. No hay incre- 
mento del gasto público al aprobarse la nor- 
ma por nosotros sugerida. 

Segunda contradicción. Se dice, por un 
lado, que la situación está ya cubierta y, por 
otro, se afirma también que la situación po- 
dría cubrirse a base de algunas normas com- 
plementarias que fueran dictadas por el Go- 
bierno. De hecho, señoras y señores Dipu- 
tados, existe una laguna en la legislación; y 
la prueba de que existe una laguna no la va- 
mos a argumentar nosotros ni con artículos 
ni con ordenes ministeriales, sino que la 
vamos a argumentar con los cientos de hom- 
bres que están en nuestras provincias, en las 
provincias de donde vino la iniciativa de esta 
proposición de ley, que están en la provincia 
de Teruel, que están en la provincia de Ciu- 
dad Real, que están en la provincia de Astu- 
rias, que están en la provincia de León. En 
esas provincias están esos hombres silicóti- 
cos de primer grado, cuyas empresas han 
cerrado, por ejemplo, no por su culpa, ni por 
su responsabilidad, desde luego, sino en la 
mayoría de los casos porque la explotación 
del mineral se ha llevado a cabo en base a 
unos principios de capitalismo de rapiña y a 
partir de un cierto momento ya no es ren- 
table. Y esos mineros están en la calle y ya 
no tienen trabajo, y cuando van a pedir otro 
se les dice: «No, ustedes son silicóticos de 
primer grado y, por tanto, están incapacita- 
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dos para el ejcrcicio de su profesión habitual, 
que no es la de minero, sino la de picador». 
Responden ellos : c< i Cómo incapacitados ! 
Los incapacitados para el ejercicio de su pro- 
fesión habitual tienen unos derechos que a 
nosotros no se nos reconocen)). 

La presencia de esos hombres en nuestras 
provincias es la prueba evidente de que el 
problema no está cubierto. Y tiene razón el 
informe del üobierno y el señor Del Valle 
cuando dicen que la laguna podría cubrirse 
por una serie de normas complementarias, 
pero éstas las tiene que dictar el Gobierno, 
¿verdad?, no las dicta la oposición y, desde 
luego, no las dictan los parlamentarios de 
Teruel, ni los de Ciudad Real, ni los de As- 
turias ni los de León, que somos quienes he- 
mos elaborado esta proposición de ley, ni 
las dicta la Federación de !Mineros de la UGT, 
que es quien ha inspirado esta modesta pro- 
posición de ley. Nosotros no podemos dictar, 
seAoras y señores Diputados, esas normas 
complementarias ; son los miembros del Go- 
bierno quienes tienen el poder de dictarlas. 
Pero reconocerá el Gobierno y el señor Del 
Valle que esas normas no han sido dictadas 
hasta la fecha para resolver ese problema; 
no han sido dictadas hasta la fecha ni pode- 
mos nosotros pensar que van a dictarse en 
un plazo breve. Hay una razón que está muy 
clara y que ha sido ya puesta de manifiesto 
en numerosas ocasiones por nosotros y por 
los Diputados del Grupo Parlamentario Co- 
munista, y es que parece que los mineros 
van de mala suerte, los mineras no le intere- 
san al Grupo Centrista ni al Gobierno, y es 
verdad que el Grupo Centrista tiene muy 
poco que rascar (Rumores) en el tema de 
los mineros, muy pocos votos que ganar, 
pero, afortunadamente, hay aquí quienes re- 
presentamos los intereses de los mineros, y 
no porque tengamos nada que ganar en ese 
sector, sino porque se sientan en nuestros 
bancos y en nuestras organizaciones, y han 
sido tradicionalmente trabajadores de los 
más explotados, esos propios mineros, quie- 
nes han llevado adelante la actividad del 
Partido Socialista Obrero Español. 

Nosotros entendemos que, efectivamente, 
el Gobierno tendría facilidad para resolver 
este problema, como tiene facilidad para te- 
ner en su poder los datos absolutamente pre- 

cisos sobre estos temas. El Ministerio de 
Trabajo sabe con gran precisión cuántos son 
,los mineros silicóticos de primer grado. i Cui- 
dado! , los que han sido declarados, porque 
no todos los mineros silicóticos de primer 
grado han sido declarados. No tiene, desde 
luego, el Gobierno en su poder las cifras de 
los mineros que un médico privado o un mé- 
dico de las Centrales Sindicales hubiera de- 
terminado silicóticos de primer grado, pero, 
al menos, aquellos que han sido oficialmente 
declarados. El Gobierno lo tiene en su poder 
porque, según las Ordenes ministeriales del 
13 de octubre de 1967 y 22 de enero de 1973, 
cada vez que en una empresa se declara sili- 
cótico de primer grado a un minero, automá- 
ticamente hay una declaración que va a la 
Mutualidad y de ésta a la Delegación de 
Trabajo. 

Es cierto, como ha dicho el Diputado co- 
munista Fernández Inguanzo, que nuestra 
proposición era extraordinariamente limitada, 
y lo era, de manera deliberada, porque noso- 
tros queríamos resolver un problema puntual, 
un problema sangrante, y pensábamos que, 
por tratarse de cubrir una laguna, era posible 
en ese detalle obtener el reconocimiento por 
parte del Gobierno y por parte del Grupo 
Centrista de que se trataba de resolver un 
problema de laguna y conseguir, por tanto, 
lo que nos proponíamos. No obstante, con 
toda la limitación de la proposición, es ver- 
dad también que la proposición fue una ini- 
ciativa del Grupo Socialista y, limitada o no, 
ahí queda, a nombre de quien la ha propuesto. 

Lo que es evidente es que en este tema, 
en el de la silicosis, es indispensable un plan- 
teamiento más global y un planteamiento de 
solución. Nosotros tenemos el compromiso de 
presentarlo ante la Cámara, si antes no hiciera 
el Gobierno un planteamiento de este tipo; 
nosotros vamos a hacerlo porque dentro de un 
mes o dentro de dos meses se va a celebrar 
un Congreso de la Federación Minera de 
la UGT, siendo uno de los trabajos funda- 
mentales el estudio de la silicosis y la solu- 
ción que la clase obrera, que los propios mi- 
neros y picadores ofrecen a ese tipo de pro- 
blema. Es decir, nosotros vamos a hacer ese 
(Planteamiento para intentar regular y resol- 
ver dignamente el problema. 

Insisto, señoras y señores ,Diputados, en 
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un tema que me figuro que está en la mente 
de muchos de ustedes, y es que uno de los 
problemas fundamentales es precisamente re- 
gular de manera democrática y decente el 
dictamen de silicosis en los trabajadores. 
El señor Del Valle sabe que ese problema 
ni ha estado resuelto hasta ahora ni está re- 
suelto a nivel de las Juntas de Calificación. 
Yo puedo decir en esta Cámara que en una 
ocasión en que se cerraban una serie de 
minas en mi provincia, en que yo, como par- 
lamentario socialista y como ugetista, fui 
con los compañeros mineros, en la negocia- 
ción con la empresa, que era una empresa 
importante, una de las contrapartidas que 
ofrecía la empresa a los trabajadores era 
que 27 mineros que tenían la declaración 
de silicóticos de primer grado serían decla- 
rados silicóticos de segundo grado. En esa 
situación, una empresa privada se conside- 
raba capacitada para ofrecer como contra- 
partida el que a esos mineros, declarados si- 
licóticos de primer grado, se les iba a de- 
clarar silicóticos de segundo grado, porque 
hasta ese punto tenían ellos conciencia de 
que mandaban en los organismos de cali- 
f icación. 

Señoras y señores Diputados, eso no es 
admisible ni va a resolverse en tanto no ha- 
ya médicos de las propias Centrales Sin- 
dicales participando en la labor de califica- 
ción del grado de silicosis que tenga cada 
uno de los mineros. Nosotros, sefloras y se- 
ñores Diputados, hemos presentado aquí esta 
proposición de ley. 

No quiero dejar de recordar al compañero 
Baldomero Lozano, que estuvo con nosotros 
en la elaboración de la proposición y que 
contó a los mineros de la provincia de León 
cómo íbamos a llevar adelante el Grupo So- 
cialista esta exigencia que ellos tenían plan- 
teada. 

Quiero, sencillamente, decir aquf a los se- 
ñores Diputados del Grupo Centrista de mi 
provincia de Ciudad Real y de las provincias 
de Teruel, de León y de Asturias que vayan 
a sus provincias respectivas y que les di- 
gan a los mineros lo que han votado hoy 
aquí, porque nosotros se lo vamos a decir 
en nuestras respectivas provincias ; que va- 
yan y se lo digan a 'los mineros y a sus fami- 

lias y que les rindan cuentas, para cuando 
llegue el momento. 

Nosotros lamentamos que, una vez más, se 
haya puesto de manifiesto cuáles son los in- 
tereses y las preocupaciones del Gobierno 
y del Grupo Centrista. Ratificamos nuestro 
compromiso de seguir ,luchando aquí y con 
los mineros en su.s puestos de trabajo, para 
que, efectivamente, este problema pueda re- 
solverse de una manera mucho más amplia 
en el espacio de unos meses. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Centrista tiene la palabra, para ex- 
plicación de voto, el señor Del Valle. 

El señor DEL VALLE Y PEREZ: Señor 
Presidente, Señorías, permítame la Presiden- 
cia explicar el voto negativo contestando a 
las razones de su voto positivo, expuestas en 
la explicación del voto por los Grupos Parla- 
mentarios Socialista y Comunista. 
Así, con respecto al Grupo Comunista, hay 

que decir que esta proposición de ley, si se 
lee detenidamente, no trata de solucionar el 
problema de las condiciones de trabajo de la 
mina, sino que lo tinico que trata es de decla- 
rar incapaces permanentes totales a los si- 
licóticos de primer grado que, por causas aje- 
nas a su voluntad, pierdan su puesto de tra- 
bajo. Este no es el problema, señor Fernández 
Inguanzo. También se dice que no hay que 
desconocer que la silicosis es vehículo de 
otras enfermedades, y no se desconoce en la 
legislación vigente porque se dice que cuan- 
do la silicosis concurra con otra serie de en- 
Fermedades, como la bronconeumopatía cró- 
nica, cardiopatía orgánica, o cuadro de tuber- 
culosis, la silicosis es de segundo grado, y 
pasa a serlo automáticamente y se reconoce 
la incapacidad permanente total ; y cuando 
concurre con afecciones tuberculosas que per- 
manecen activas, se considera silicosis de ter- 
cer grado y se conceptúa como invalidez per- 
manente total para el ejercicio de cualquier 
actividad. 

También se ha dicho que hay que entender 
que la proposicion era muy estricta porque ha- 
bía de comprenderse también a aquellas per- 
sonas que habían perdido su trabajo en otras 
Cpocas y que habían sido luchadores de la de- 
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rnocracia y no se les aplicó la amnistía labo- 
ral. Las llamadas normas de amnistía laboral 
fueron aplicadas por la jurisdicción del Tra- 
bajo, órgano de la Justicia, y nos atenemos 
respetuosamente a sus sentencias. 

En lo que se refiere a los socialistas, el se- 
ñor Martínez y Martínez ha dicho que hay 
dos contradicciones en la exposición del Go- 
bierno y en la exposición que se ha hecho por 
mí antes. Así se dice, por un lado, que la pri- 
mera contradicción es que la ley es innecesa- 
ria y, por otro, que la ley supone aumento de 
gastos. Yo no veo la contradicción en este 
tema. 

La segunda contradicción consiste en que se 
ha dicho también que la situación está cu- 
bierta, pero que, no obstante, se podría cu- 
brir con normas complementarias. Entiénda- 
me bien, señor Martínez, no he dicho en ab- 
soluto que la situación esté cubierta y que po- 
dría cubrirse con normas complementarias, 
sino que he dicho que existen normas com- 
plementarias que incentivan el trabajo de los 
silicóticos de primer grado que han perdido 
su puesto de trabajo, y esas normas están ahí, 
como la Orden Ministerial de 1962, que les 
concede el subsidio de desempleo hasta trein- 
ta meses, la posibilidad de pedir acumulados 
los dieciocho primeros meses, el derecho pre- 
ferente a inscribirse en cursos de formación 
profesional acelerada para ocupar puestos 
compatibles con su actividad en la misma 
empresa, cuando queden vacantes, o en otra 
empresa de las mismas características ; el de- 
recho a ocupar, con respecto a la nueva pro- 
fesión adquirida por el curso de formación 
profesional acelerada, el nuevo puesto de tra- 
bajo que quede vacante y la liberación a la 
empresa empleadora de sus responsabilida- 
des derivadas de esa enfermedad. 

Asimismo, se dice que existe una laguna 
legal, pero, muy sorprendentemente, se dice 
que no se van a citar normas legales. Pues 
bien, nosotros, para explicar si existe o no la- 
guna legal, estamos acostumbrados a citar 
normas legales, y hemos dicho que no existe 
laguna legal. Por eso hemos citado una serie 
de normas legales: el Reglamento de enfer- 
medades profesionales y diversas órdenes mi- 
nisteriales. También se dice que los elementos 
de prueba de la existencia de laguna legal son 

un grupo de personas en distintas provincias 
de España que se encuentran en esa situa- 
ción. 

Hay que decir -vuelvo a insistir- que se 
distorsiona el ordenamiento jurídico en un do- 
ble sentido: primero, porque he dicho que, de 
admitirse la proposición de ley socialista, se 
haría desaparecer la silicosis de primer grado 
cuando el trabajador perdiese su empleo; y se- 
gundo, porque las incapacidades se rigen en 
función de criterios objetivos, y aquí lo que 
haríamos es dejar a la empresa, por su vo- 
luntad subjetiva, convertir una no incapacidad 
en una incapacidad, porque por el simple des- 
pido, el trabajador, en definitiva, sería con- 
vertido en incapaz permanente total por una 
simple voluntad de la empresa. 

También se dice que no se han dictado 
esas normas. Esas normas existen; están ahí; 
las he citado con anterioridad. 
Y que no se diga que al Grupo Centrista 

no le interesan los mineros porque no son sus 
electores. No sabemos si son nuestros elec- 
tores, pero nos interesan, y muy profunda- 
mente, porque el Grupo Centrista está acos- 
tumbrado a rendir cuentas no sólo a los elec- 
tores, sino a toda la sociedad. 

Por ello, durante los años 1977, 1978 y 1979 
se han dictado normas sobre la silicosis, y 
voy a citar una, a título de ejemplo: la Or- 
den de 31 de marzo de 1977, que suprime el 
p!azo de diez años para la prestación com- 
plementaria a que tienen derecho los traba- 
jadores silicóticos de primer grado que ocu- 
pen un trabajo compatible. Se ha suprimido 
ese plazo temporal. Cuando son cambiados de 
puestos de trabajo siguen recibiendo esa re- 
riiuneración complementaria para equiparar 
su salario actual al de origen, con excepción 
de la prima de productividad, y siempre ase- 
gurando que, por lo menos, la retribución que 
perciben ahora equivalga al 75 por ciento de 
la retribución total anterior. 

También se dice por el señor Martínez que 
los obreros declarados silicóticos los conoce 
el Gobierno porque están declarados. Efecti- 
vamente, los conoce porque estan declarados, 
ya que existe un registro especial, precisa- 
mente para que puedan ejercitar el derecho 
preferente del que he hablado antes. Parece 
ser que el señor Martínez no lo desconocía; lo 
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que pasa es que lo ha silenciado. (El señor 
Presidenle se ausenta de la sala y ocupa.la 
Presidencia el seiíor Vicepresidente, Fraile 
Poujade.) 

Por último, se dice que es necesario regular 
de una manera decente la calificación de los 
trabajadores silicóticos. Quizá en esa inten- 
ción se han pasado las Comisiones Técnicas 
Calificadoras a la dependencia del INSALUD. 
También se ha puesto el ejemplo de que una 
empresa se ofrecía a solucionar el problema 
pasando a segundo grado a 27 trabajadores 
silicóticos de primer grado. Ejercite, señor 
Martínez, las facultades de denuncia, que la 
Administración tomará cuenta de ellas. 

Muchas gracias. 

D) ESTABLECIENDO LA PARTICIPACION 
DE LAS ORGANIZACIONES PATRO- 
NALES Y SINDICALES EN EL CON- 
TROL DE GESTION DE TESORERIA DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL (GRUPO PAR- 

GRESO). 
LAlMENTARIO SOCIALISTA DEL CON- 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): Proposición de ley del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso, estableciendo 
la participación de las organizaciones patro- 
nales y sindicales en el control de gestión de 
tesorería de la Seguridad Social. 

Por la señora Secretaria se va a proceder 
a la lectura de los criterios del Gobierno y 
de la Comisión, advirtiendo que el criterio del 
Gobierno se ha transformado en oposición a 
prestar su conformidad para su tramitación, 
porque, por motivos de fondo, no cree opor- 
tuna la admisión de esta proposición de ley. 
(Un señor Diputado pronuncia palabras que 
no se perciben.) El Gobierno, en principio, se 
oponía a prestar su conformidad a la trami- 
tación de esta proposición. Esos motivos son 
los mismos, pero no para prestar su confor- 
niidad a la tramitación, sino para oponerse a 
yue sea admitida a trámite. 

La señora Secretaria, repito, va a dar lec- 
tura a los criterios del Gobierno y de la Comi- 
sión. 

L a  señora SECRETARIA (Becerril Busta- 
mante): Los criterios del Gobierno sobre es- 
ta proposición de ley son los siguientes: 

«De acuerdo con lo establecido en el artícu- 
lo 92, 4, del Reglamento del Congreso, tengo 
la honra de enviar a V. E. el criterio del Go- 
bierno respecto a la toma en consideración 
de la proposición de ley que ha presentado 
ante esa Cámara el Grupo Parlamentario So- 
cialista del Congreso, sobre vigilancia de la 
gestión de la Tesorería de la Seguridad So- 
cial, y cuyo contenido es el siguiente: 

»La participación de los interesados en la 
Seguridad Social se ha llevado a cabo inicial- 
mente a través del Real Decreto-ley 36/1978, 
de 16 de noviembre, en cuyo artículo tercero 
se determina que en los órganos de vigilancia 
y control de la gestión de los Institutos Na- 
cional de la Seguridad Social, de la Salud y 
de Servicios Sociales, figurarán, por partes 
iguales, representantes de los distintos sindi- 
catos, de las organizaciones empresariales y 
de la Administración Pública, facultando al 
Gobierno para regular la citada participa- 
ción, regulación que se ha llevado a cabo pro- 
visionalmente por Real Decreto 3.064/1978, 
de 22 de diciembre, y de forma definitiva por 
los Reales Decretos 1.854/1979, 1.855/1979 y 
1.856/1979, de 30 de julio, a través de su in- 
tegración en los Consejos Generales de 10s 
mencionados Institutos. 

»Por lo que se refiere concretamente a la 
participación en el control y vigilancia de la 
gestión de la Tesorería General de ;a Seguri- 
dad Social, la Orden de 31 de enero de 1979, 
dictada de acuerdo con las facultades que 
otorga la Disposición final primera del Real 
Decreto 2.318/1978, de 15 de septiembre, en 
su artículo l.O, número 3, determina que se 
desarrollará en el nivel nacional, por el Con- 
sejo General del Instituto Nacional de la Se- 
guridad Social, es decir, la participación en el 
control y vigilancia de la gestión de este Ser- 
vicio Común está también establecida sin que 
por ello proceda establecer el nuevo procedi- 
miento de participación que se especifica en 
la proposición de ley, el cual, por otra parte, 
no se limita a establecer la participación, sino 
que va niucho más allá, puesto que modifica 
la estructura orgánica de la Tesorería al crear 
el Consejo General y la Comisión Ejecutiva, 
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y atribuir a uno y otra una serie de faculta- 
des que interfieren las propias de los órganos 
de gestión, y sin que la participación que con- 
templa la proposición difiera en absoluto de 
la ya establecida, 13 representantes de los sin- 
dicatos más representativos en proporción a 
su representatividad, 13 representantes de las 
organizaciones empresariales de mayor re- 
presentatividad y 13 representantes de la Ad- 
ministración Pilblica, los mismos que compo- 
nen el Consejo General del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social, que, según hemos vis- 
to, tiene a su cargo el control y vigilancia de 
la gestión de la Tesorería General de la Segu- 
ridad Social. 

»De otra parte, se estima también impro- 
cedente la proposición por cuanto no es en 
absoluto lógico que se regule por ley la par- 
ticipación en el control y vigilancia de la ges- 
tión de un sólo Servicio Común, existiendo 
otros más que igualmente exigirían una regu- 
lación similar. 

»Por último, la Tesorería General debe re- 
putarse como un elemento de naturaleza ins- 
trumental desconcentrado de la Seguridad So- 
cial, a cuyos fines “comunes” económicos y 
patrimoniales “sirve” -de donde se deduce 
su carácter de Servicio Común-, en razón de 
la conveniencia de unificar la recaudación y 
administración de bienes dispersos, afectados 
a entes distintos, cuyo funcionamiento se fi- 
nancia desde la Seguridad Social muy princi- 
palmente. 

»La proposición de ley incluye la creación 
de los siguientes órganos superiores de la Te- 
sorería General de la Seguridad Social : 

»a) En el ámbito estatal: 
»El Consejo General, integrado por trece 

representantes de cada uno de los siguientes 
entes : Sindicatos, Organizaciones Empresa- 
riales y Administración Pública. 

»La Comisión Ejecutiva, integrada por nue- 
ve vocales, a razón de tres por cada uno de 
los entes citados. 

»b) En los ámbitos regional y provincial: 
»Las Comisiones Ejecutivas regionales y 

provinciales, que se adecuarán, en cuanto a 
su composición, a la de la Comisión Ejecuti- 
va de ámbito estatal. 

»Dado el número de órganos a crear, la 
composición de los mismos, así como su com- 

petencia y funciones, será necesario habilitar 
créditos para financiar el coste de las corres- 
pondientes actividades, financiación que, aun 
cuando en principio sea a cargo de la Seguri- 
dad Social, por la parte que el Estado ha to- 
mado a su cargo para dotar los Presupuestos 
de aquélla, incidirá en el Presupuesto de Gas- 
tos de éste por lo que implica incremento del 
gasto público. Ello requiere un estudio previo 
para cuantificar dicha repercusión a efectos 
de lo establecido en el capítulo tercero del 
Reglamento del Congreso de Diputados de 13 
de octubre de 1977. 

»En su virtud, el Gobierno estima que no 
procede prestar su conformidad a la tramita- 
ción de la presente proposición de ley, y al 
amparo del artículo 134, 6, de la Constitu- 
ción. Dios guarde a V. E.-El Ministro para 
las relaciones con las Cortes)). 

El criterio de la Comisión es el siguiente: 
«La Comisión de Sanidad y Seguridad So- 

cial, en reunión celebrada el día 30 de octu- 
bre de 1979, y de conformidad con lo dispues- 
to en el artículo 92, 4, del Reglamento provi- 
sional del Congreso de los Diputados, ha ma- 
nifestado, por 11 votos a favor, 14 en con- 
tra y ninguna abstención, su criterio con- 
trario a la toma en consideración de la pro- 
posición d e  Ley sobre establecimiento de 
participación de las Organizaciones sindica- 
les y patronales en el control y vigilancia de 
la gestión de la Tesorería de la Seguridad So- 
cial, presentada por el Grupo Parlamentario 
Socialista. Lo que comunico a V. E. a los efec- 
tos oportunos.-Palacio del Congreso de los 
Diputados, 30 de octubre de 1979.-El Presi- 
dente de la Comisión de Sanidad y Seguridad 
Social, Enrique Sánchez de León)). 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): El Grupo proponente tiene la palabra, y, 
en su nombre, don Ciriaco de Vicente, para 
defender la proposición de ley. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Señor Pre- 
sidente, Señorías, intervengo, como habrán 
visto ustedes por la lectura de la señora Se- 
cretaría, en la defensa de la toma en consi- 
deración de una proposición de ley que pre- 
tende establecer la participación de las orga- 
nizaciones empresariales y de las organizacio- 
nes sindicales en el control y vigilancia de la 
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gestión de la Tesorería de la Seguridad So- 
cial, o, dicho en otras palabras, intervengo en 
la defensa de una proposición de ley que pre- 
tende determinar que en el dinero de la Segu- 
ridad Social no manden exclusivamente los 
políticos y los funcionarios del Ministerio de 
Sanidad, sino también aquellos que principal- 
mente y muy mayoritariamente la financian. 

Acabamos de oír la opinión negativa del 
Gobierno que, en un principio, según se me 
acaba de aclarar por la Presidencia, se opo- 
nía a la tramitación de esta proposición, al 
hecho de que viniera al Pleno, por razones 
económicas, razones económicas que como 
son asimismo alegadas en la lectura que se 
ha hecho por la señora Secretaria, serán ob- 
jeto posteriormente de una referencia por mi 
parte, pero que finalmente, en su magnanimi- 
dad, el Gobierno nos ha permitido, y hay que 
agradecérselo, la oportunidad de perder una 
votación más, a la vista del dictamen negati- 
vo que se anuncia aquí, como consecuencia 
de la lectura de la señora Secretaria. 

Creo que el Gobierno, al anunciar y, previ- 
siblemente, votar en sentido contrario a la 
toma en consideración de esta proposición, 
da un paso muy grave, contrario al proceso 
de democratización de este país, pues el Go- 
bierno, al hacer suyo este informe, tosco por 
otra parte, desde un punto de vista técnico, 
como posteriormente señalaré, de poco rigor, 
grosero desde un punto de vista intelectual, 
como también señalaré seguidamente, realiza 
una interpretación o una lectura regresiva de 
la Constitución. 

Nuestra proposición pretende establecer la 
representación de los Sindicatos, de las orga- 
nizaciones patronales y de la propia Admi- 
nistración -y pongo especial énfasis en este 
aspecto de la propia Administración- en la 
Tesorería de la Seguridad Social, Tesorería 
que, como Sus Señorías saben, no es una ofi- 
cina cualquiera, sino que es un ente dotado 
de personalidad jurídica, creado en septiem- 
bre de 1978, y que viene a tener atribuida la 
gestión unificada de los recursos financieros 
del sistema de la Seguridad Social, y pongo 
especial énfasis, por lo que posteriormente 
diré, en lo de la gestión unificada de los re- 
cursos financieros del sistema; pero quiero 
señalar que la Tesorería existe, porque se ha 

producido, como ustedes saben, una m o d 6  
cación de la gestión de la Seguridad Social, 
que ha determinado la creación de tres Insti- 
tutos, el de la Seguridad Social, el de la Salud 
y el de los Servicios Sociales, que teóricamen- 
te -y en la palabra ((teóricamente)) está la 
explicación de lo que seguidamente voy a se- 
ñalar- tienen la equivalencia de las antiguas 
entidades gestoras de la Seguridad Social, pe- 
ro sólo teóricamente, porque hay una compe- 
tencia de aquellas, la económica, la financiera, 
la de la recaudación y administración de los 
recursos financieros, que no pasa a ninguna 
de las tres entidades, y, como consecuencia 
del proceso de reorganización, es sustraída a 
las competencias de las entidades gestoras y 
se configura como un servicio común dotado 
de personalidad jurídica, del que se excluye 
la representación de los empresarios y de los 
trabajadores, que sí se establece para los tres 
Institutos; de tal suerte que se desgaja una 
materia, la económica-financiera, y no se que- 
da en ninguno de los Institutos, sino que se le 
atribuye a un nuevo ente que se crea, lo que 
a nosotros, desde un punto de vista técnico, 
nos parece positivo, pero la técnica de crear 
un ente especializado (que no otra es la di- 
mensión de los servicios comunes) para des- 
arrollar una determinada función va acompa- 
ñada de la carga política que supone negar a 
ese servicio común el derecho a estar contro- 
lado o, mejor dicho, de negar a los trabaja- 
dores y empresarios el derecho de estar sen- 
tados allí, en los órganos de dirección repre- 
sentativos de ese Consejo de la Tesorería. 

Nosotros presentamos la proposición por- 
que la participación no existe y afirmamos, 
contundentemente, que la participación no 
existe aun a riesgo de que posteriormente, 
por parte del Gobierno, a través de quien lo 
represente -y el propio Ministro posiblemen- 
te lo estime oportuno- tenga a bien decir- 
nos que sí existe la participación. Para nos- 
otros no existe y lo vamos a demostrar. 

Hay una orden ministerial, a la que se ha 
hecho referencia en el dictamen que nos ha 
sido leído por la señora Secretaria, del año 
1979, en la que se dice que «se establece la 
representación de trabajadores y empresarios 
en la Tesorería)). Quede el detalle de que es 
una orden ministerial y recuerden Sus Seflo- 
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rías que el artículo 129 de la Constitución di- 
ce, literalmente: «La ley establecerá las for- 
mas de participación de los interesados en la 
Seguridad Social.. p. De tal suerte que enten- 
demos que es rigurosamente necesaria una 
ley o una norma de rango análogo, y el De- 
creto-ley no ha sido dictado por el Gobierno 
y la ley no ha sido traída mediante un pro- 
yecto de ley a esta Cámara, por lo cual existe 
un vacío legal, a menos que leamos la Cons- 
titución en un sentido regresivo, que es lo 
que, evidentemente, hace el Gobierno a la 
vista del informe que nos ha sido leído. 

Hay además razones políticas que abonan 
la presentación de esta proposición. El volu- 
men de los Presupuestos de la Seguridad So- 
cial les recuerdo a ustedes que para el año 
1980 es de 1.746.725 millones de pesetas, pró- 
ximo a los dos billones del Presupuesto del 
Estado, cifra muy próxima y de todos es co- 
nocida, que ese presupuesto está financiado 
por trabajadores y empresarios en su mayor 
parte, aunque haya aportación estatal, dila- 
tada temporalmente por el programa econó- 
mico del Gobierno respecto de lo previsto en 
los Acuerdos de la Moncloa; pero con abru- 
madora financiación empresarial y de traba- 
jadores, por lo que entendemos que razones 
políticas justifican y exigen que estos recur- 
sos económicos sean controlados por a q u s  
110s que los financian. 

Creemos que votar contra la proposición 
es decir sí al descontrol de los recursos fi- 
nancieros de la Seguridad Social, y no estoy 
poniendo en tela de juicio la honorabilidad ni 
de los políticos ni de los funcionarios res- 
ponsables en el correspondiente Ministerio. 
Simplemente estoy diciendo que es preciso 
que quien paga controle, y quien paga tiene 
derecho a controlar, y los funcionarios tienen 
que cumplir su función, pero no significa que 
por sus conocimientos técnicos y dedicación 
íntegra al tema tengan más justicación que 
aquellos que abonan sus cotizaciones, por otra 
parte importantes, y se vean excluidos por 
esta razón de que ya existen unos funciona- 
rios expertos en el tema de controlar la Tc- 
sorería, porque por esa razón tampoco ha- 
bría representación en el Instituto de la Sa- 
lud, puesto que ya están los médicos y de- 
más sanitarios, ni en e1 Instituto de la Segu- 

idad Social -ya están los funcionarios del 
[nstituto-, ni en el Instituto de Servicios So- 
:iales, porque ya tienen sus respectivos fun- 
:ionarios. 

Lo que ocurre, señoras y señores Diputa- 
ios, es que aquí se trata de dinero y en los 
Itros Institutos se trata de aplicar prestacio- 
les automáticas, porque no es lo mismo re- 
:onocer una pensión a un anciano español 
:uya cuantía viene determinada inexorable- 
nente por una ley que establece cómo se 
:alculan las bases y cómo se calculan los 
?orcentajes, que administrar 1.746.725 millo- 
nes de pesetas. 

Yo estoy sorprendido por la tosquedad 
-insisto- del informe del Gobierno que le 
descalifica -y lo lamento- técnicamente, 
porque aquella Casa, el Ministerio de Sani- 
iad, tiene personas competentes. 

Ustedes han podido oír, como yo, que el 
Jobierno la considera innecesaria por la Or- 
jen ministerial de 31 de enero, que se dice 
que lo estableció, pero después ustedes han 
podido oír -a pesar de la dificultad de audi- 
ción que había en la Cámara- que el Gobier- 
no opina que no es lógico que se regule por 
ley la participación en el control y vigilancia 
de un solo servicio común, la Tesorería, exis- 
tiendo otros servicios comunes que igualmen- 
te exigirían una regulación similar. 

¿En qué quedamos, señores del Gobierno? 
¿Está regulada o no? Porque si está regula- 
da, este segundo argumento sobra. ¿En qué 
quedamos? 

Nosotros creemos que no está regulada, 
pero aceptando por un momento, como in- 
cursión puramente intelectual, que lo pudiera 
estar, quiero señalar que la Orden de 31 de 
enero es jurídicamente ilegal; la Constitución 
exige la ley; que políticamente es peligrosa: 
una orden ministerial se cambia por otra or- 
den ministerial con la mera firma del titular 
del Departamento -y no personalizo- en 
cada momento. En todo caso -y continuan- 
do la incursión intelectual-, en el supuesto 
de que hubiera existido y que legalmente fue- 
ra válida - q u e  no lo es-, lo cierto es que 
socialmente ha sido ineficaz, porque no se ha 
hecho nada desde enero de 1979 en la mate- 
ria, y no ha funcionado, puesto que esta or- 
den atribuye las competencias de control de 
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gano, Puesto We Si no se crea, mal se Puede 
participar en 61, a no ser que el Gobierno 
piense que cabe un modelo de participación 

la Tesorería al Consejo del Instituto Nacio- 
nal de la Seguridad Social y basta leer las 
actas - q u e  las tengo en el asiento- para 
ver que en absoluto se ha preocupado del 
tema (tienen también las actas los señores 
del Gobierno y los miembros de la Comisión), 
con lo que se demuestra que es socialmente 
ineficaz. Por otra parte, técnicamente -y es- 
to me preocupa seriamente- es burda, pues- 
to que atribuye al órgano de gobierno de un 
único instituto competencias financieras no 
sólo sobre ese instituto, sino sobre los demás, 
lo cual choca con el principio de gestión uni- 
ficada que establece el principio de gestión 
con supremacía de un instituto sobre otro, y, 
evidentemente, choca con el principio de uni- 
dad de caja, con el principio de unidad de 
gestión de los fondos y valores, ctc. 

No obstante, señoras y señores Diputados, 
ustedes han podido también oír, en la lectu- 
ra de la señora Secretaria, que nuestra pro- 
posición decía: «No se limita a establecer la 
participación, sino que va mucho más allá» 
(son palabras literales), puesto que modifica 
la estructura orgánica de la Tesorería. irnies 
claro que la modifica ! , ¿o es que ustedes con- 
ciben que se pueda crear unos órganos de 
participación que no existen sin crearlos? 
¿Pero es posible que se participe en un órga- 
no inexistente? Pero no lo modifica cargán- 
dose -la palabra es expeditiva- lo existen- 
te; lo modifica añadiendo algo que no existe, 
que es mucho más serio, y justamente lo que 
no existe es un órgano de participación de- 
mocrática. 

Esto es importante señalarlo, y lo afirmo 
contundentemente, porque ni siquiera en el 
dictamen se nos alude a las cláusulas habi- 

el Gobierno las competencias que nuestra pro- 
posición atribuye a los órganos interfieren 
(son palabras asimismo literales) las propias 
de los órganos de gestión de la Tesorería de 
la Seguridad Social. Fíjense que dice el Go- 
bierno que interfieren las competencias de los 
órganos que se pretenden crear, las compe- 
tencias de los órganos de gestión, y creo que 
estamos dando en el quid del asunto. Aquí 
está la filosofía que subyace desde una pers- 
pectiva organizativa, la económica o política, 
que he hecho referencia a ellas, y en algún 
momento posterior, aunque brevemente, lo 
diré. Aquí está la filosofía organizativa de la 
UCD. Democracia es opuesto a burocracia, se- 
ñores. Por lo visto, donde haya funcionarios 
no puede haber democracia, y los funciona- 
rios saben que donde hay funcionarios si pue- 
de haberla, y hay democracia en algunos si- 
t ios. Quiero decir con esto que si ustedes con- 
sideran que se interfiere el funcionamiento de 
los árganos técnicos, de los funcionarios, del 
funcionamiento de la propia Tesorería, es por- 
que consideran quc la participación en alguna 
manera la dificulta. ¿Y por qué la dificulta 
aquí y no en el Instituto Nacional de la Salud, 
y no en el Instituto Nacional de Servicios So- 
ciales, y no en el Instituto Nacional de la Se- 
guridad Social? ¿Por qué? ¿Pero no habíamos 
quedado que estaba establecida? La Orden 
ministerial de 31 de enero decía, según la 
interpretación gubernamental, que estaba es- 
tablecida. Perdón que dé marcha atrás en mi 
razonamiento. ¿En qué quedamos? Si está es- 
tablecida, ¿reconocen que interfiere? No, no, 
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cual la opinión del Gobierno, hoy por hoy, al 
no anunciar el futuro, al no anunciar sus in- 
tenciones políticas en un principio, no es sólo 
una intención de presente, sino también una 
intención de futuro que expresa claramente 
que el Gobierno da migajas de democracia a 
los trabajadores y empresarios a través de la 
participación, donde sólo hay que aplicar pres- 
taciones automáticas, pero no le da la partici- 
pación donde están los recursos. 

Por otra parte, en esta mañana en que tan- 
tas cosas sorprendentes estamos oyendo, y en 
que se acudía antes por el Diputado de UCD 
que intervino en el tema de los silicóticos al 
respeto a los Tribunales, en relación con el 
tema de la amnistía laboral, siendo así que el 
Gobierno es el que no respeta, porque acepta 
las sentencias, pero no pone los recursos eco- 
nómicos, de tal suerte que el respeto es riguro- 
samente lamentable cuando no hay fundamen- 
tación que permita sustentar las palabras di- 
chas por el señor Diputado, pero en esta quie- 
bra que en esta mañana tenemos no sobre el 
respeto a los Tribunales, sino sobre el respeto 
a la Constitución, en que el Gobierno, por una 
parte, dice que la participación establecida y, 
por otra, que no; por otra parte que plantea 
tal tema, y de repente nos damos cuenta de 
que ya está establecida. Esta confusión, ¿qué 
significa? La falta de un razonamiento intelec- 
tualmente serio para abordar el tema. 

El informe que se nos ha leído dice también 
que la participación que proponemos los so- 
cialistas no difiere en absoluto de la estable- 
cida en la Orden de 31 de enero. Pues bien, la 
Orden de 31 de enero si establece algo, que 
opino que no, porque es ilegal -y vuelvo a 
hacer una incursión intelectual-, sólo lo esta- 
blece a nivel nacional, está en la propia orden, 
pero en absoluto a nivel regional y provincial. 
Participación que sí está establecida para los 
otros tres Institutos y, por supuesto, está en 
nuestra proposición de ley. Luego nuestra pro- 
posición de ley difiere de la orden ministerial 
aun en el supuesto de que ésta fuera ilegal. 

Pero sobre todo, ¿cómo puede ser nuestra 
proposición igual en su filosofía que la de, uiia 
orden ministerial que incumple la Constitu- 
ción? No, señoras y señores; nosotros no he- 
mos venido aquí a incumplir la Constitución. 
Hemos traído lo que la Constitución exige pa- 

ra cubrir un vacío legal y político importante, 
y se nos dice que no. Se nos están dando mues- 
tras, una vez más, como se nos dieron ya en 
esta misma Sala, en la sesión de la Comisión 
(lamentable sesión en la que cinco proposicio- 
nes socialistas fueron derrotadas, alguna con- 
tra la evidencia, y que esta mañana ha sido 
subsanada, porque parece que la evidencia de 
la estulticia es la Única argumentación que 
lleva al Gobierno a reconocer sus propios erro- 
res); pero lo evidente, repito, es que hemos 
oído también que la Tesorería es un elemento 
instrumental desconcentrado. Expresión divi- 
na: ((elemento instrumental desconcentrado 
de la Seguridad Social». 
Yo me pregunto, señoras y señores, y lo 

digo con seriedad y a la vez con serena ira, 
al ver la actitud del Gobierno en la materia 
-y digo con serena ira, palabras que pueden, 
en principio, parecer contradictorias, pero es 
que estoy conteniéndome al ver la actitud del 
Gobierno en la materia-, ya que sería más 
exacto decir que lo que ocurre es que nos en- 
contramos no ante un elemento instrumental 
desconcentrado, sino ante un instrumento o 
elemento instrumental de despiste de 1.746.725 
millones de pesetas, como lo prueban los da- 
tos que luego voy a ponerles de relieve para 
que nadie piense que estoy haciendo juicios de 
intenciones. 

Ustedes saben que se ha concedido recien- 
temente una moratoria de la Seguridad So- 
cial. Han visto anuncios por la calle. ¿Han 
sido consultados los trabajadores o los em- 
presarios? No, no han sido consultados. ¿Por 
qué? Porque no existe el 6rgano de represen- 
tación a efectos de la Tesorería y, si existe 
tesis de Gobierno, tampoco ha sido consul- 
tada. 

Señoras y señores. el Gobierno ha conce- 
dido una moratoria, cuya significación eco- 
nómica desconoce. Que es plausible; no dis- 
cutimos que era necesaria. Evidentemente que 
si, pero no consiste en que, porque coincida- 
mos en el objetivo y en la necesidad de una 
determinada actuación, haya que dar el visto 
bueno a todas las actuaciones gubernamenta- 
les, de tal suerte que, de haber existido la 
Tesorería en la fecha de nuestra proposición, 
hubiera sido aprobada antes de esta fecha, 
porque hubiera sido debatida anteriormente 
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y simplemente, ante la nueva moratoria, ten- 
dría el Consejo de la Tesorería participación 
a la hora de decidir sobre el tema y, por lo 
menos, habríamos logrado que cuando esten 
los trabajadores y empresarios allí sentados, 
hubieran preguntado al Gobierno de cuánto 
va, cuánto son los miles de millones de pese- 
tas a las que afecta esa moratoria; y tendría 
el Gobierno que haberlo averiguado, cosa que, 
con el debido respeto, tengo la impresión de 
que no sabe, aunque tal vez haya subsanado 
este importante fallo. Pero lo importante -y 
es lo grave- es que no se ha contado con los 
trabajadores y los empresarios. 

Pero si, por ejemplo, queremos saber cuá- 
les son los débitos a la Seguridad Social por 
parte de las empresas, dato elemental, no sólo 
desde una consideración social, sino desde 
una consideración económica, nos encontra- 
inos con que tampoco los trabajadores van a 
tener participación en un órgano en el que se 
le niega, por parte del Gobierno, el derecho 
a conocerlo. 

Finalmente, señoras y señores, el Gobier- 
no, como no podía ser menos, aunque en este 
caso suene a sorna, el Gobierno nos dice que 
financiar esas actividades del Consejo de la 
Tesorería y de los distintos órganos regiona- 
les y provinciales supone, cómo no, un incre- 
mento del Gasto Público. Pero, ¿en qué que- 
damos? ¿No había participación por la Orden 
de 31 de enero? Entonces, ¿es que no fun- 
ciona? ¿O es que se gasta y no se contabiliza, 
y lo que nosotros proponemos sí se contabili- 
za? ¿En qué quedamos? 

El tema es muy serio, señoras y señores 
Diputados. Les digo que es muy serio porque 
eso supone que el coste son las dietas de 
asistencia, no los sueldos. Luego por unos mi- 
les de pesetas, o a lo mejor por unos millones 
de pesetas, que los trabajadores y empresa- 
rios estoy seguro que estarían dispuestos a 
renunciar a estas dietas, con tal de estar pre- 
sentes ahí, se dice también que no. 

La democracia es antieconómica o la eco- 
nomía y la democracia, igual que antes la bu- 
rocracia, parece que se oponen. Pero yo me 
pregunto: ¿Han valorado los señores del Go- 
bierno lo que cuesta a la sociedad la erosión 
que en la sociedad produce la actitud del Go- 
bierno, que niega a quien financia mayorita- 

riamente la Seguridad Social el derecho a es- 
tar presente en ella? ¿Han valorado ustedes 
eso que, en principio, se refiere al mundo de 
la ética, de la moral y, por supuesto, de la 
política; han valorado ustedes eso? ¿Han va- 
lorado, incluso también, que la presencia de 
estas personas sería lógicamente constructi- 
va como lo está siendo en los restantes Ins- 
titutos y tendría significación la aportación 
importante para poder administrar mejor los 
recursos financieros? ¿Han pensado ustedes 
que tal vez esos tres Institutos, que tienen 
entre ellos lógicamente tres #Directores Gene- 
rales, tres Directores de Servicios Sociales, 
tres Subdirectores, tres Secretarios Generales 
y una pléyade de importantes Jefes de Servi- 
cios que en algún caso no son sino la duplica- 
cidn de la Administración del Estado, suponen 
un coste importante quc en una organización 
mínimamente racionalizada y evitando dupli- 
cidades permitiría financiar las dietas de asis- 
tencia que tan grandes en importancia son y 
que constituyen un argumento antieconómico 
o de economía o de administración económica 
para que el tema se pueda debatir? 
Yo les aseguro, y perdónenme que hable 

así, que habría muchos españoles, empresa- 
rios y trabajadores -no puedo hablar obvia- 
mente por todos, hablo por los compañeros 
de UGT-, les aseguro que habría muchos 
empresarios y trabajadores españoles que pre- 
fieren estar sentados gratis a estar fuera sin 
cobrar. La cosa es evidente, señores. 

Lo que se discute aquí no es economía, y 
si en todo caso ustedes consideran que ésa es 
una razón. propongan una enmienda e intro- 
duciremos la gratuidad de la asistencia a las 
reuniones. 

Creo, señoras y señores -y finalizo-, que 
el Gobierno lo que no quiere es que nadie le 
controle el dinero. Observen ustedes que aquí 
lo que estamos proponiendo es que la Tesore- 
ría, los órganos de participación, autoricen la 
apertura de cuentas comentes en entidades 
de crédito. Es éste un tema importante que 
depende de dónde se abra la cuenta; es im- 
portante conocer las desviaciones entre ingre- 
sos y gastos de los distintos regímenes y es 
importante -insisto- saber por dónde va la 
recaudación, por dónde va el gasto; es impor- 
tante conocer - c o m o  he dich- la situación 
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de morosidad; es importante informar las dis- 
posiciones que regulan la morosidad; es im- 
portante conocer cómo se distribuyen territo- 
rial y temporalmente los recursos financieros 
de la Seguridad Social; autorizar las operacio- 
nes de crédito y los anticipos de Tesorería; 
conocer el movimiento y saldos de la cuenta 
de Tesorería; la cartera de valores, la enaje- 
nación de los distintos valores, las transferen- 
cias mensuales que el Estado hace a la Segu- 
ridad Social para ver si van bien o mal; es 
necesario conocer, en definitiva, el cese de 
entidades recaudadoras que hayan incumpli- 
do el convenio de recaudación previo expe- 
diente incoado al efecto. 

Son aspectos que no ponen en cuestión ni 
la competencia de los funcionarios ni las fun- 
ciones que éstos tienen legalmente atribuidas. 
Son simplemente un intento serio y responsa- 
ble de que la sociedad esté presente en el lugar 
donde la sociedad es más sensible, en el tema 
económico. 

Finalizo diciendo que estamos de acuerdo 
con la probidad económica y con la probidad 
profesional de todos los funcionarios en prin- 
cipio. Por tanto, no hay por qué dudar de 
nadie; se duda en el caso concreto y se duda 
mediante la incoacibn de un expediente si 
procediera. Que nadie desde esta tribuna uti- 
lice el argumento falaz de que hemos puesto 
en duda la probidad de los funcionarios. Es- 
tamos poniendo en duda la voluntad democrá- 
tica de un Gobierno que quiere interpretar re- 
gresivamente la Constitución. 

El señor VICEIPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de):  A los efectos de este debate el Gobier- 
no tiene designado como representante a don 
Luis Berenguer Fuster. 

El señor BERENGUER FUSTER: Señor 
$Presidente, señoras y señores Diputados, yo 
comprendo que c~wndo se trata desde los 
bancos de la oposición de defender propues- 
tas o proposiciones de ley, como en este caso, 
es mucho más adecuado, mucho más fácil y 
mucho más político, quizá entendiendo la po- 
lítica en un sentido determinado, hacer un 
proceso general de intenciones sobre lo que 
quiere o no quiere el Gobierno sobre determi- 
nada materia. 

Yo sé y comprendo, lo comprendo perfec- 
tamente, que es mucho más fácil (lanzar epí- 
tetos y calificativos diciendo que detennina- 
das actitudes del Gobierno son groseras, son 
antidemocrátioas y tratan de evitar la partici- 
paci6n de los interesados en determinados or- 
ganismos de la Seguridad Social. Lo compren- 
do, pero no lo admito. $Porque en este caso 
objeto de debate se  ha reconocido que una 
orden ministerial -concretamente la Orden 
ministerial de 31 de enero de 1979- ha es- 
tablecido la participacih de los interesados 
en la gestión de la Tesorería de la Seguridad 
Social, en el control y vigilancia de la Teso- 
rería de la Seguridad Social, por un meca- 
nismo determinado y a través del Consejo Ge- 
ncral del Instituto Nncimd de la Seguridad 
Soci'al, en el que tienen participacibn tripar- 
tita las centrales sindicales, según su repre- 
sentatividad, las organizaciones patronales y 
la Administración, cuando esto ocurre, y 
cuando el ataque que se hace a esta orden 
ministerial es a base de unas dudas témicas 
y jurídicas sobre su posible anticonstitucio- 
nalidad o sobre su posible ilegalidad, y, ade- 
más, se discute el contenido y el alcance de 
esa participación a traves de la n m a  esta- 
blecida en el artículo l P ,  número 3, de esa 
orden ministerial, creo que es más lógico, 
más sensato, t m b r  de reconducir -como voy 
a intentar hacer, no sé si lo cmseguim5- el 
,debate hacia unos términos de serenidad que 
creo que han estado alejados de la interven- 
ción del Diputado que me ha precedido en el 
uso de k palabra. 

Porque aquí lo que estamos discutiendo, en 
realidad, son dos cuestiones: si la Orden mi- 
nisterial de 31 de enero de 1979 es correcta 
desde el punto de vista formal, y si su re- 
gulaciM, si su contenido, si el fondo de la 
misma es adecuado a las necesidades de un 
mecanismo de control y vigilancia de la Te- 
sorería de la Seguridad Social. 

Se nos ha dicho -y se decía ya en la ex- 
posición de motivos o en el preámbulo de la 
proposición de ley- que esa orden ministe- 
rial era una orden anticonstitucional, era una 
orden ilegal, porque iba en contra del pre- 
cepto establecido (hoy se nos ha dimcho el ar- 
tículo 129 de  la Constitución, e n  la propo- 
sición se decía, supongo que por error meca- 
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nográfico, el 123) en el artículo 129, que es 
exactamente al que se refiere. Y este artículo 
dice, efectivamente, que la ley establecerá la 
forma de participación de los interesados en 
la Seguridad Scciel. 

Pero éste es un precepto que tiene un pre- 
cedente no legislativo ni constitucional (po- 
siblemente lo tenga en otras constituciones, 
creo que en la italiana y la portuguesa), pero 
los tratadistas reconocen que tiene un prece- 
dente político importante en los !Pactos de 
la Moncloa; y en los Pactos de la Moncloa 
se establecía que se regularía la participación 
de los interesados, de las centrales sindicales 
y de las organizaciones patronales en los or- 
ganismos gestores de la Seguridad Social. Y 
así, por norma con mngo de ley, se ha efec- 
tuado la participación por el Real Decreto- 
ley de 16 de noviembre de 1978, complemen- 
tado por cuatro decretos posteriores. Y así 
en los tres órganos gestores de la Seguridad 
Social: el Instituto Nacional de la Salud; el 
Instituto Nacional de Servicios Sociales y el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, hay 
sus correspondientes Consejos Generales en 
los que participan tripartitamente centrales 
sindicales, organizaciones patronales y reipre- 
sentantes de la Administmción. Existe, pues, 
el control y la participación. Creo que con ello 
se ha cumplido el mandato constitucional y 
estoy convencido de ello, en términos estric- 
tamente jurídicos y estrictamente técnicos. 
Tratando de desapasionar el debate. 

Pero lo que desde este mismo punto de 
victa técnico-jurídico, desde esta misma pers- 
pectiva que estoy manteniendo, que estoy in- 
tentando llevar a cabo a lo largo de este de- 
bate, lo que resulta totalmente inconcebible 
es que se proponga una norma con m g o  de 
ley, se haga mia proposición de ley para re- 
gular, y 6e nos ha dicho que efectivamente 
para organizar, determinados aspectos del fun- 
cionamiento de la Tesorería de la Seguridad 
Social. 
Yo no acierto e comprender cómo esta Te- 

sorería de la Seguridad Social, que fue creada 
por u1 decreto y este decreto no ha sido ata- 
cado, no ha sido puesta en duda su legalidad 
-es el Decreto de 15 de septiembre de 
1978-; cómo una organización, un organis- 
mo que ha sido creado por decreto, el des- 

arrollo de sus funciones va a ser realizado 
por una norma de rango superior. Que los 
constitucionalistas, los expertos jurídicos de 
los distintos Grupos lParlamentarios que es- 
tán sentados en esta Cámara -y los hay 
buenos en todos y cada uno de los Grupos 
Parlamentarios-, vemgan y lo expliquen. 
Desde mi modestia jurídica no acierto a com- 
prenderlo. Porque se nos decía que no se está 
de acuerdo con la participación regulada por 
orden ministerial, que podría caber - e n  un su- 
puesto hipotético y no concreto, como se nos 
ha dicho por parte del Diputado señor De 
Vicente-, que otros Ministros modificaran 
esa orden ministerial. Pues bien, vamos a su- 
poner que se aprobara esta proposición de 
ley, que se aprobara la ley en los términos 
establecidos ; cabría también entonces, en 
terrenos hipotéticos, la posibilidad de que, 
puesto que se trata de la participación en un 
organismo que ha sido creado qor decreto, 
que otro decreto de un hipotético Gobierno 
acordara la disolución o la desaparición de 
esa Tesorería, de ese órgano que se puede 
tanto mear como hacer desaparecer por de- 
creto. Y muerto el perro se acabó la rabia. 
Desaparecido el organismo desaparece la ges- 
tida de la vigilanda y control de este Con- 
sejo. 

Esto es claro: teóricamente no cabe hacer 
una proposición de ley, no cabe que una ley 
vaya a desarrollar el funcionamiento y la or- 
ganización de un organismo, de un ente que 
ha sido creado, debidamente según los prin- 
cipios de la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado, por decreto. 

Pero no se trata con esto de decir que 
los principios de funcionamiento, de orgrini- 
zación de la Tesorería de la Seguridad, pue- 
dan quedar al margen de lo que es el control 
de esta Cámara. Las Cámaras legislativas tie- 
nen un doble sentido y una doble función : una 
es elaborar normas, aquellos normas con ran- 
go de ley que decían los estudiosos del tema 
que han de tener determinadas oaracterísti- 
cas de generalidad -aquello que no tenga un 
objeto general no es facultad del Poder Le- 
gislativo, como indicaba Rousseau- ; otra, 
unta serie de disposiciones de control del Po- 
der Ejecutivo, no solamente político, sino tam- 
bién administrativo, como son las instruccio- 
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nes que pueden salir de esta Cámara para 
tratar de que se modifiquen determinadas 
normas con rango inferior al de ley que e3 
Gobierno haya podido dictar. En el Regla- 
mento se recogen estas instrucciones, se re- 
coge la posibilidad de aprobar por esta Cá- 
mara instrucciones que obliwen al Gobierno 
a modificar determinadas órdenes ministeria- 
les o decretos por vía de la proposición no 
de ley. Porque formalmente se podría haber 
hecho una propuesta, si no se está de acuer- 
do con el contenido de lo establecido por la 
Orden ministerial de 31 de enero de 1979, ha- 
ber presentado una proposición no de ley, que 
en el supuesto de que se hubiera aprobado 
obligaría a modificar el contenido de la orden 
ministerial. 

Pero tratar de discutir sobre la legalidad 
o constitucionalidad de determinados aspectos 
de una orden ministerial me parece que es 
tratar de discutir un recurso planteado por 
un abogado novel, que ha planteado un re- 
curso ante un organismo, ante un Tribunal 
que no es el competente y, además, fuera de 
plazo. 

Pero es que no se considera tampoco por 
el Gobierno, ni por el Grupo Centrista que lo 
sustenta, que el fondo de la participación, es- 
tablecido por el artículo 1.0, apartado 3, de 
la Orden ministerial de 31 de enero de 1979, 
sea incorrecto o sea insuficiente. Porque se 
nos está diciendo aquí que qué es la Teso- 
rería, que si la Tesorería es en realidad un 
organismo gestor, y nada más alejado de la 
realidad, porque la Tesorería es un servicio 
común que necesita de su personalidad jurí- 
dica como una consecuencia del principio de 
caja única establecida en nuestra Seguridad 
Social. iPero en realidad no es más que un 
servicio administrativo de estos tres Insti- 
tutos que son los básicos en la organizacióri 
y gestión de la Seguridad Social. No es algo 
ajeno a cada uno de estos Institutos y preci- 
samente por eso, precisamente por esa razón, 
es el Consejo General del órgano gestor más 
parecido, el del Instituto que regula las pres- 
taciones económicas de la Seguridad Social, el 
Instituto Nacional de Seguridad Social, el que 
establece la intervención y la participaci6n en 
la vigilancia y control de la Tesorería de la 
Seguridad Social. 

Así es como se establece en esa norma ade- 
cuada que es la orden ministerial; y ello nos 
parece correcto y adecuado, porque en caso 
contrario se podría crear un excesivo número 
de Consejos Generales que pdr ian  entrar in- 
cluso algunas veces en cmtradiccibri en cuan- 
to a sus decisiones. Es mucho más adecuado 
que un Consejo General que existe, el Con- 
sejo General del Instituto Nacional de Segu- 
ridad Social, s e  dedique también a participar 
en el control y vigilancia de la Tesorería. 

Se nos dice también que solamente se es- 
tablece una participación, y es cierto, a nivel 
nacional, pero no #a nivel provincial o regional. 
Yo diría que tampoco se establece en la pro- 
posición de ley cuya toma en considemción 
estamos sometiendo, porque después de preo- 
cuparse de hacer afirmaciones reglarnentistas 
y exhaustivas sobre la participacióri y carac- 
terísticas de los Consejos Generales y de las 
Comisiones Ejecutivas a nivel nacional, cuan- 
do se trata de descender al detalle -ese de- 
talle que no tiene la orden ministerial, que 
nos dice el señor De Vicente que carece de él, 
y por eso hace falta esta proposición de ley- 
,se dice, únim y exclusivamente, que tendrán 
las mismas características que el nacional, y 
que se faculta al Gobierno para dictar las dis- 
posiciones oportunas para la regulacih de 
la participación de estos Consejos a nivel pro- 
vincial y regional. 

Pero yo creo que {por la característica de la 
Tesorería de la Seguridad Social, que es un 
ente de carácter instrumental y con una or- 
ganización que por sus propias características 
tiene que ser centralizada, el control tiene 
que estar en la cíispide, y mrece de sentido 
que estén en todas y cada una de sus rami- 
ficaciones. 

Pero, además, en cuanto al fondo, tampoco 
creo que la proposición de ley que se trata 
ahora de tomar en consideración, y a cuya 
toma en consideracibri nos oponemos, sea 
adecuada. Y digo esto porque tiene una serie 
de características, una serie de preceptos de 
carácter marcadamente reglamentario, porque 
excede en mucho de lo que ha de ser la par- 
ticipación en la vigilancia y el control, y por- 
que llega a niveles y conceptos tan inade- 
cuados para una norma con rango de ley 
-con el respeto que la norma con rango de 
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ley nos merece-, como a establecer que son 
facultades de la Comisión Ejecutiva -y en 
su caso, me parece recordar, del Consejo Ge- 
neral-, abrir cuentas en determinados Ban- 
cos. Este es un precepto que, en mi personal 
concepción de la jemrqula normativa, debe 
quedar reservado para una disposioión con 
rango inferior al de ley. 

Decía Montesquieu, y con esto termino, que 
a los hombres inteligentes les es dado dotarse 
de leyes, pero que también tienen que cum- 
plir y estar sometidos a otras en cuya con- 
fección no pudieron participar. Pues bien, se- 
ñor De Vicente, sm muchos los años que hace 
que nos conocemos, y puedo asegurar que 
es usted un hombre inteligente. Comprendo, 
por ello, que quiera usted participar directa- 
mente en el proceso creativo de las normas, 
pero debe Su Señoría comprender que pueden 
existir otras normas, como la Orden ministe- 
rial de 31 de enero de 1979, en la que Su Se- 
ñoría n o  ha podido intervenir, y que no por 
ello son antidemocráticas, inadecuadas o gro- 
seras. Nada más y muchas gmcias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jede) : El señor Ministro de Sanidad tiene la 
palabra. 

El señor MINISTRO DE SANIDAD Y SE- 
GURIDAD SOCIAL (Rovira Tarazona): Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputa- 
dos, como no veo al señor De Vicente, y 
subo a esta tribuna porque el señor De Vi- 
cente ha grovocado, de forma muy notoria, 
esta presencia mía en la tribuna, es por lo 
que yo, al querer dirigirme a él, he estado 
unos segundos en silencio. 

A juicio del señor De Vicente, el informe 
del Gobierno es burdo, es tosco, es grose- 
ro. .. (El señor DE VICENTE, ciesde los esca- 
ños: Técnicamente). . . técnicamente. Yo creo 
que él también aceptará que su informe en 
esta sala ha sido burdo, grosero y tosco, y 
lo ha sido, y ahora voy a tratar de explicar- 
110, porque ha tratado de confundir a los se- 
ñores Diputados sobre cuál es la verdadera 
situación de control que se lleva en la Se- 
guridad Social. Ha querido hacer llegar al 
ánimo de los señores Diputados que un te- 
ma tan importante como es el de los presu- 

puestos de la Seguridad Social es un tema 
que está excluido de las competencias de 
los Consejos Generales, que son los que tie- 
nen como fundamental función el control y 
la vigilancia de la Seguridad Social. (El  señor 
Presidente ocupa de nuevo la Presidencia.) 

A mí me parece que esto es lo importante. 
Lo importante es que quede hoy bien claro 
que existe ese control, que existen unos 
Consejos Generales y que tienen esas com- 
petencias. Otra cosa será que, en lugar de 
haber tres Consejos Generales, se quiera que 
haya cuatro Consejos Generales, o se quiera 
que haya cinco o seis. El hecho es que los 
hay y que tienen esas competencias. Esas 
competencias estarán establecidas por una 
orden ministerial, y él prefiere que el rango 
se eleve a ley. Bien. Es un criterio de orden 
jurídico, pero las competencias existen, las 
funciones las tiene el Consejo General. 

Existen, digo, tres Consejos Generales: del 
Instituto Nacional de da Salud, del Instituto 
Nacional de Servicios Sociales y del Institu- 
to Nacional de Seguridad Social. Esos tres 
Institutos tienen como función fundamental 
la de la elaboración de (los presupuestos. 
Luego, por consiguiente, los presupuestos y 
su seguimiento, a través de estos ,tres Insti- 
tutos, está perfectamente controlado. No son 
prestaciones automáticas, en que pudiera dar 
la impresión de que el Consejo General del 
Instituto Nacional de 'la Salud apenas tiene 
nada que hacer. Tiene que velar por el con- 
trol y vigilancia de un gasto tan importante 
como es todo el que se efectúa a través de 
la asistencia sanitaria. En servicios sociales, 
que ni siquiera son prestaciones reglamen- 
tarias, ,tiene unas funciones de control y vi- 
gilancia sumamente importantes en todas sus 
decisiones y en su gasto. 

Queda el Instituto Nacional de Seguridad 
Social. El Instituto Nacional de Seguridad 
Social es justamente -se dice- aquel que 
tiene el reconocimiento de prestaciones re- 
glamentarias; aquel que tendría unas com- 
petencias más de orden jurídico, donde ape- 
nas podría existir control ni vigilancia, por- 
que todo viene determinado por la ley, por- 
que todo consiste en vigilar si se aplican o 
no las normas determinantes de cada una 
:le 12s prestaciones. 

Como ése hubiese sido el Consejo General, 
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sería efectivamente casi inoperante, porque 
en él apenas podría determinarse cuáles eran 
#las posibles desviaciones, a no ser adentrán- 
dose en toda esa temática del estudio jurí- 
dico de cada uno de los expedientes, siendo 
lógico aprovechar su existencia para atri- 
buirle las funciones de control y vigilancia 
de la Tesorería General. Entonces (éste es el 
secreto) el Consejo General del Instituto Na- 
cional de Seguridad Social tiene el control y 
la vigilancia de la Tesorería General, y eso 
está establecido por una norma, y una norma 
que está vigente. 

Se dice: pero es que 'tengo 'las Actas y 
no aparece que ahí se haya hablado todavía 
de Tesorería General. Pues es muy posible, 
porque estamos iniciando el camino, esta- 
mos iniciando el recorrido nuevo que repre- 
senta ese control y esa vigilancia. Porque es 
cierto que ha habido un acto de constitu- 
ción del Consejo General, y que ha habido 
un nuevo acto relativo exclusivamente al te- 
ma de los presupuestos. Y en este tema de 
los presupuestos, se ha dicho por los Con- 
sejos Generales: No hemos dispuesto del 
tiempo suficiente y no podemos prestar en 
esta ocasión nuestra colaboración para el 
ejercicio de esta función. Pero es que eso 
es cierto, es que estamos empezando. Sin 
embargo, se dice ya -y ahí se recogerá en 
el Acta-: Para el año sucesivo nosotros va- 
mos a efectuar los trabajos de elaboración 
de los presupuestos. Y se señalan los plazos 
y se indica, me parece, que antes de primero 
de junio se habrá preparado el anteproyec- 
to de los presupuestoa de la Seguridad So- 
cial. 

Luego estamos empezando un camino, un 
camino que es difícil lógicamente, pero que 
está perfectamente definido en el orden ju- 
rídico. 

Lo que no podía quedar hoy es la idea de 
vacío de control y vigilancia en el tema fi- 
nanciero de la Seguridad Social, porque eso 
es absolutamente inexacto. Si hubiera que- 
dado en el ánimo de los señores Diputados 
la ausencia de control y vigilancia en la fun- 
cibn financiera de la Seguridad Social, hu- 
biese sido absolutamente inexacto. A mi jui- 
cio, eso es lo importante. Todas las demás 
disquisiciones en el orden jurídico son muy 
respetables. 

El meter ya -aprovechando esta circuns- 
tancia- nuevas normas relativas a la ges- 
tibn, no es oportuno; que con ello se quie- 
ran también introducir órganos en esa ges- 
tibn, no es oportuno. Que se produzca un 
gasto pequeño, es posible, y pasar de tres a 
cuatro Consejos Generales por supuesto que 
supone un incremento. Es decir, no se podía 
hacer el juego anterior de o lo hay o no lo 
hay, y si 'lo hay, evidentemente hay un 
gasto. 

El único tema concreto que habria que ha- 
ber planteado es éste: el Consejo General del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social de- 
bería quedar exclusivamente reducido al con- 
trol de los expedientes jurídicos de reoonod- 
miento de las prestaciones, y creemos un cuar- 
to Consejo General para el control de la Te- 
sorería. Este es exclusivamente el plantea- 
miento, a mi juicio, que debería haberse he- 
cho. Y la posturrr del Gobierno es que, en ese 
caso, el Consejo General del Instituto Nacio- 
nal de Seguridad Social apenas tendría nada 
que hacer, puesto que las prestaciones son re- 
glamentarias. Aprovechemos por tanto ese 
Consejo General, atribuyámosle esas funcio- 
nes financieras, y creo que de esa manera se 
ha cumplido el objetivo, sin necesidad de crear 
brganos innecesarios. 

Este es el criterio del Gobierno claramente. 
Muchas gracias. 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde los 
escaños) : Seiíor Presidente, pido la palabra 
para rectificaciones. 

ciones. 
El señor PRESIDENTE: No hay rectifica- 

El señor DE VICENTE 8MARTIN (desde los 
escaños): Se me permitirá intervenir en el 
turno de alusiones, aunque lamento que Su 
Señoría no estuviera en la sala en ese mo- 
mento. Ha habido alusiones personales; no 
sólo personales, sino lo que el Reglamento en- 
tiende específicamente por motimcibn sufi- 
ciente para alusiones. 

El señor @RESIDENTE : ¿Qué alusiones? 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde los 
escaños) : El señor 'Ministro ha calificado mis 
argumentos de burdos, toscos y groseros. 
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El señor PRESIDENTE: ¿Qué argumen 
tos? 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde lo 
escaños) : Mis argumentos personales. 

El señor ,PRESIDENTE: El señor Vicepre 
sidente dice que han sido calificaciones inte 
lectuales, en los mismos términos que lo fi; 
hecho el señor Diputado. Yo le ruego qut 
espere a que nos adentremos en e! turno dt 
explicación de voto, y no por desnzturalizai 
la explimcih de voto, sino porque en la ex. 
plicación de voto evidentemente las razone: 
por las cuales se vota en alguna forma pues 
-den ser polémicas con los argumentos que hari 
tratado de condicionar el voto en uno u otrc 
sentido. 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde los 
escaños) : Sólo unas ligeras palabras para de- 
cir que la intervfncidn del señor Ministro se 
ha producido tras la intervención del repre- 
sentante a tal efecto designado por el Gobier- 
no, lo cual introduce unas evidentes irregula- 
ridades en un debate tasado, aunque, por otra 
qarte, han sido interesantes las palabras del 
señor Ministro. Yo quería intervenir porqug 
los argumentos eran de tipo intelectual jus- 
tamente, habida cuenta de la discrepancia en- 
tre .lo que, de una parte, se afirma que soy in- 
teligente, y, de otra, que soy grosero. Quería 
poner las cosas en su sitio. 

El señor PRESIDENTE: En cuanto a la 
intervención, la Presidencia en funciones du- 
Nnte el debate me indica que el señor Minis- 
tro ha sido invitado directamente a tomar 
la palabra por el señor De Vicente. 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde los 
escaños) : Señor Presidente.. . (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio, por fa- 
vor ! 

El señor DE VICENTE MARTIN (desde los 
escaños): Simplemente estoy de acuerdo con 
la interpretación que Su Señoría y el Presi- 
dente en funciones dan, pero justamente m 
razón a esa interpretación era por lo que yo 

he pedido la intervención, puesto que si yo 
suscité la intervención del señor Ministro, es 
evidente que él ha suscitado la mía. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter 
a votación la toma o no en consideración de 
la proposición de ley del Grupo Parlamentario 
Socialista del Congreso, estableciendo la par- 
ticipación de las organizaciones patronales 
y sindicales en el control de gestión de Teso- 
rería de la Seguridad Social. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 288; a favor, 129; en 
contra, 157; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la toma en consideración de la proposición de 
ley del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso, estableciendo la participación de 
las organizaciones patronales y sindicales en 
-1 control de gestión de Tesorería de la Se- 
guridad Social. 

Para explicación de voto, por el Grupo Par- 
lamentario Socialista del Congreso, tiene la 
palabra el señor De Vicente. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Señor 
?residente, Señorías, en el turno de explica- 
:ión de voto les habla no un abogado novel, 
mesto que no soy abogado, sino licenciado 
!n Derecho y en Ciencias Económicas, mas 
10 he ejercido ni ejerzo la abogacía, y, por 
anto, ni soy novel, ni experto, ni veterano, 
ii joven ; simplemente licenciado en Derecho 
nteresado en el tema. 

Mi intervención creo que no ha sido en ab- 
oiuto un proceso de intenciones, sino que 
ia sido un comentario del texto del dictamen 
le1 Gobierno que nos ha sido leído por la se- 
Lora Secretaria. Yo he valorado las intencio- 
ies del Gobierno en algún momento, en aquel 
n que utilizando como elemento de compa- 
ación anteriores dictámenes del Gobierno se 

dice que éste está preparando una dispo- 
ición sobre la materia, o que tiene incluido 
1 tema específicamente en el contenido de 
na ley de desarrollo legislativo, y no proce- 
e abordar el tema. 
Pues bien, aquí sí que he valorado y he pre- 

izgado las intenciones del Gobierno, en tan- 
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to que no existe demostración en contrario, y 
así lo he expresado, por cuanto no se nos 
ha dicho ni que exista un proyecto en elabo- 
ración -recurso fácil, pero que se podía ha- 
ber utilizado-, ni tan siquiera que vaya a ser 
incluido en la Ley General de la Seguridad 
Social anunciada para el mes de mayo de 
1980, con lo cual el Gobierno, hoy por hoy, 
está claro que no tiene intenciones, no se ha 
podido hacer ningún proceso de intenciones ; 
porque ni siquiera tiene intención alguna de 
hacer algo con la Tesorería, como, por otra 
parte, el señor Ministro, cuya intervención 
agradezco, para darle al tema la significación 
política que tiene, ha puesto de relieve. 

No tengo ninguna duda, señor Ministro, se- 
ñoras y señores Diputados, sobre la ilegali- 
dad, en el punto concreto que contemplamos, 
de la Orden ministerial de 31 de enero, pero 
creo que no estamos en el fondo discutiendo 
la orden ministerial ; estamos discutiendo si 
participan o no los trabajadores y los empre- 
sarios en la gestión de la Tesorería de la Se- 
guridad Social. 

Por el Diputado que ha hablado en nombre 
de UCD, por mi amigo el señor Berenguer, se 
ha dicho que la Constitución puede ser inter- 
pretada, y no hay óbice para ello según él, 
en función de lo que en su día fue acordado 
en este punto en los Pactos de la Moncloa, y 
que allí se hablaba de que los organismos ges- 
tores tendrán representación. Pero yo he di- 
cho, y mantengo, que los organismos gestores 
que estaban presentes cuando los Pactos de 
la Moncloa fueron firmados no son los mis- 
mos que hoy tenemos y que, por otra parte, 
se ha sustraído una parte de las competencias 
que aquellos organismos tenían atribuidas, y 
se le ha entregado a un servicio común de la 
Seguridad Social, dotado de personalidad ju- 
rídica. i Qué fácil es decir que democraticemos 
los organismos gestores y luego extraer par- 
te de las competencias de uno de ellos y atri- 
buírselas a un cuarto organismo, de tal suerte 
que, cumpliendo formalmente la función de- 
mocratizadora, esa función, concretamente la 
financiera, quede excluida del control demo- 
crático de los trabajadores y de los empresa- 
rios. 

A este propósito, el señor Berenguer habla- 
ba concretamente de que se había creado la 

Tesorería por un decreto, y es cierto, y de 
que cómo se iba a regular por ley lo que un 
decreto había creado. Hay precedentes: en el 
Ministerio de Cultura está la cuota de pantalla, 
y el señor Berenguer no ignora que en la Dis- 
posición adicional segunda del Decreto-ley de 
16 de noviembre de 1978, publicado en el «Bo- 
letín Oficial» número 18, página 26249 del 
pertinente año, se recoge y eleva a la jerarquía 
oportuna normativa la Tesorería de la Segu- 
ridad Social como servicio común. Por tanto, 
el tema tiene rango de ley, no sólo rango de 
decreto, que lo tuvo en un tiempo, sino rango 
de ley desde entonces. 

Pero, en cualquier caso, y aunque este De- 
creto-ley no existiera, permítanme otra vez el 
decurso mental a los efectos instrumentales de 
la reflexión; aunque no existiera, lo cierto es 
que la Constitución dice que la participación 
de los trabajadores y los empresarios en la 
Seguridad Social se hace por virtud de la 
ley, y eso lo dice la Constitución y sobre ello 
el señor Berenguer no ha dicho que no, sino 
que simplemente ha dicho que los Pactos de 
la Moncloa preveían una interpretación de que 
se habían de democratizar los organismos. 
Esto es evidente que sí, pero se les sustraen 
competencias, con lo cual tenemos una demo- 
cratización formal y no una democratización 
real. 

Por otra parte, se ha hablado por el señor 
Berenguer de que los presupuestos no quedan 
excluidos de la Cámara, y es cierto. ¿Vamos a 
negar esto tan evidente? Imposible, es así, 
lo vamos a discutir en breve, y el Grupo So- 
cialista ya tiene presentada su inveterada en- 
mienda a la totalidad, porque el tema, aunque 
mejor, sigue sin gustar. 

Pero el señor Berenguer sabe perfectamen- 
te que la Seguridad Social en Europa no es 
plenamente asimilable al modelo financiero 
español de Seguridad Social, de tal suerte que 
aquí tiene un sentido de financiación y de or- 
ganización en el que no está ajeno el Estado, 
con una función determinada a la que preci- 
samente la proposición le quiere dar presen- 
cia mediante la representación tripartita : no 
sólo de los trabajadores y de los empresarios, 
sino también de la Administración Pública, a 
través de sus representantes. 

Se nos ha dicho que, habida cuenta de que 
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ya existen tres organismos, para qué crear un 
cuarto, argumento repetido por el señor Mi- 
nistro y por el señor Diputado, y que démos- 
le la competencia a aquel más parecido. Se 
ha dicho literalmente por el señor Ministro 
-y perdón por la palabra literal; más o me- 
nos- que si se le atribuyen competencias (y 
si le excluyen las que él entiende que tiene 
atribuidas, que opino ilegal; que no ha ejer- 
cido, señor Ministro, y Su Señoria lo ha re- 
conocido); que si se le atribuyen competen- 
cias financieras a la Tesorería y se le quitan 
al Instituto Nacional de la Seguridad Social, 
éste queda reducido a lo que había aludido 
antes, a la intervención y concesión automá- 
tica de pensiones, y es que es así, señor Mi- 
nistro; efectivamente es así. Pero yo le digo 
a usted que los socialistas estamos dispues- 
tos a suprimir, si usted quiere, los tres Con- 
sejos restantes, y a que sólo exista uno, el de 
la Tesorerfa, porque quien controla el dinero 
manda, eso lo sabe perfectamente Su Seño- 
ría, y nosotros no pretendemos mandar ; pre- 
Sendemos que los trabajadores, los empresa- 
rios y la Administración, ésta como responsa- 
bie orgánica del Ministerio y, a su vez, como 
cofinanciadora de los presupuestos, tenga una 
oportunidad de participar en el tema. 

Nuestra proposición, se decía por el señor 
Berenguer, da lugar a que existan órganos re- 
gionales que no se regulan eii detalle, y que 
se prevén para un decreto. Evidentemente que 
Si. 

Se queja de la inconcreción y, posterior- 
mente, de fa concreción en otro punto. Com- 
prendo que hay que criticar todo lo que se 
pueda, pero normalmente conviene hacer un 
argumento lineal que no sea susceptible de 
dos interpretaciones. 

En cuarito a la intervención del señor Mi- 
nistro, simplemente decir que no se ha inten- 
tado confundir a nadie. Se ha hecho un deba- 
te político importante que hacía falta en la 
Cámara sobre esta materia. El señor Ministro 
ha reconocido que los presupuestos de la Se- 
guridad Social no pudieron ser examinados a 
fondo por el Consejo del Instituto Nacional 
de IR Salud. No tengo necesidad de recurrir 
a mayor autoridad que la suya para que el 
tema quede claro. Lo que aquí ocurre no es 
cuestión de preferencia, si por orden o por 

ley; es cuest ih  de que tenga la participa- 
ci6ii el debido rango legal para que no sea sus- 
ceptible de la posible modificación, que yo 
no digo esté en el ánimo de Su Señoría, pero 
que, desde el punto de vista de la jerarquía 
normativa, es fácil evidentemente, porque 
está atribuida tal Competencia a cualquier Mi- 
nisterio y, en este caso, al que Su Señoría ri- 
ge, en orden a la posible modificación. 

Creo, señoras y señores, que aquí el tema 
fundamental que se plantea es el de que la 
Tesorería va a seguir siendo un secreto, y de 
momento lo es evidentemente ; que puede que 
ese sistema eche a andar y que, evidente- 
mente, es ilegal; y que, si el señor Ministro 
lo considera oportuno, le brindo la idea de 
que suprima los tres Consejos, que se puede 
hacer, y que se sustituyan por otro, el de la 
Tesorería, que aborde todas las competencias 
de aquéllos y tenga no s610 competencia fi-  
nanciera, sino incluso todas las demás. 

Creo que hay un vacío de control clarísi- 
mo; creo que va a seguir existiendo un va- 
cío de control y creo que, en definitiva, el 
problema serio y grave que se debate aquí es 
el problema político de la presencia de los 
ciudadanos en el control de un billón sete- 
Eicntos cuarenta y tantos mil millones de pe- 
setas, que sigue siendo un problema, y que 
i c s  trabajadores y los empresarios quedan 
defraudados de la actuación en la materia, no 
del Parlamento, sino de la Unión de Centro 
Democrático. 

El señor PRESIDENTE : Para explicación 
ie voto, por el Grupo Parlamentario Comu- 
iista tiene la palabra el señor Niíñez. 

El señor NUREZ GONZALEZ: Señor Pre- 
;idente, señoras y señores Diputados, natu- 
*almente el Grupo Parlamentario Comunista 
ia votado la proposici6n de ley de nuestros 
:ompañeros socialistas, y considera que es un 
:rave error, o una grave responsabilidad, el 
lue esta propuesta de crear un organismo de 
:ontrol de la Tesorería General no se haya 
levado adelante. 

Creo que las explicaciones de la postura 
:ubernamental de no tomar en consideración 
a proposición de ley, las explicaciones pro- 
ijas y difíciles del señor Berenguer e incluso 
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de Montesquieu en este caso, utilizado de una 
forma que yo creo no adecuada, muestran la 
dificultad en que se encuentra el Gobierno y 
el partido del Gobierno para decir no a esta 
propuesta socialista. Porque ¿para qué tan- 
tos argumentos? Se nos ha hablado por el se- 
ñor Ministro en la Comisión de Sanidad de 
la extraordinaria importancia y significación 
de la Tesorería General, el papel que este or- 
ganismo ha de jugar. Se había establecido ya 
una participación en los tres Institutos crea- 
dos. Es indudable que la Tesorería General 
ticne una particularidad nueva de englobar 
todas las cuentas, de conseguir una homoge- 
neización a un nivel elevado que puede ser 
útil, pero entonces ¿por qué no está en la 
proximidad de este organismo? Ninguna de 
las razones que se han dado diciendo que ya 
hay otro organismo de control a través del 
Instituto de la Seguridad Social es válida por- 
que, en todo caso, está alejada, no es una 
actividad inmediata ligada directamente a la 
Tesorería General. 

No ha quedado claro aquí que se haya lle- 
nado ese vacío, como intentaba expresar el 
Ministro en su intervención. Lo que ha que- 
dado claro es que no se admite la presencia 
de trabajadores y empresarios en este orga- 
mismo tan importante, tan fundamental de la 
Tesorería General. Y yo pregunto: si toda 
una serie de Grupos Parlamentarios piden esa 
participación, no lo duden ustedes, los em- 
presarios y los trabajadores, ¿qué razones hay 
para oponerse a ello? Es indudable que las ra- 
zones no pueden encontrarse en una línea de 
la transparencia, precisamente de la transpa- 
rencia, de una gestión tan importante que se 
hace necesaria. 

Creo que si alguien hubiera tenido que pe- 
dir aquí la participación de empresarios y tra- 
bajadores en la Tesorería General, el prime- 
ro que habría tenido que plantearlo y pedirla 
sería el Gobierno, porque debía ser el más in- 
teresado en que esto se plantease de este 
modo. 

Estanios viendo cosas tremendas, estamos 
viendo, por ejemplo, según mis informes, un 
ingreso para el funcionamiento del Institutc 
Nacional de Empleo de 100.000 millones de 
pesetas largos, procedentes de la Seguridac 
Social, y no hay ninguna salida en la Segu. 

midad Social que corresponda a esa cantidad. 
{ay elementos de este tipo y otros muchos 
lue, efectivamente, necesitan de un esfuerzo 
le todos, y yo no digo aquí simplemente que 
;e realice una fiscalización del Gobierno ni 
le1 Ministro, sino que se haga un esfuerzo de 
ocios pare aclarar esto; y no queda de nin- 
;una :iiánera demostrado que en la Tesorería 
;eneral se pueda prescindir de la presencia 
je empleados y trabajadores. 

Yo pediría al Gobierno que consultara con 
2mpresarios y trabajadores si desean o no 
!stár presentes ahí, y si es o no eficaz o si se 
:oiisideran ya resueltos en su participación a 
:ravés de la proposición que se ha presentado 
iquí. Estoy seguro de que van a decir que no ; 
3or eso es grave y alcanza una significación 
mlítica muy grande el que, cuando se trata 
3e un organismo que ha de elaborar criterios 
de actuación generales de esta Tesorería tan 
iinpwtante, que ha de autorizar la apertura 
rle cuentas, que ha de aprobar presupuestos 
trimestrales de ingresos, etc., no se dé la vía 
libre a una participación que exige la sociedad, 
que exigimos los partidos, los Grupos Parla- 
mentarios que hemos votado esta proposición 
de ley. 

Antes o después habrá que llegar a este 
control, a esta participación, y yo estoy segu- 
ro da que a esa participación se llegará. 

E1 scñcr PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lanientzrio Centrista tiene la palabra el señor 
Herenguer. para explicación de voto. 

El señor BERENGUER FUSTER : Gracias, 
señor Presidente. Brevemente y ciñéndonos, 
en la medida de lo posible, al turno de ex- 
plicacih de voto, podríamos decir, en primer 
lugar, que hemos tenido que votar en contra 
de la groposición de ley socialista porque se 
trataba de resolver algo que ya estaba resuel- 
to en una vía que nosotros consideramos le- 
gal, constitucional y legítima, 
En segundo lugar, porque el planteamiento 

que se nos ha hecho de la proposición de ley 
en esta sesión lo hemos considerado impro- 
cedente y no nos han convencido en absoluto 
los argumentos vertidos por el seña De Vi- 
cente que, evidentemente, yo ya conocía que 
ni era abogado ni, por supuesto, novel. Ade- 
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más, porque creíamos que con el Real De 
creto-ley de 16 de noviembre de 1978 esta& 
ya resuelto el precepto constitucional de quc 
la ley establecería las formas de participacibr 
a la Seguridad Social. 

Se nos ha dicho en la explicación de votc 
del señor De Vicente que yo podía llegar e 
desconocer el contenido de este Real Decreto 
ley cuando hablaba en la disposición final ter. 
cera de la Tesorería General de la Seguridac 
Social. Efectivamente habla de ello, y pruebe 
de que lo conozco es que tengo en mis manos 
en estos momentos una fotocopia de él. Perc 
el hecho de que se hable en un Decreto-le) 
o en una de sus Disposiciones finales de le 
Tesorería General de la Seguridad Social, que 
había sido creada previamente por un de- 
creto, no significa que se le dé a su creación 
rango de ley; de la misma forma que el que 
en una ley se hable, por ejemplo, de da Real 
Sociedad de Amigos del País no significa en 
absoluto que se le dé a la creación de la Real 
Sociedad de Amigos del (País mngo legal. Sim- 
plemente se regulan algunos de los aspectos 
del funcionamiento de estas instituciones, en 
relación con las instituciones creadas por 
disposición con rango de ley; se les esta h- 
cardinrindo en la ley, pero su creación, y en 
consecuencia su desaparicibn, puede realizar- 
se perfectamente por decreto. 

Además, puesto que me he comprometido 
a tratar de llevar el debate por unas vías real 
y exclusivamente técnicas, yo podría citer 
aquí una apinibn, que a mí no me convence 
del todo, de un profesor socialista, el profe- 
sor Montoya, Catedrático de Derecho del Tm- 
bajo, por cierto creo que ocupa su Cátedra en 
la Universidad de Murcia, de donde es D$u- 
tado el señor De Vicente, quien opina con un 
criterio más o menos discutible que cuando 
el artículo 129 habla de ley se refiere a una 
ley material, es decir, a una norma general y 
no a una ley formal, una ley formal que equi- 
vale a ley votada en Cortes o disposición de 
rango análogo. Nada más, muchas gracias. 

El señor *PRESIDENTE: Se suspende la se- 
sión, que se reanudará esta tarde, a las cua- 
tro y media. De cuatro y media a siete y me- 
dia está, en principio, reservado para inter- 
pelaciones y preg’intas. Se proseguirá con el 

orden del día cuando terminen las interpela- 
ciones y preguntas, y en todo caso, a las 
siete y media, con le flexibilidad necesad, se 
daría una última media hora, si fuera preciso, 
dentro de esas tres horas que se dedicarán a 
las preguntas. 

Se suspende la sesibn. 

Eran las dos y diez minutos de la mde.  

Se r m u h  la sesión a las cuatro y treinta 
y cinco minutos de la tarde. 

INTERPELACIONES : 

1) SOBRE EL HORARIO DE PERMANEN- 
CIA EN LOS CENTROS ESCOLARES 

ÑOR RIERA MERCADER). 
DEL PROFESORADO DE EGB (DEL SE- 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Señoras y señores Diputados, pasa- 
mos a considerar el punto sexto del orden 
del día, concerniente a interpelaciones. La pri- 
mera que se halla inscrita en el orden del día 
versa sobre «el horario de permanencia en los 
centros escolares del profesorado de E-», y 
ha sido suscitada por don José María Rdera 
Mercader, del Grupo Parlamentario Comu- 
nista. Al efecto de exponerla tiene la palabra 
el señor Riera Mercader. 

El señor RIERA MERCADER: Señor Pre- 
sidente, señoras -.I señores Diputados, esta 
interpelación, con casi un año y una semana 
de retraso, hace referencia al tema de la de- 
dicacibn exclusiva del profesorado estatal de 
Enseñanza General Básica. Nosotros la pre- 
sentamos en función del Real Decreto 2.152/ 
1978, publicado el 1.” de septiembre; decreto 
que, pensábamos y seguimos pensando, era 
muy insatisfactorio y contradecía los acuerdos 
lue había tomado el Ministerio de Educación 
y Ciencia c m  los representantes de los en- 
ceñantes en mayo de 1978. 

Esta claro, pues, que es una interpelación, 
producto del pmpio Reglamento de esta Cá- 
nara, que llega con muchísimo retmso para 
que las preguntas que nosotros presentába- 



- 2771 - 
CONGRESO 15 DE NOVIEMBRE DE 1979.-NÚM. 44 

mos al final de la interpelación puedan ser 
contestadas por el sefior Ministro entonces 
cn funciones. 

El Gobierno presentó, con fecha 1 de junio, 
un proyecto de ley sobre este tema, que era 
prácticamente una repetición del Decreto-ley 
y, por tanto, a nuestro entender, con las mis- 
mas deficiencias. E' Grupo Comunista, como 
es natural, presentó ante este proyecto de ley 
las correspondientes enmiendas, una de ellas 
a la totalidad. Es evidente que ésta es la vía 
normal de todo proyecto de ley: el Gobiemo 
presenta un proyecto de ley, nosotros pode- 
mos estar de acuerdo o no y, en función de 
ello, )presentamos nuestras enmiendas corres- 
pondientes, y, a partir de ahí, nosotros, evi- 
dentemente, aceptamos lo que mayoritaria- 
mente decida la Cámara. $Por tanto, el Grupo 
Comunista hubiese retimdo esta interpela- 
ción si no hubieran ocurrido hechos que han 
modificado la normalidad, a nuestro enten- 
der, de este proceso. 

En primer lugar, el aplazamiento de los 
trabajos de la Ponencia que había de dicta- 
minar este proyecto de  ley, con el argumento, 
muy respetable, de los Ponentes de Unión de 
Centro Democrático de que n o  tenían crite- 
rios sobre el tema y que debían consultar con 
los Diputados que más directamente se rela- 
cionan con el tema educativo, lo que confir- 
maba nuestra posición, que hemos defendido 
insistentemente, de que era improcedente que 
un tema de tal importancia, un tema que 
nosotros pensamos que no es meramente eco- 
nómico-presupuestario -como dijimos ya 
cuando presentamos la interpelación y corno 
decíamos cuando defendíamos nuestra enmien- 
da a la totalidad-, como es la regulación de 
la jornada laboral del grofesorado de EGB, 
se estableciese por la vía de un proyecto de 
ley a discutir en la Comisión de Presupuestos 
sin que la Comisión de Educación ni el Mhis- 
terio hubiesen aprobado previamente los cri- 
terios de ordepiacibn académica y pedagógica 
de los centros de EGB, previa consulta con los 
profesionales afectados. 

Por tanto, independientemente de la valo- 
ración que hagamos del proyecto de ley, que 
a nosotros, insistimos, nos parece insatisfac- 
torio, pensábamos, y nos lo han confirmado 
los propios Diputados de UCD, que pasarlo 

directamente a la Comisión de Presupuestos 
era un criterio, como mínimo, inconveniente, 
y el hecho mismo de que los propios Diputa- 
dos hayan dicho que no tenían criterio sobre 
este tema nos parece que es un elemento que 
ha de hacer reflexionar a1 Gobierno a la hora 
de presentar este proyecto de ley. 

En segundo lugar, la semana pasada leía- 
mos en los periódicos una nota de ((Europa 
Pressn diciendo que el Gobierno había decidi- 
do retirar el proyecto de ley de esta Cámara. 
Por lo tanto, nos encontramos donde estába- 
mos el 1 de septiembre de 1978, c m  un De- 
creto-ley que a nosotros nos parecía muy in- 
satisfactorio y con un proyecto de ley que (me- 
sentaría el Gobierno, pero que, a partir de cier- 
tas cosas que nosotros no sabemos -y que 
querríamos que hoy nos explicara el sefior Mi- 
nistro- se retiraba. Resulta que se retimba 
este proyecto de ley sin haberse discutido si- 
quiera en lla propia Comisión de Educacibn e, 
incluso, ni en la de Presupuestos, que es eri la 
que se había presentado. 

La interpelación, en suma, viene a preguntar 
al señor Ministro básicamente por qué el Go- 
bierno ha retirado este proyecto de ley, e in- 
sistir en nuestros argumentos : argumentos que 
el señor Ministro ccmoce perfectamente por- 
que están incluidos en el redactado de la in- 
terpelación, y que son en los que nos basába- 
mos a la hora de presentar la enmienda a la 
totalidad para defender en la Comisión de Pre- 
supuestos cn el momento de discutir este pro- 
yecto de ley. 

Insistimos en que la publicación en el «Bo- 
letín Oficial del Estado» del Real Decreto 
2.152/ 1978, sobre dedicación exclusiva del 
Profesorado de EGB, entra en flagrante con- 
tradicción con los acuerdos firmados por el 
Ministerio de Educación y Ciencia y las Cen- 
trales Sindicales en mayo de 1978, que ha oca- 
sionado innumerables distorsiones y tensiones 
en los centros escolares, y que el proyecto de 
ley que se presentó y que ahora se ha retirado 
suponía una repetición, prácticamente idénti- 
ca, del repetido Real Decreto, con lo cual se 
daba un reconocimiento legal superior de la 
actual situación insatisfactoria. 

El Grupo IParlamentario Comunista entien- 
de que es imprescindible debatir con anteriori- 
dad a este proyecto de ley el Estatuto de Cen- 
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tros Docentes no Universitarios, que ya está 
presentado y está discutiéndose en Ponencia, 
y el Estatuto del Profesorado, que todavía 
está pendiente de presentación. 

En definitiva, y éste es el argumento fun- 
damental para nosotros, la definición de la 
jornada laboral, el régimen de dedicación y 
sus actividades complementarias en los cen- 
tros de EGB no pueden regularse como en 
otros Ministerios o en otros niveles de en- 
señanza. Por ello, es previa la aprobación de 
los dos estatutos citados anteriormente a un 
proyecto de ley presupuestario con una inci- 
dencia tan fundamental en el funcionamiento 
de los centros docentes. 

Nosotros pensamos que el Decreto-ley ha 
ocasionedo graves perjuicios en los enseñan- 
tes de EGB; nosotros pensamos que la acti- 
tud del Gobierno, por lo meiios, no está cla- 
ra. Nosotros hemos insistido -y lo hemos 
dicho claramente-, en las insuficiencias tan- 
to del Decreto-ley como del proyecto de ley 
y simplemente, con esta interpelación, que- 
rríamos preguntar al señor Ministro de Edu- 
cación por que el Gobierno, en primer lugar, 
presentó un proyecto de ley casi idhtico el 
decreto que, repetimos, para nosotros es muy 
insuficiente, y, fundamentalmente, por qué 
el Gobierno ha decidido retirar este proyecto 
de ley. En definitiva, qué piensa hacer el 
Ministerio con respecto a un problema que 
tiene, evidentemente, preocupados a decenas 
de miles de profesores de EGB. Nada más y 
muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
mete): El señor Ministro de Educación tiene 
la palabra. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas): Señor Presidente, señoras y seño- 
res Diputados, yo quiero, en primer lugar, des- 
tacar y agradecer la corrección con la cual se 
produjo la protesta del señor interpelante, del 
Diputado señor Riera, en la pasada sesión, en 
la que, por causas ajenas a mi voluntad, no 
pude contestar a la interpelación que ahora 
paso a responder. 

Mi respuesta no será muy larga, porque es- 
toy de acuerdo con el señor interpelante en 

bastantes de las fundamentaciones que él ha 
presentado en el escrito de su interpelación. 
Creo, con él, que, con carácter general, no se 
debe ampliar el número de horas lectivas en 
la EGB para los alumnos. Entiendo que a los 
profesores de EGB hemos de darles un trata- 
miento de igualdad con el resto del profeso- 
rado: con el profesorado de BUP, con el pro- 
fesorado de Formación Profesional y aun, in- 
cluso, con el profesorado Universitario. Y to- 
davía voy más allá, debe dársele un tratamien- 
to de igualdad también con todos los funcio- 
narios públicos porque, en definitiva, los pro- 
fesores de EGB son funcionarios públicos. Pe- 
ro también conviene precisar que la igualdad 
no significa en modo alguno identidad. La 
igualdad tiene que ser ponderada a la fun- 
ción, y no son idénticas las funciones del pro- 
fesor de EGB o del profesor de Formación 
Profesional; ni siquiera se puede hablar de 
una identidad absoluta de función dentro de 
las diversas etapas de la EGB. A su vez, en- 
tiendo que la igualación no puede significar 
rebaja de exigencias para equipararse a quie- 
nes las tienen menores; la igualación impone 
establecer todas las exigencias a un nivel óp- 
timo. 

Comparto con el señor interpelante, tam- 
bién, la idea de que no es función del maestro 
ni del sistema educativo el cuidado de los ni- 
ños para permitir que los padres se dediquen 
a sus quehaceres. El cuidado y la vigilancia 
de los niños es una función de los padres; en 
todo caso, es función de las guarderías, guar- 
derías de diverso tipo que deben ser institu- 
ciones al margen del sistema educativo. Por 
esta fundamentación, compartida con el se- 
fior interpelante, es por lo que el Ministerio 
de Educación, al igual que las administracio- 
nes educativas de los países más avanzados 
de nuestro entorno, considera que no son de 
su competencia las guarderías infantiles, ni 
siquiera aquellos grados de preescolar que no 
son, realmente, preescolar, sino que encubren 
ma función de guardería. 

El Real Decreto de 1 de septiembre de 1978 
que el señor interpelante impugna, aparece, 
dectivamente, propuesto y refrendado por el 
Ministro de Hacienda. Y ello es debido a que, 
según la vigente legislación de la función pú- 
Aica, al tratarse de un tema retributivo, es 
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necesariamente competencia del Ministerio de 
Hacienda. 

En otros momentos, cuando el Ministro que 
tiene el honor de dirigirse a la Cámara ejercía 
las funciones de Ministro de la Presidencia, 
expuso aquí en la Cámara (mejor dicho, en 
las dos Cámaras, pues también lo hizo en el 
Senado y lo plasmó en un anteproyecto de 
ley que llegó, incluso, a circular con el acuer- 
do, en este sentido, de todos los sectores afec- 
tados por el tema) que las competencias en 
materia retributiva de la función pública de- 
bían modificarse. Pero lo cierto es que, en 
tanto en cuanto esas competencias no estén 
legalmente modificadas, sigue siendo atribu- 
ción del Ministerio de Hacienda la regulación 
de todo lo que significa 8retribución, aun cuan- 
do, naturalmente, la retribucidn lleve consi- 
go unos sistemas u otros de dedicación. 

Debo aclarar que el decreto al que nos re- 
ferimos, el decreto que impugna el señor in- 
terpelante, nació con carácter provisional, y 
precisamente así se expresa en su propio tex- 
to, y que el proyecto de ley que el Gobierno 
envió a las Cámaras con pretensión de regu- 
lación definitiva fue, efectivamente, retirado. 
No es solamente una noticia de prensa, pues, 
efectivamente, el Gobierno acordó su retira- 
da al entender que tal regulación no exige ran- 
go formal de ley; y no exigiéndolo, entendía- 
mos que era una discriminación que se esta- 
blecía, digamos, en contra del profesorado de 
EGB, y el Gobierno no está por establecer nin- 
gún tipo de discriminación ni a favor ni en 
contra de ningún tipo de profesorado. 

Próximamente estudiaremos un decreto que 
regule este aspecto de la dedicación exclusi- 
va del profesorado de EGB, porque tenemos 
otros aspectos de la dedicación del profesora- 
do que han de esperar a algunos de los textos 
legales que el señor interpelante ha apuntado. 
En tal decreto queremos recoger no solamen- 
te las exigencias del servicio público con ca- 
rácter general, del servicio público de la en- 
señanza con carácter particular, sino, tam- 
bién, recoger las legítimas pretensiones de los 
sectores afectados, a cuyos efectos ya hemos 
anunciado que estableceríamos contacto con 
las organizaciones representativas del profe- 
sorado de EGB. 

Seguramente el señor interpelante estará 
de acuerdo conmigo en que sería inoportuno 

adelantar ahora los procedimientos técnicos 
de aplicacidn de los anteriores principios a los 
que me he referido, cuando todavía queremos 
someterlos al contraste y al estudio de los 
sectores afectados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): ¿El señor interpelante desea hacer uso 
de la palabra para manifestar su acuerdo o 
discordancia con la respuesta que ha recibi- 
do? (Asentimiento.) 

El señor Riera tiene la palabra. 

El señor RIERA MERCADER: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, quería 
ajustar los términos de la propuesta que nos 
ha hecho el señor Ministro. 

El señor Ministro nos viene a decir que está 
de acuerdo, en principio, con algunas de las 
argumentaciones que nosotros decíamos en 
nuestra interpelación; que el Gobierno deci- 
de, al cabo de un período muy largo, quizá 
excesivo -ha pasado un año desde aquel De- 
creto-ley-, retirar ahora el proyecto de ley, 
porque piensa que esta cuestión no exige ran- 
go de ley; que, además, dice que lo que va a 
hacer el Ministerio es abrir un período para 
discutir y debatir, por una parte, con los sec- 
tores interesados sobre este tema, lo cual 
también quiere decir con las centrales sindi- 
cales: al mismo tiempo espera que se aprue- 
ben leyes fundamentales sobre este tema, co- 
mo es el Estatuto de Centros Docentes no 
Universitarios y el Estatuto del Profesorado. 
O sea, que abrimos estos dos períodos y que 
a partir de un período de debate y discusión, 
un período donde se acabe de aprobar y con- 
formar el marco general de los centros no do- 
centes y del profesorado, va a proponerse, a 
través del rango legislativo -nosotros pen- 
samos que puede ser a través de un proyecto 
de ley, ya vería el Ministerio en función de 
qué- va a proponerse, repito, la cuestión en 
concreto de la dedicación exclusiva del pro- 
fesorado de EGB. 

Por tanto, se abre un período provisional, 
un período transitorio, hasta que a través de 
estos dos canales, que es la aprobación de es- 
tas dos leyes, de la consulta, la discusión y 
el debate de los sectores interesados, nos va 
a salir la propuesta en concreto del Gobierno 
con respecto a este tema. 
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Nosotros estaríamos de acuerdo, si es que 
es as& (y me gustaría que luego el señor Mi- 
nistro confirmara si ésta es la explicación en 
concreto de lo que quería exponer al contes- 
tar la interpelación), nosotros estaríamos de 
acuerdo en que se siguiera básicamente, pero 
que se siguiera de verdad este procedimiento 
de consulta real con los sectores interesados. 

En definitiva, lo único que lamentamos es 
que se ha perdido quizá un tiempo precioso, 
este año, desde que salió el Decreto-ley, hace 
ya más de un año y un mes. Pensamos que 
siempre es bueno que el Gobierno rectifique 
sobre la marcha, y que intentemos sacar las 
cosas de la mejor manera. También nos satis- 
face que muchas de las argumentaciones que 
exponíamos en nuestra interpelación sean, en 
principio, asumidas por el Gobierno como ar- 
gumentaciones mínimamente válidas para re- 
capacitar de cara a cómo tiene que solucio- 
narse este problema. 

En definitiva, si ésta es la intención del Go- 
bierno, solamente queremos pedir que se haga 
en el mínimo plazo posible, y que se haga con- 
sultando con los sectores interesados. Espera- 
mos que en el mínimo tiempo posible se re- 
suelva satisfactoriamente, y con criterios bá- 
sicamente pedagógicos y de justicia, con todos 
los sectores de la enseñanza, este tema que, 
repito, preocupa a sectores muy importantes 
y a decenas de miles de profesionales de 12. 

enseñanza. Nada más y gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): ¿El señor ,Ministro desea hacer algu- 
na observación? (Asentimiento.) Está en el 
uso de la palabra. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) (desde los escaños): Gracias, señor 
Presidente. Simplemente, porque así me lo 
pregunta el señor interpelante, decirle y con- 
firmarle que ésa es exactamente la interpreta- 
ción. 

El Gobierno haría primero un decreto para 
regular la dedicación exclusiva, que es el que 
hemos anunciado ya a las organizaciones re- 
presentativas del profesorado de EGB que va- 
mos a consultar, y al decir organizaciones re- 
presentativas me estoy refiriendo a asociacio- 
nes llamadas profesionales y a sindicatos. 

Los otros aspectos, que no afectan a la de- 
dicación exclusiva, son los que deberían es- 
perar a la aprobación de los proyectos de ley 
que tenemos actualmente en trámite. El re- 
traso de la retirada del proyecto de ley tiene 
una explicación que seguramente el señor in- 
terpelante comprenderá, y es que ese proyec- 
to de ley que hemos retirado es del anterior 
Gobierno; no había sido presentado por este 
Gobierno. El tiempo perdido también hay que 
matizarlo en función de cómo se está apli- 
cando (y no digo cómo, pero el señor inter- 
pelante puede indagarlo), de cómo se está in- 
terpretando el Decreto provisional de 1 de 
septiembre. Muchas gracias, señor Presidente. 

2) SOBRE DESEMPLEO EN ANDALUCIA 

ROS AGRICOLAS (DEL SE6JOR SOTO 
MARTIN). 

Y PARTICULARMENTE DE LOS OBRE- 

El señor VICEPRESIDENTE (Gótnez Llo- 
rente): Las interpelacíones que figuran como 
B) y D) fueron, en su día, aplazadas por acuer- 
do de la Junta de Portavoces. Correspondería 
analizar ahora la interpelación C), mas como 
no se encuentra el señor Ministro que habría 
de contestarla, vamos a pasar a analizar la 
interpelación 2), que versa sobre desempleo 
en Andalucía. 

El señor MOSCOSO DEL PRADO (desde 
los escaños): La interpelación 2) la contesta- 
rá el señor Ministro de Economía, que está 
presente. Se refiere al desempleo en Anda- 
lucía. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Estábamos indicando que pasábamos 
a analizar esa interpelación. 

El señor SOLANA MADARIAGA (don Luis) 
(desde los escaños): ¿Sabe la Presidencia las 
razones por las que no está presente el señor 
Ministro de Transportes y Comunicaciones? 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): El señor Ministro parece ser que se 
encamina hacia la Cámara, pero todavía no 
ha podido llegar. 
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El señor SOLANA MADARIAGA (don Luis) 
(desde los escaños): Espero que el señor Mi- 
nistro no culpe de su  tardanza a la Adminis- 
tración Municipal, ya que es el Ministro de 
Transportes y Comunicaciones. (Risas.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Supongo que no la culpará. 

Vamos a analizar la interpelación 2), que 
versa sobre desempleo en Andalucía y par- 
ticularmente de los obreros agrícolas, del se- 
ñor Soto Martín, que tiene la palabra. 

El señor SOTO MARTIN: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados y señores del 
Gobierno, vaya por delante una sugerencia 
para los miembros de la Comisión que redac- 
tan el Reglamento definitivo del Congreso, por 
si fuera posible que las interpelaciones en el 
futuro puedan también repetirse en el bar de 
las Cortes, donde quizá encontremos más au- 
diencia que en la Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Señor Diputado, no parece a esta 
Residencia pertinente la sugerencia para la 
Comisión, tanto más cuanto que la Mesa del 
Congreso ha hecho reiteradas observaciones 
m la Junta de Portavoces sobre el curso de 
estas sesiones y los señores portavoces de 
los distintos Grupos Parlamentarios han ma- 
nifestado un cierto régimen, un cierto sistema 
para las mismas que, en la práctica, se viene 
realizando. De todas maneras yo oreo que 
debemos centrarnos en el orden del día. 

El señor SOTO MARTIN : Le ruego que per- 
dcne la ironía, pero es que el problema del 
paro en Andalucía tiene tal gravedad que no 
podía morderme la lengua. Es una interpela- 
ción presentada el 23 de mayo, pero, desgra- 
ciadamente, no pasa de moda, no decae, por- 
que el paco aumenta cada dia. 

Si el Ministro de Economía ha dicho en 
Valencia hace unos días que hemos entrado 
en una zona de emergencia para la econo- 
mía española, ¿qué decir de la andaluza? Con 
criterios de objetividad yo desearía dejar cla- 
ro que la cuestión andaluza, y muy concre- 
tamente el paro en Andalucia, es un problema 
de Estado; un problema que afecta de lleno 

a la credibilidad, a la poSibilided del asenta- 
miento sólido de la democracia en España. No 
se trata de hacer fáciles o tópicas compam- 
cimes con el chantaje del terrorismo, que 
tiene otra raíz y que tanto nos preocupa a 
todos. Ese tipo de comparación, por defor- 
madora, no favorece a la comprensión del 
dmma andaluz: lo oscurece y trata de ha- 
cernos regresar a etapas ya ,lejanas en Anda- 
lucía, inviables siempre y que nuestro pueblo 
rechaza hoy con toda energía, pero nadie debe 
confundir la sabiduría política cm la resiga-  
ción y mucho menos el Gobierno. 

Si socialmente Ardalucía ,pdece una grave 
situación económica, políticamente es un pue- 
blo avanzado, como lo demuestran sus re- 
sultados electorales, y muy capaz de saber 
dónde le aprieta el zapato. La clase obrera 
andaluza, con su peculiar componente de 
avanzada que supone el obrero agrícola, re- 
clama cada día con más tesón un nuevo wden 
social, capaz de dar un puesto de tmbajo a 
cada uno, tal como mandaba la Constitución, 
que masivamente votaron los andaluces. 

La solución al paro, el r e t m o  crónico de 
Andalucía, no es fácil, pero sí posible aun en 
el entorno de la crisis genenal que padecemos. 
Es posible a conclicióa de que nadie olvide 
que se trata de un verdadero problema de 
Estado a solucionar dentro de nuestro marco 
constitucional ; que nadie intente hurtar o re- 
trasar la autonomía andaluza, para la que so- 
bradamente hemos demostrado ya conciencia 
y madurez; que nadie olvide que los sacrifi- 
cios para salir de la crisis han de pagarlos los 
que tienen más, dejando claro que dos de 
cada ocho brazos productivos andaluces se 
encuentran en paro forzoso. 

Resulta una burla muy cmel pedirles sa- 
crificios a estos ciudadanos sin empleo. De 
entre el colectivo de parados yo quisiera des- 
tacar, en primer lugar, a los obreros even- 
tuales que, fuera de temporada, encuentran 
ocupación con una gran dificultad ; en segun- 
do lugar, a los que han perdido su empleo en 
las crisis de  múltiples empresas, muchos de 
los cuales arrastran la situación de paro des- 
de hace ya varios años, y, en tercer lugar, a 
los jóvenes y mujeres que no han trabajado 
nunca, que desean hacerlo y no pueden por 
no encontmr cióade. 
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Aunque el paro en Andalucía oscila mucho, 
dada la cantidad de trabajadores que depen- 
den de tareas eventuales en todos los sectores 
de la actividad, las cifras dejan entrever un 
progresivo y fuerte crecimiento del desem- 
pleo. 

En el primer semestre de 1978 teníamos 
271.000 parados y en el primer semestre de 
este año tenemos 296.000. La existencia de 
numerosos trabajadores eventuales, tanto en 
la agricultura como en la industria conserve- 
ra, olivo, etc., en la construcción y en los 
servicios, hace que se padezcan estas oscila- 
ciones. Y también a su lado se dan oscila- 
ciones temporales en la demanda al haber mu- 
chas personas que sólo acuden al mercado 
de trabajo en contadas épocas: llegada la 
faena de temporada, recolección de la aceitu- 
na y algodón, apertum de las fábricas de ade- 
rezo de aceituna, etc. 

Los porcentajes de paro oscilan también 
bastante en las provincias andaluzas, pero Al- 
inwía, con el 9,2 por ciento, que se  aproxima 
o está cerca del promedio nacional, es la ex- 
cepción, por desgracia. En Cádiz se da el 16,8 
por ciento. También en Sevilla y en Jaén se 
da el 16,2 frente a la media nacional del 9,7 
por ciento, que ya es también grave. 

De cada cien personas mayor de catorce 
años, en Andalucía solamente trabajan 43, 
mientras que en España lo hacen 48. Superar 
esa situación sería superar uno de los obstácu- 
los mayores para el desarrollo de Andalucía y 
la mejora del nivel de vida. Sin embargo, en 
lugar de crecer, en lugar de crear puestos de 
trabajo, el número de los existentes m la 
región es cada día menor. Se han perdido 
en el último año 22.000 puestos de trabajo en 
agricultura y 12.000 en la industria. Se han 
oreado 4.000 en la construcción, unos 14.000 
en los servicios y en total en Andalucía en el 
último año se han perdido 16.000 y pico de 
puestos de trabajo. Existen entre 60.000 y 
10.000 trabajadores del campo que solamente 
encuentran ocupación muy coyunturalmente y 
que, según estudios realizados por el propio 
Gobierno por una Comisión de la Junta de An- 
dalucía, hubiesen necesitado en este año una 
ayuda de 23.000 millones de pesetas, de la 
cual s610 se han dado 12.000 millones, o sea, 
algo más de la mitad. 

En nuestra región uno de cada seis anda- 
luces que quieren trabajar están eri paro, y 
estas cifras son más duras aún si sdio tene- 
mos en cuenta los trabajadores asalariados 
parados que llegan a ser el 22 por ciento de 
los obreros andaluces, es decir, uno de cada 
cuatro obreros están en paro. 

Andalucía soporta una tasa de pago doble 
que las regiones más industrializadas. Esta 
desigualdad nos da también una idea del he- 
cho de que Andalucía, con sólo el 14,5 por 
ciento de la poblacidn activa nacional, carga, 
sin embargo, con el 25 por ciento del paro 
del país. 

El desempleo, bien entendido como paro o 
como pase 0 la situación de desánimo, afec- 
h especialmente a la población juvenil y a 
las expectativas de la población femenina. 
Así cabía esperar que la población activa 
femenina, de haber seguido el ritmo de creci- 
miento del resto del país, aún bastante bajo, 
hubiese crecido en 1978 en unas 15.000 per- 
sonas. En lugar de ello nos encontramos con 
que disminuyó en 15.000 precisamente, lo que 
significa la retirada de unas 30.000 mujeres 
del mercado de trabajo por desaliento y paro. 

En cuanto a los jóvenes, aunque no se dis- 
pone de estadísticas adecuadas para reflejar 
su peso en el conjunto de los parados, po- 
demos asegurar en principio que este peso es 
al menos igual que el que tiene el paro del con- 
junto del país, donde los menores de veinticin- 
co años forman el 55 por ciento de la pobla- 
ción parada, lo que supone que el 22 por cien- 
to  del total de los jdvenes activos estaban o 
están en paro. Hay capitales como Cádiz, Má- 
laga y Sevilla donde está en paro el 50 por 
ciento de los jóvenes activos. Esta grave situa- 
ción, que tratamos de reflejar muy somera- 
mcnte, no se ha visto correspondida por un 
plan del Gobierno capaz de ir aliviando estos 
problemas. En otros países la política de em- 
pleo pasa por reunir algunos aspectos, entre 
otros estar articulada en torno fundamental- 
mente al fomento de la política regional de 
desarrollo, estar dotada de cuantiosos fondos, 
contener medidas efectivas de promoción de 
grupos de población y áreas geográficas, siem- 
pre siendo medidas muy enérgicas en general. 
Nada de esto parece haber en nuestro país, a 
pesar de la existencia de diversos organis- 
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mos, planes y comisiones que tienen asigna- 
dos algunos & estos objetivos como fin o co- 
mo justificación de su existencia. 

Hasta bien recientemente, la política de 
promoción industrial de la región se articula- 
ba en tomo a los polos y planes de desarrollo ; 
el resultado a nivel de empleo en tantos años 
de acción es desmoralizador. Los puestos de 
trabajo generados en los polos y planes de 
desarrollo suman un total que no alcanza los 
30.000 en los últimos quince años. Los nuevos 
sistemas de estímulo a la promoción se orga- 
nizan ahora en la actualidad en torno a los be- 
neficios del gran área de expansión industrial. 
En su #primera fase se aprobaron proyectos 
que, de llevarse a cabo, supondrán la creación 
de unos 2.500 puestos de trabajo, lo que no 
nos aleja mucho del modestísimo ritmo de ex- 
pansión provocado por la política de polos y 
planes, incapaz por sí sola de hacer frente a 
la gravedad de la situación. 

El INI, el brazo de la promoción oficial, ha 
olvidado por completo a Andalucía. Esto se 
desprende al observar el peso que tienen las 
provincias andaluzas en el conjunto del em- 
pleo e inversiones en el inmovilizado total de 
este organismo tan importante. Andalucía tie- 
ne el 9,3 por ciento del empleo genarado apr 
el INI y el 4,4 por ciento del inmovilizado acu- 
mulado el final de 1978. Es decir, el INI, 
en una comunidad que posee la s6ptima parte 
de la población activa del país, ha dedicado 
menos de la veinteava parte de sus mversio- 
nes y mantiene a menos del 10 por ciento de 
su plantilla. 

Esta realidad no puede ser ocultada median- 
te los cortos logros de la política de fomen- 
to del empleo juvenil y de los subsidiarios. 
En el primer cuatrimestre del año se decía 
que por ambas vías se habían ocupado ya 
en Andalucía a 19.200 trabajadores; pero 
como nuevos empleados ; se considera en esta 
cifra a los trabajadores eventuales de tantos 
sectores de actividad que, si antes eran con- 
tmtados normalmente, ahora lo son al ampa- 
ro de los beneficios de esta política. Esta sir- 
ve, pues, para abaratar, aún más, al empre- 
sario los mismos puestos de trabajo tempo- 
reros que ya antes emn de por sí bastantes 
baratos. 

En esta cifra se refugian también muchos 

Iatrmos que al amparo de la reducción de 
os costos de la Seguridad Social, que esa 
Iolítim ofrece, regularizan la situación de 
fraude que mantenían algunos de sus traba- 
iadores. Y esto se ve con estar simplemente 
ilgún día cerca de una oficina de empleo. 

Y últimamente quiero indicar que, habida 
iuenta de la timidez y consecuente fracaso 
i e  los planes de desarrollo industrial, se está 
promocionando la idea de que la política de 
empleo andaluz debe mantenerse, sobre todo, 
i partir del sostenimiento, e incluso fomen- 
to, del empleo agrario. Y en esta línea pyede 
interpretarse la serie de declaraciones sobre 
Fomento del IRY.DA y del Ministro de Agri- 
cultura en torno a la aplicación de la Ley de 
Fincas IManifiestamente Mejorables. 

Ambos objetivos, excelentes en sí, no su- 
ponen el pensar que van a resolver el pro- 
blema del paro, ya que sería colgarles unos 
fines para 10s que no están capacitados. 
Hoy es absurdo pensar en una política de 

empleo a medio y largo plazo que se esfuerce 
en mantener a la poblacih agraria en sus ac- 
tuales niveles, máxime teniendo como pers- 
pectiva la entrada en la Comunidad Económi- 
ca Europea, con los requerimientos de pro- 
ductividad que de ello van a derivarse. 

El insistir sobre lo mismo como fuente de 
empleo es tmtar de ocultar la incapacidad para 
lograr una real industrialización de las zonas 
rurales, única opción viable. De hecho el Go- 
bierno no habla en ningún momento en su 
Programa Económico ni del campo ni, por 
supuesto, de sus objetivos en torno a la in- 
dustrialimcibri, a la transformación de los 
productos agrarios, alternativa con tanto fu- 
turo en Andalucía. 

No hay una auténtica política para la acei- 
tuna de verdeo ni de molino ; se arrancan mi- 
les y miles de olivos; la ordenación de los 
cultivos casi no existe ; la ordenación de a m -  
paña llega tarde ; está pensada, generalmen- 
te, para otras zonas; no se pagan las ayudas 
o llegan con retraso de un año; no llegan 
los créditos de campaña. ¿Cómo hablar así 
de cultivos sociales a los campesinos? 

Conceder a Andalucía 2.500 hectáreas de 
tabaco no sirve de complemento, ni siquiera 
para el cumplimiento de los jornales que se 
seguirán perdiendo en la próxima mecaniza- 
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ción del algodón, ni de los objetivos de cober- 
tura de las necesidades del país, desaprove- 
chando numerosas áreas andaluzas suscep- 
tibles de unos óptimos rendimientos tabaque- 
ros. En nombre de la racionalidad se reduce 
la zona remolachera y no se ofrece otra al- 
ternativa. 

Contwstando con esta apatía española en 
materia de política regional esta el recono- 
cimiento que hay ahora mismo entre los paí- 
ses de la CEE en torno a la política regional, 
considerando los mejores medios con los que 
abordar muchos de los lproblemas existentes 
hoy y que tmtan, en su principio, de equili- 
brar los niveles de renta-poblaci6n-empleo y 
servicios públicos de las distintas regiones de 
los países. 

Este aspecto, que sería tan importante para 
Andalucía, se convierte, para nosotros, en el 
principal ausente del Programa Económico del 
Gobierno, máxime cuando e n  estas circuns- 
tancias la incorpaacidn de España a la Co- 
munidad provocará un incremento de las di- 
ferencias regionales, estancando, aún más, la 
renta andaluza. 

Dado que la reestructuración que producirá 
en la economía española la entrada en h Co- 
munidad cristaiizará en una estructum pro- 
ductiva que perdurará en el país durante bas- 
tantes años, debemos aprovechar esa última 
oportunidad de ponernos a la altum de las 
demás regiones. Si nos quedamos al margen, 
nuestra posición en el futuro será mucho más 
difícil de lo que ya es ahora y vamos a con- 
denar a muchos miles de andaluces al paro 
y a nuevas fuentes de inmigracibn, si es que 
hay alguna posibilidad de emigrar. 

La política del Gobierno debe aportar una 
enérgica acción correctora de las desigml- 
dades regionales. La política económica del 
Gobierno, sin estos contenidos y objetivos, 
se convierte para Andalucía no en un sal- 
vavidas, sino en un testamento que relega 
nuestra comunicbad a un papel de colonia de 
los escasos centros industriales del país e hi- 
poteca nuestro futuro. 

Señores del Gobierno, todos los grupos po- 
líticos asumen verbalmente la grave proble- 
mática andaluza, pero los hechos desdicen las 
palabras del Gobierno y del Grupo de UCD. 
El Gobierno no pasa de promesas de estudio ; 

incapaz de soiucionar los problemas, relega 
una y otra vez temas tan graves como el sub- 
desarrollo andaluz. Trata de lavarse la cara 
con proposiciones de ley de su Grupo Parla- 
mentario en el Senado, hechas a salto de mata, 
para no ceder en lo que UCD entiende como 
su hegemonía parlamentaria. El Gobierno es 
sordo y ciego ante el drama social de Andalu- 
cía. Es una burla creer en un grupo de tra- 
bajo en el Senado que estudia y elabora solu- 
ciones para Andalucía en el contexto de un 
libsmado programa económico del Gobierno, 
que ignora totalmente los desequilibrios re- 
gionales, que olvida a los campesinos, a la 
pequeña y mediana empresa, a las inversio- 
nes públicas. Andalucía es mayoritariamente 
de izquierdas, porque ya no se deja engañar 
con promesas incumplidas; y yo quiero in- 
dicar que la meta principal de esa concien- 
cia política es la clase obrera del campo y la 
ciudad. 

En nombre de varios cientos de miles de 
trabajadores anckiiuces hacemos esta interpe- 
lación al Gobierno, advirtiendo que puede ven- 
cer en el 'Parlamerito, pero no convencer en 
la calle. A los tralxijadores en paro, a la ju- 
vmtud que no encuentra un puesto de traba- 
jo, a los obreros agrícolas andaluces, la de- 
mocracia no puede negarles el pan y pedirles 
paciencia. Si el Gobierno lo entiende así, que 
sm consecuente y que actúe ya desde ahora 
mismo; si no puede hacerlo solo, que se con- 
cierte con los colectivos políticos y sociales, 
pues entre todas, en solidaridad real, es po- 
sible dar soluciones a los problemas. 

En todo caso, señores del Gobierno, los 
comunistas estimamos imprescindible definir 
el espacio socioeconómico de Andalucía en 
el conjunto del Estado. Aun en el hipoté- 
tico a s o  de una mejora en la situación eco- 
nómica con los mecanismos del dejar ha- 
cer, no estamos dispuestos a que la solución 
de los problemas andaluces sea a costa de la 
emigración, la ex-portación de mano de obra 
barata y de materias primas, y de ser sujetc, 
pasivo en la industria turística. Tenemos re- 
cwsos naturales sin explotar: la. minería de 
la pirita y su aprovechamiento integral; re- 
servas de mineral de hierro; posibilidades en 
la industria química, y no solamente en la de 
base, como ahora; recursos potenciales pis- 
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cicolas en las marismas, esteros y embalses. 
Posibilidades reales de una agricultura com- 
petitiva de cam a la Comunidad Económica 
Europea, entre otra, como en la industria agro- 
alimentaria. 

Andalucía no es un territorio pobre, sino 
empobrecido ; un territorio, señor Ministro, 
esquilmado, que reclama soluciones de pro- 
greso. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): El señor Ministro de Economía tiene 
la palabra. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA (Leal 
Maldonado) : En contestación a la interpela- 
cifin formulada por el Diputado don Fernan- 
do Soto sobre el desempleo en Andalucía, 
comparto su opinión sobre la gravedad del 
problema del desempleo que aqueja a nuestro 
país, tanto por la magnitud del mismo como 
por la incidencia de este problema en deter- 
minadas áreas geográficas y en determinados 
grupos de edad de nuestra población. Asimis- 
mo, he de manifestar a esta Cámara lo si- 
guiente : 

Primero, según los últimos datos disponi- 
bles en el Instituto Nacional de Empleo, el 
número de desempleados registrados en las 
oficinas de empleo al 30 de septiembre de 
1979 alcanzaba la cifra de 1.095.196, de los 
cuales 269.650 correspondían a Andalucía, lo 
que significaba el 24,6 por ciento del total na- 
cional de desempleados. Asimismo, Andalu- 
cía concentra el 63,7 por ciento del desempleo 
agrícola nacional; el 15,3 por ciento del in- 
dustrial; el 27,7 por ciento de la construc- 
ción; el 27 por ciento del sector servicios y 
el 19 por ciento sin empleo anterior. 

En cuanto a la distribución del desempleo 
registrado en Andalucía, destaca especial- 
mente el peso del desempleo en los sectores 
de construcción y servicios, con el 31,3 por 
ciento y el 22,5 por ciento, respectivamente, 
frente al 16 por ciento de la industria, el 15,9 
por ciento sin empleo anterior, y el 14,3 por 
ciento en la agricultura . 

La política seguida por el Gobierno en rela- 
ción con el desempleo incide obviamente en 
Andalucía de forma notoria a consecuencia 
de las elevadas tasas de paro que registran 

sus provincias; política que integra las ac- 
tuaciones e instrumentos siguientes. 

El programa de promoción de empleo juve- 
nil, Real Decreto 41/1979, de 5 de enero, por 
el que se estipula una bonificación en las cuo- 
tas de la Seguridad Social por la contratación 
temporal de jóvenes, ha supuesto en Andalu- 
cía la colocación de 20.729 jóvenes en el pe- 
ríodo de enero a octubre del año en curso, 
cifra que representa el 14,4 por ciento del to- 
tal de colocaciones registradas por este con- 
cepto, a nivel nacional, durante dicho período 
de tiempo. 

El programa de fomento de empleo de tra- 
ba jadores subsidiarios, Real Decreto 42/ 1979, 
de 5 de enero, por el cual se concede una bo- 
nificación en las cuotas de la Seguridad So- 
cial por la contratación temporal de percepto- 
rcc del subsidio de desempleo, ha supuesto en 
Andalucía la colocación de 34.395 trabajado- 
res en el período antes citado, cifra que re- 
presenta el 21,4 por ciento del total de colo- 
caciones registradas por este concepto a ni- 
vel nacional, en el mismo período de tiempo. 

El Gobierno ha instrumentado fórmulas de 
financiación directa para la creación de pues- 
tos de trabajo, instrumentación que, en el ca- 
so de Andalucía, se concentra en el concurso 
extraordinario de beneficios, promulgado pa- 
ra la zona de la Bahía de Cádiz, según el Real 
Decreto 74/1979, de 14 de agosto, dirigido a 
empresas industriales que creen puestos de 
trabajo capaces de absorber trabajadores pro- 
cedentes del sector naval. 

El Gobierno tiene en proyecto programas 
específicos dirigidos a paliar el desempleo en 
aquellas zonas de la geografía nacional con 
mayor índice de paro registrado, programas 
que, obviamente, habrán de incidir en diver- 
sas áreas andaluzas. 

En relación con el desempleo agrario, la 
actuación del Gobierno se viene centrando en 
una serie de acciones. En primer lugar, con 
cargo a la Mutualidad Agraria se han destinsi- 
do a Andalucía, hasta el 30 de septiembre] 
un total de 7.227 millones de pesetas: de di- 
cha cantidad se han destinado 1.141 millones 
al ICONA; asimismo, se han invertido en las 
provincias de Andalucía 600 millones de pe- 
setas, procedentes igualmente de la Mutuali- 
dad Agraria. 
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También el ICONA ha destinado a Andalu- 
cía. en su Plan Ordinario, la cantidad de 750 
millones de pesetas. Del Plan Coyuntural se 
han invertido, por el mismo ICONA, en Anda- 
lucía, 718 millones de pesetas, quedando pen- 
dientes de repartir, hasta fin de año, unos 400 
millones de pesetas. 

El IRYDA tiene ya invertido hasta la fecha 
1.295 millones de pesetas en las provincias 
andaluzas, con cargo al Fondo de Protección 
al Trabajo, quedando pendiente, hasta fin de 
año, la inversión de 1.544 millones de pese- 
tas. La Dirección General de Capacitación y 
Extensión Agraria ha realizado inversiones en 
Andalucía por un total de 264 millones de 
pesetas, por obras ejecutadas durante 1979, 
teniendo comprometidas o previstas obras por 
un importe de 187 millones de pesetas. 

La Ley 26/1979, de 19 de octubre, del Fon- 
do de Acción Urgente para combatir desequi- 
librios regionales, distribuye un total de 6.274 
millones de pesetas para Andalucía, de los 
cuales 4.700 millones van a través del Minis- 
terio de Obras Públicas y Urbanismo, y 1.574 
a través del Ministerio de Agricultura, espe- 
cíficamente a través del IRYDA. 

El programa a medio plazo para la econo- 
mía española prevé para 1980 el estableci- 
miento de un nuevo sistema de ayuda de des- 
empleo agrícola, que debe interpretarse como 
acción específica de ayuda al conjunto de las 
provincias andaluzas, protagonistas de los 
mayores índices de desempleo dentro del sec- 
tor primario. 

Por último, y como exponente de la dispo- 
nibilidad de recursos administrativos a que 
obliga la ejecución y el desarrollo de toda la 
actuación referida, es pertinente señalar la 
cxistencia de 107 oficinas de empleo en Anda- 
lucía, que junto a las 17 proyectadas, com- 
pletará la cifra de 124 antes de finalizar el año 
en curso. 

Asimismo cabe señalar que 22 oficinas de 
empleo, especializadas hasta fecha reciente 
en materia de empleo agrario, asumen actual- 
mente esta especialización, conjuntamente 
con la del empleo en general. 

Por otra parte, y en lo referente a forma- 
ci6n profesional, el Instituto Nacional de Em- 
pleo tiene en funcionamiento en Andalucía 
cinco centros de formación profesional y SO- 

c ial : uno en Cádiz, otro en Granada, otro en 
Jaén, otro en Málaga y, por último, otro en 
Córdoba. Además de los citados centros se 
encuentran pendientes de terminación los si- 
guientes : Algeciras, Sevilla, Adra y Málaga. 

Igualmente está en proyecto el emplaza- 
miento de cinco Unidades de Acción Forma- 
tiva del Instituto Nacional de Empleo, en las 
localidades de Antequera, Chiclana, Lucena, 
Palos de la Frontera y La Palma del Conda- 
do. 

El empleo en nuestro país es un problema 
cuya solución atraviesa por un crecimiento, 
lo más elevado posible, de la producción. 
Crecimiento determinado por una coyuntura 
internacional adversa y por la necesaria so- 
lidaridad hacia los deseinpleados por parte de 
quienes cuentan con un puesto de trabajo. 

Con relación al primer punto el Gobierno 
mantiene su objetivo expresado en el progra- 
ma a medio plazo para la economía española 
de que la economía crezca uno o dos puntos 
por encima del promedio de los países de la 
OCDE. 

Respecto al segundo -moderación en el 
crecimiento de los salarios nominales- cons- 
tituye una condición inexcusable para el in- 
cremento en el nivel de empleo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente) : ¿El seflor interpelante desea hacer uso 
de la palabra para expresar su conformidad 
con la respuesta? (Pausa.) El señor Soto tiene 
la palabra. 

El señor SOTO MARTIN: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, esta tribuna 
es posible que no aguante una broma mía, 
sin embargo, soporta perfectamente a los Mi- 
nistros del Gobierno. Difícilmente me imagi- 
no yo al Gobierno dando estas explicaciones 
en los pueblos andaluces y mucho menos po- 
lemizando en la Televisión con dirigentes 
obreros, con dirigentes campesinos o con diri- 
gentes de la pequeña y mediana empresa. 

Yo creo que el problema de Andalucía re- 
quiere un esfuerzo de cooperación nacional ; 
requiere de un auténtico programa de soli- 
daridad nacional entre los hombres y los pue- 
blos de España. Naturalmente no convence 
la explicación del Gobierno, y presentaremos 
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una moción, pero antes quiero indicar algunas 
cuestiones. 

Es necesario definir a Andalucía como un 
territorio socioeconómico, no marginal, como 
hasta ahora, y que hay que actuar en conse- 
cuencia para sacarla del subdesarrollo. Que 
hay que dotar a Andalucía de los fondos sufi- 
cientes en lo inmediato para hacer frente al 
empleo comunitario mientras subsktan las 
bolsas de paro agrícola, con la suficiente 
transparencia en los censos de trabajadores 
y en los canales de distribución. Que hay que 
dotar a Andalucía de los medios económicos 
suficientes para realizar inversiones en obras 
públicas, comunicaciones, regadíos, viviendas, 
escuelas, sanidad, etc. Que hay que ac- 
tuar mediante la empresa pública, generando 
empleo y orientando la iniciativa privada. Que 
hay que garantizar precios para los productos 
del campo, ayudas técnicas, crediticias y As- 
cales a la pequeña y mediana empresa del 
campo, la industria y el comercio, y en todo 
caso que, en expresión de la voluntad polí- 
tica del pueblo andaluz, sea la Junta de Anda- 
lucía el interlocutor válido para elaborar con 
el Gobierno, en el plazo de dos meses, el plan 
de actuación someramente enumerado y ca- 
paz, cuando menos, de generar los puestos de 
trabajo que equiparen a Andalucía a la media 
de España en un plazo prudencial. 

3) SOBRE SITUACION DEL SECTOR IN- 
DUSTRIAL DE COMUNICACIONES (DEL 
SEROR SOLANA MADARIAGA, DON 
LUIS). 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Habida cuenta que tenemos ya en la 
Cámara al señor Sánchez-Terán, vamos a pa- 
sar al examen de la interpelación registrada 
como 3) en el epígrafe correspondiente, y que 
versa sobre situación del sector industrial de 
comunicaciones, planteada por don Luis So- 
lana Madariaga. 

El señor Solana Madariaga tiene la pala- 
bra. 

El sefior SOLANA MADARIAGA (dor 
Luis) : Señor Presidente, Señorías : i Sorpre, 

a! He aquí una interpelación que no se ha 
basado de moda. He aquí una interpelación que 
La soportado el tiempo, que suele ser cruel con 
:asi todas, y he aquí una interpelación que está 
ibsolutamente de actualidad. 

Vamos a hablar, señoras y señores Diputa- 
los, de un sector que está de moda en el mun- 
lo entero. Vamos a hablar de un sector que 
!s absolutamente trascendental para el futu- 
‘o de la economía de cualquier país que quiera 
lamarse desarrollado después de esta crisis 
xonómica que vivimos. Es curioso que el 
Sobierno tiene la costumbre de hablar siem- 
)re de los sectores en crisis. En el Plan Eco- 
iómico a medio plazo que se presentó en esta 
Cámara, recuerdo que se subrayaban y se 
iablaba en profundidad de aquellos sectores 
que necesitaban la ayuda del Estado. Fueron 
.os Socialistas de Cataluña, fundamentalmen- 
te, los que subrayaron que por qué no hablar 
también de aquellos sectores que sí tienen fu- 
turo, de aquellos sectores que no necesitan 
ayuda, que lo que necesitan es claridad. 

Hoy vamos a plantear una interpelación, y 
yo supongo que es el señor Ministro de Trans- 
portes y Comunicaciones quien va a contes- 
tar. Me va a perdonar el señor Ministro, pero 
hubiera preferido que lo hubiera hecho el se- 
ñor Ministro de industria o, mejar ailin. el Vi- 
cepresidente segundo del Gobierno, pero las 
ocasiones son para aprovecharlas, y el señor 
Ministro está aquí -aunque ha llegado con 
retraso- y no voy a perder la oportunidad 
de ver si logramos que el Gobierno, a través 
del Ministro de Transportes, conteste exacta- 
mente cuál es el futuro de un sector punta 
como es el de Comunicaciones. 

Aparte de todo, el tema tiene una actualidad 
inmensa, porque está en los periódicos, está 
en la opinión pública. Fíjese, señor Ministro, 
fíjense Sus Señorías que aquí están plantea- 
dos problemas de empresas, problemas del 
paro, problemas del llamado paso doble y, 
hasta Tip y Col1 están involucrados en la in- 
terpelación que, en este momento, estamos 
haciendo al Gobierno; y jojo!, señor Minis- 
tro, que le están escuchando los trabajado- 
res, le están escuchando las empresas y le 
están escuchando los usuarios de las comu- 
nicaciones. 

Estamos ante un sector industrial grande, 
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un sector industrial importante, que podría- 
mos dividir en tres grandes grupos : electróni- 
ca y consumo, componentes y electrónica pro- 
fesional. En España el mercado de este sec- 
tor, aparentemente, es del orden de 250.000 mi- 
lloncs de pesetas. La mitad de esto es elec- 
trónica profesional, y en España se fabrica del 
orden de 130.000 millones de pesetas. Hay una 
competencia profunda y fuerte, una compe- 
tencia que puede crecer si el Gobierno no to- 
ma eii cuenta la situación del sector. 

En consumo, el paro ya está creciendo te- 
rriblemente. En componentes, la competencia 
de los países del sudeste de Asia es una rea- 
lidad, y en la electrónica profesional, obvia- 
mente son los países más adelantados Esta- 
dos Unidos y la Comunidad Económica Eu- 
ropea, quienes están compitiendo más profun- 
damente con nuestra naciente industria de co- 
municaciones y electrónica. 
Y ¿,qué interés está poniendo el Gobierno 

aiite este sector? Yo diría que casi nulo. En 
consumo (y está presente, y me alegra, por 
pura casualidad -supongo-, el señor Minis- 
tro de Comercio) ocurre que más que prote- 
ger y ayudar se está atacando al sector. Se li- 
beraliza sin consultar con el sector; no hay 
reformas técnicas previas; no se plantea el 
saber exactamente qué se va a poder produ- 
cir, qué es lo que vamos, literalmente, a qui- 
tar de posibilidades de competencia y pro- 
ducción nacional gracias a una liberalización 
quizá prematura. En componentes, lógicamen- 
te víctimas de lo anterior, puesto que un 80 
por ciento va al consumo, la crisis es grande. 
Y i atención ! , la electrónica profesional. El 
gran futuro de un país, que quiere ser des- 
arrollado, en los próximos años, que quiere 
ser importante industrialmente, ocurre que 
no hay plan ; ocurre que no se contratan pro- 
totipos, y Ocurre que no se habla, en absolu- 
to, de oficinas de homologación, con lo cual 
la competencia hoy, y mucho más en el futu- 
ro, entrando en la Comunidad Económica Eu- 
ropea, va a ser imparable. 

La cosa es tan grave que si hubiera un plan, 
en cinco o diez años este sector se podria 
comprometer, no ya a conservar los puestos 
de trabajo, sino a aumentar dichos puestos 
de trabajo en diez mil. 

Yo quisiera pedirle al Gobierno que dijera 

si tiene idea de algún sector que se atreva a 
hacer público a un Sindicato, como ha hecho 
este sector a la UGT, que es capaz de crear 
puestos de trabajo. Desgraciadamente estamos 
ante un sector en el que solamente se pide 
que se clarifique el Gobierno. 

Yo haría un paréntesis, señor Ministro, y 
aprovecharía que no veo por aquí al señor 
Abril Martorell, liberal converso recientemen- 
te, para que se liara la manta a la cabeza y 
empezara a hablar de plan, de planificación, 
de planificar, y utilizara y conjugara este ver- 
bo que tanta falta hace en España y, muy fun- 
damentalmente, en este sector. 

Le voy a dar unas ideas económicas de lo 
que significa este sector, y la primera, según 
la gran barra de medir, es que el número de 
trabajadores que trabajan directa o indirecta- 
mente en el sector en estos momentos es de 
200.000. 

La Compañía Telefónica, en dos años, tiene 
unas inversiones de un volumen mayor que to- 
do el Plan Energético Nacional en el sector 
de la energía nuclear. Y globalmente el sector 
invierte tanto como el 10 por ciento de toda 
la inversión del Estado. 

Y vuelve a ser sorpresa: este sector está 
previsto que, en todo el mundo, crezca del 
orden del 10 por ciento anual acumulativo. 
Vuelvo a insistir en que se busquen sectores 
donde haya esa voluntad empresarial de cre- 
cer y esa esperanza razonada de crecer. 

Y ¿quién dirige todo este mundo? ¿Quién 
dirige este mundo básico para el futuro de 
España? Pues, perdóneme, señor Ministro, no 
lo dirige absolutamente nadie; o, mejor di- 
rho, lo dirigen muchísimos. Ejemplos : redes 
3e comunicaciones en España : Telefónica, 
Telégrafos, RENFE, Radiotelevisión Españo- 
la, las Fuerzas Armadas, el Ministerio del In- 
terior, las compañías eléctricas. Y esto con 
ina flamante Junta Nacional de Telecomuni- 
:aciones que se creó en marzo de 1979, y de 
[a cual no tenemos noticias de qué está ha- 
5endo. Duplicidad, bajas utilizaciones, des- 
Slfarro de inversiones, en un momento y en 
.m país de recursos escasos. 
Y en este desorden aparece el monstruo 

lamado Telefónica. Y aquí vamos a rizar el 
.izo del desorden. Para que no haya duda de 
que no hay plan, de que la UCD realmente no 
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quiere ni oír el concepto de planificación con 
Telefónica, por no haber, no hay ni contrato. 
En 1976 terminó el contrato de Compaflía Te- 
lefónica y el Estado, y se renueva anualmen- 
te. ¡Qué ocasión tiene el Gobierno para defi- 
nir exactamente qué quiere de Telefónica, qué 
quiere de este gran organismo que va a dirigir 
las comunicaciones ! 
Y vamos a ver qué hace la Telefónica. Ante 

la crisis que está anunciada en el sector, re- 
dacta rápidamente un plan cuatrienal A y un 
plan cuatrienal O. (Llama la atención, por 
cierto, qué se ha hecho con las quince letras 
del alfabeto intermedias, pero es una cues- 
tión informal.) 

Dos caras tiene la Telefónica fundamental- 
mente, una como servicio público y otra co- 
mo activador del sector industrial. Vamos a 
ver, primero, como servicio público. 

En estos momentos hay del orden de 
664.000 peticiones pendientes de teléfono sin 
atender, y habrá aproximadamente, a finales de 
año, 7.300.000 teléfonos instalados. 

Con el plan A, en 1983 habrá 742.000 peti- 
ciones, y con el plan O, en 1983 habrá 598.000. 
Bueno, no es muy difícil suponer que hacer 
todo un plan de inversiones para que dentro 
de cuatro años aún haya más colas para pedir 
teléfono, realmente resulta al menos sorpren- 
dente, y mucho más cuanto que con el plan O 
se presta una gran atención a la telefonía ru- 
ral, tema que, obviamente, nos preocupa, por- 
que en el plan A está menospreciado o minus- 
valorado. 

Pero vamos a ver como activador del sector 
industrial de comunicaciones qué hace la Te- 
lefónica, y vamos a medir16 con una medida 
que ella utiliza, que es líneas urbanas equiva- 
lentes. 

En el plan A, en cuatro años se instalarár 
2.800.000 líneas. En el plan O, 3.400.000. Bue. 
no, 600.000 líneas no es mucho, pero en el mo. 
mento en que estamos bien valen. Desde lue, 
go nuestro voto tiene que ser favorable a estí 
plan O. De toda esta inversión, el 90 por cien, 
to va a dos grupos muy concretos : I T T  y gru 
PO Ericsson. 
Y ¿cómo se financia? Voy a resaltar al se 

ñor Ministro simplemente algunos temas mu! 
concretos, y no son críticas, es que quiero sa 

er las respuestas del Gobierno sobre este 
lan, nada más. 
Por ejemplo : prevé una ampliación de capi- 

11 de una por dieciséis, al 70 por ciento todos 
1s años. Si Sus Señorías quieren mirar en el 
eriódico, la cotización de Telefónica esta ma- 
ana era del 60 por ciento. Entonces, bueno, 
ue Santa Matilde les conserve la fe a los di- 
igentes de Telefónica sobre esta ampliación 
e capital. 
Pero hay una inversión de obligaciones del 

lrden de los 18.000 a 20.000 millones al año al 
1,80. Hoy ha venido anunciado el cierre bri- 
lante de la emisión de RENFE de 3.000 millo- 
Les al 14,25. Supongo que en Televisión mo- 
lilizarán a todos los humoristas de Espafla 
)ara poder colocar esta emisión. 

Respecto de la autofinanciación, ¿qué hay 
le las tarifas? En tarifas el desconcierto es 
otal. Cuando la Telefónica moviliza o toma 
ina decisión en el tema de las tarifas (y no 
mtro ni salgo si son buenas, malas, justas, 
njustas, suficientes o insuficientes), el Mi- 
iisterio lo manda al Consejo de Estado. 

¿Qué opina el Ministerio de este Plan? Hoy 
o que intentamos es conseguir que aquí que- 
le claro lo que opina el Ministerio de este 
?lan; de él dependen -se lo he dicho ya- 
ioscientos mil puestos de trabajo y la in- 
iustria de punta, probablemente, en este país. 

¿Está bien el Plan? ¿Está mal? ¿Qué le 
ruenta a usted el Delegado del Gobierno en la 
relefónica? Porque resulta que hay un Dele- 
gado que es, por cierto, el antiguo Director 
general de Seguridad. ¿Qué le cuenta exac- 
tamente de lo que está pasando en Telefóni- 
ca? Por supuesto, 1s puedo garantizar que la 
LJGT está encantada con poder negociar el 
tema, porque son doscientos mil puestos de 
trabajo. Pero hoy nos lo tiene usted que acla- 
rar. 

Además, se está produciendo una revolución 
tecnológica importantísima. Estamos pasan- 
do de un sistema electromecánico a un sis- 
tema semielectrónico y, en estos días, elec- 
trónico totalmente. Por Supuesto, aceptamos 
la técnica moderna, no vamos a quemar ni los 
telares ni las máquinas de vapor. Pero, cui- 
dado, esto también hay que hacerlo con pla- 
nificación o con planes. Si es muy de prisa, 
habrá paro; si es muy despacio, la obsoles- 
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cencia del sistema económico español puede 
ser gravísima, y no se podrá exportar. La res- 
ponsabilidad del Gobierno es clarísima. 

Insisto, señor Ministro, ¿qué le parece el 
Plan? Estamos viviendo en estos momentos 
las inquietudes, fundamentalmente] de los 
trabajadores del sector. ¿Se mantienen los 
puestos de trabajo de todas las empresas? 
Ocurre que sobran, sorprendentemente, insta- 
ladores en unas empresas y en otros sitios 
se hacen horas extraordinarias. 

¿Se va a cargar en una empresa sola todo 
el coste de la crisis, mientras otras obtienen 
beneficios? La respuesta de la empresa es: 
«No sé nada, que le conteste la Telefónica)). Se 
va a Telefónica y responde: «No sé nada, que 
le conteste el Gobierno)). Bueno, ya está. Aho- 
ra le toca al Gobierno. Si esta tarde no es ca- 
paz el Gobierno de contestar a esta larga 
escalada de pases cambiados, la ocasión la ha- 
bremos perdido, y, una vez más, se verá que 
el Gobierno a esto de la interpelación ya le 
ha cogido el truco, que consiste en dar lar- 
gas cambiadas, cubrir el expediente, llegar 
puntualmente] cuando se puede, si el tráfic- 
no ha complicado las cosas, y nada más. 

Señor Ministro, qué ocasión tiene usted 
ahora para clarificar un sector punta, un futu- 
ro punta para España, y para que de aquí sal- 
gamos todos satisfechos (y aquí hablo en 
nombre de muchos, no sólo trabajadores, 
sino también de empresas, de empresarios 
que también están inquietos y, de alguna ma- 
nera, a través de esta interpelación socialis- 
ta, quieren oír su respuesta). Señor Ministro, 
no pierda usted la ocasión. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Para contestar a la interpelacibn, tie- 
ne la palabra el señor Ministro de Trans- 
portes. 

El señor MINISTRO DE TRANSPORTES Y 
COMUNICACIONES (Sánchez-Terán Hernán- 
dez): Señor Presidente. Señorías, aunque mi 
presencia en esta tribuna ha sido contestada 
por el señor Solana Madariaga, don Luis, que 
hubiera preferido la presencia de otro Minis- 
tro contestando a su pregunta, yo voy a res- 
ponderle con cortesía que estoy encantado 
de que sea él el que me haya hecho la inter- 

pelación y no los señores Tip y Coll, que, tal 
vez, hubieran abordado estos temas con algo 
más de rigor y seriedad que algunas de las 
afirmaciones del señor interpelante. 

Quiero, ante todo, señor Presidente, si no 
pedir excusas, sí dar unas explicaciones a la 
Cámara. 

El Ministro que les habla ha tenido una ce- 
sión informativa en el Senado esta mañana, 
prevista para dos horas o dos horas y media 
de duración, y que se ha prolongado hora y 
media más de lo previsto ante las preguntas 
de los señores Senadores. Todo ello ha des- 
plazado el apretado programa de hoy del Mi- 
nistro que les habla en hora y media. 

Salí del Senado, aproximadamente, después 
de las tres de la tarde, y no pongo ninguna 
excusa de tráfico, porque he cruzado Madrid 
en algo menos de quince minutos de Norte a 
Sur, y sólo esta razón de desplazamiento del 
programa es lo que explica, de alguna mane- 
ra, el retraso en unos minutos, puesto que se 
ha alterado el programa y la interpelación no 
ha sido la tercera, sino la segunda. 

Dicho esto, entro en el tema que ha plan- 
teado el señor Solana Madariaga, don Luis. 

Evidentemente, el sector de las telecomu- 
nicaciones es un sector con amplias perspec- 
tivas de desarrollo, tanto por ser, por su pro- 
pia naturaleza, un sector en punta de avance 
tecnológico, como porque en sus diversas fa- 
cetas o subsectores es realmente un sector 
que tiene una demanda continuada y en al- 
gunos sectores una demanda creciente. 

Creo que puedo hablar (no sé si lo haría, 
seguramente sí, cualquier otro colega del Go- 
bierno de los que ha citado, con mayor cono- 
cimiento de causa); pero, repito, creo que 
puedo hablar desde la perspectiva de que este 
Gobierno, y concretamente este Ministerio, 
por primera vez están intentando una política 
conjunta e integrada de telecomunicaciones. 

Como recordaba el señor Diputado, se ha 
creado, a propuesta de mi Ministerio, la Jun- 
ta Nacional de Telecomunicaciones, y el he- 
cho de que el señor Solana Madariaga no sepa 
lo que hace, no quiere decir que no haga na- 
da; por el contrario] ha tenido ya varias 
reuniones; ha estudiado el programa de inver- 
siones en telecomunicaciones con cargo al 
Mundial, en el que están representados preci- 
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samente todos los Ministerios a que él hace 
referencia, porque, ciertamente, son deman- 
dantes de telecomunicaciones no sólo la Te- 
lefónica, sino la Televisión, la RENFE, el Mi- 
nisterio del Interior y otros sectores de la 
Administración; ha elaborado un conjunto de 
especificaciones que representa la postura es- 
pañola en la Conferencia Mundial Adminis- 
trativa de Telecomunicaciones; está estable- 
ciendo la coordinación de la programación de 
inversiones para que no haya inversiones en 
telecomunicación duplicadas y, precisamente, 
como tema concreto, en los sistemas de radio- 
enlaces. Es decir, que no se puede decir que 
no se hace nada en algo que no se sabe lo que 
se hace, porque la Junta Nacional de Teleco- 
municaciones está cumpliendo la función pa- 
ra la que ha sido creada: establecer una po- 
lítica de telecomunicaciones. 

No desaprovecho la ocasión para respon- 
der a lo que constituye la esencia de la pre- 
gunta del señor Diputado: el programa de in- 
versiones de la Compañía Telefónica Nacio- 
nal de España. Existe un Delegado del Go- 
bierno que me ha ido entregando las sucesi- 
vas versiones de la planificación -que no se 
ha hecho precipitadamente, como decía el se- 
ñor Solana Madariaga-, que me ha ido ex- 
plicando las diversas alternativas que en este 
momento están en un programa cuatrienal, y 
que en el primer año oscilan entre los 109.000 
y los 1 1  1.000 millones de pesetas, y en el últi- 
mo año, en 1983, en torno a los 150.000 y 
167.000 millones de pesetas, según las alter- 
nativas. 

La postura clara del Gobierno es intentar 
que, en el programa del año 1980, se parte de 
los 112.000 millones, que es la cota que ha 
presentado uno de los programas -no entro 
en la enumeración- de la Compañía Telefó- 
nica para seguir un ritmo creciente que lleve 
a esa cifra, ciertamente importante, de más 
de medio billón de pesetas a invertir en el 
cuatrienio. 

El programa, por lo tanto, en sus líneas 
básicas está asumido y lo que está estudian- 
do el Gobierno en estos momentos es la fuen- 
te de financiación, porque si el señor Solana 
critica la emisión de acciones, critica la emi- 
sión de obligaciones, critica la política tari- 
faria, quiero que explique a la Cámara cómo 
financiar el programa de inversiones de la 

Telefónica. Tal vez recurriendo totalmente a 
la inversión exterior y al crédito exterior. Pe- 
ro Ocurre que en esta misma tribuna, unos 
segundos antes, se pedía más dinero para in- 
versiones en educación, o más dinero para 
inversiones en Andalucía, o más dinero para 
sostenimiento de los sectores en crisis, sector 
energético o sector carbonífero. 

Hay que tomar una decisión sobre todas y 
no simplemente criticar las posible salidas del 
programa de financiación. Evidentemente, el 
programa de financiación, en una compañía 
telefónica, pasa por una creciente autofinan- 
ciación. Gran parte de las sociedades euro- 
peas están con autofinanciación del 60, del 
70, del 80, del 90 y hasta del cien por cien. 
El equivalente a la Telefónica, el Post Office 
inglés, ha propuesto a su Gobierno bajar de 
100 a 90 su autofinanciación y el Gobierno 
ha dicho que continúe con los niveles de auto- 
financiación, mientras que en España estamos 
en niveles inferiores al 50 por ciento. Por tan- 
to, se está estudiando la delimitación, pero es 
obvio que habrá que ir a una emisión de ac- 
ciones inferior, probablemente, a los niveles 
de años anteriores, porque el mercado, tal 
como están los niveles de cotización en Bol- 
sa, probablemente no asumirá los niveles de 
emisión de acciones en los porcentajes de 
años anteriores. 

Sigue, y debe seguir, la emisión de obli- 
gaciones en las condiciones de mercado de 
cada año, y la cotización de mercado, según 
sean tres o cinco años, está ahora en torno a 
los 14 ó 14,5 por ciento. Tendrá que haber 
subidas tarifarias para que siga creciendo la 
autofinanciación, y habrá que recurrir al cré- 
dito exterior. 

Estos son los canales de financiación, y lo 
que una adecuada política de Gobierno tiene 
que medir es en cuánto entran los componen- 
tes de cada uno de estos cuatro elementos de 
la financiación. 

Quede, por tanto, claro que el programa de 
inversiones está asumido por el Gobierno y 
que lo que quedan son los límites, no muy 
grandes, entre los procedimientos de financia- 
ción por acciones, por obligaciones, por auto- 
financiación tarifaria y par recursos a la deu- 
da exterior. Esto significa (desde el punto de 
vista que no sólo preocupa al señor Solana o 
a la UGT, que ya me ha expresado su preocu- 
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pación, sino que también preocupa al Gobier- 
no) que el nivel de ocupación y empleo en la 
Compañía Telefónica irá creciendo con este 
programa cuatrienal desde 57.609 empleados 
que tiene ahora, según el programa, a 64.838 
en el año 1983; y que las empresas suminis- 
tradoras de bienes de equipo y de servicio po- 
drán mantener una actividad variable, según 
sea el tipo de empresa, en torno a un 80 por 
ciento de media, lo cual es un nivel de acti- 
vidad razonable en un momento de crisis eco- 
nómica nacional y mundial, con lo cual tengo 
la confianza de que no serán precisos planes 
de reestructuración con reducción de puestos 
de trabajo y, en determinados sectores o sub- 
sectores, podrán aumentar los niveles de em- 
pleo y de ocupación. Todo esto, dentro de un 
objetivo, que es:  el mantenimiento de la cali- 
dad de servicio, porque proporcionalmente a 
nuestra renta «per capitan tenemos un servi- 
cio de excelente calidad telefónica, con una 
selectiva expansión en cuanto a teléfonos clá- 
sicos, con la continuación del desarrollo de la 
informática, puesto que, aunque no la ha cita- 
do, la gran perspectiva del futuro de la tele- 
comunicación está en su interrelación con la 
informática, creando lo que hoy se llama la 
telemática, el mantenimiento de la expansión 
del servicio internacional y la paulatina in- 
tervención o incorporación de la tecnología 
electrónica. Y digo paulatina porque luego ha- 
ré una referencia al tema que me ha plan- 
teado el Diputado señor Solana. 

Esto nos llevará a disminuir ligeramente el 
nivel de demanda que, ciertamente, está en los 
momentos actuales en 664.085 peticiones pen- 
dientes, y a pasar de 7.346.000 líneas instala- 
das, a casi los 10.000.000 en el año 1983; 
concretamente las previsiones son de 9.858.883 
líneas instaladas a finales de 1983. 

Esta alternativa incluye en su hipótesis óp- 
tima un tratamiento serio del tema de la te- 
lefonía rural que, en base a la orden de nues- 
tro Ministerio de Transportes del 30 de octu- 
bre del pasado año, establece unas condicio- 
nes más favorables para la instalación de te- 
léfonos en zonas rurales, y estamos pendien- 
tes, ya que se dice que no hay investigación, 
de un nuevo sistema de teléfono rural que es 
creación de una empresa española y que pue- 
de ahorrar, como media, del orden de tres- 
cientas mil o cuatrocientas mil pesetas, hasta 

el millón, en la instalación de una línea rural, 
en base a la placar solar y a una tecnología 
nacional. 

Dicho esto, hablaré un poco del sector, 
puesto que el Diputado interpelante lo ha he- 
cho. El sector es un sector en expansión, con 
perspectivas de futuro; las telecomunicacio- 
nes tienen una demanda creciente; la tecno- 
logía está avanzando. La tecnología en tele- 
comunicaciones es, básicamente, una tecno- 
logía internacional; por el mismo hecho de lo 
que hacen las telecomunicaciones, hay unos 
organismos internacionales que homogeneizan 
las tecnologías de los diversos países, porque 
es obvio que las telecomunicaciones tienen 
una dimensión internacional y mundial, y las 
especificaciones cada vez están más interre- 
lacionadas y son más parecidas, y es cierto 
que, dentro de su línea básica de tecnología 
-dejo aparte las tecnologías de punta, más 
sofisticadas, de micro-componentes en mate- 
ria de electrónica de telecomunicaciones-, se 
interrelacionan en todos los países. Las gran- 
des casas -Philips, Siemens, Ericsson, ITT, 
etcétera- conviven aun en los paises en los 
que esas grandes casas tienen su matriz, su 
casa filial, porque aun dentro de la misma 
tecnología, todas ellas tienen aportaciones sin- 
gulares en el mundo de las telecomunicacio- 
nes. 

En lo que respecta a España, cierto es que 
la Compañía Telefónica es la gran demandan- 
te de telecomunicaciones, con una inversión 
superior a 100.000 millones de pesetas, lo que 
significa, aproximadamente, más del 70 por 
ciento de la demanda de telecomunicaciones. 

¿Qué línea estamos siguiendo? Una progre- 
siva participación nacional en esta industria, 
que ha pasado en poco tiempo del 33 por 
ciento de participación de capital español al 
56 por ciento. No es que el sector esté para- 
do, no es que tengamos en cuenta que el de 
las telecomunicaciones es un sector en pro- 
gresión; hay una presencia creciente en la 
creación de empresas y participación de ca- 
pital español en el sector industrial de las 
telecomunicaciones, habiendo llegado a un 
grado de la nacionalización, es decir, de pro- 
ducción nacional en la tecnología de teleco- 
municaciones en el producto total bruto de ia 
industria de telecomunicaciones del orden del 
85 por ciento, lo que entiendo que es un exce- 
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lente porcentaje de participación; y si vamos 
a las empresas más importantes de tecnolo- 
gía punta, vemos que el conjunto de las cua- 
tro que más demandan a Telefónica -Stan- 
dard, Citesa, Entelsa y Telettra- llegan a un 
92,9 por ciento en porcentajes crecientes de 
participación nacional, degloshndose en un 94 
por ciento de Standard, 95 por ciento Citesa, 
87 por ciento Telettra y 88 por ciento Entel- 
sa, y cito a las compañías más significativas. 

Pero junto a esto hay un esfuerzo de in- 
vestigación en este sector, no ciertamente de 
ese nivel sofisticado de micro-componentes, 
en los que son pioneros los Estados Unidos, 
pero sí en investigación de telecomunicaciones 
a través del ya importante Centro de Investi- 
gación y Estudio de la Compañía Telefónica, y 
a través de la obligación de centros de inves- 
tigación que se impone a compañías extran- 
jeras en España, qomo es el Centro de Inves- 
tigación de ITT, precisamente en la carretera 
de Barajas. 

Una palabra también sobre el cambio tec- 
nológico. El mundo de las telecomunicaciones 
está ante unas perspectivas de cambio tecno- 
lógico realmente increíbles. De las viejas cen- 
trales a las semi-electrónicas y electrónicas y 
a los pequeños componentes de capas de si- 
licios hay una verdadera revolución tecnoló- 
gica en el mundo de las telecomunicaciones. 
Ante esto, ¿qué criterio, qué directriz política 
adopta el Gobierno? La de la incorporación 
progresiva, pero sin forzarla, porque nos crea- 
ría problemas adicionales de empleo y recon- 
versión industrial de las centrales telefónicas, 
de conmutaciones electrónicas. La prueba de 
que esto es una aportación importante a la 
tecnología de las telecomunicaciones es que 
se está incorporando, se están ya empezando 
a construir en España las primeras centrales 
electrónicas, pero introduciremos las centra- 
les de conmutaciones electrónicas de forma 
paulatina y progresiva, porque si no crearía- 
mos un grave problema de reconversión in- 
dustrial y de empleo. La línea que seguimos es 
la de instalar 20.000 líneas urbanas de conmu- 
taciones electrónicas para el año 1980, lle- 
gando hasta 65.000 en 1983, de forma que al 
final del plan cuatrienal las líneas de conmu- 
taciones electrónicas representen el 7 por cien- 
to del total de las 884.000 previstas en con- 

riutaciones telefónicas al final de dicho año. 
Creo que con esto -he ido tomando nota- 

ie contestado a todo io que esencialmente ha 
blanteado el Diputado señor Solana Madaria- 
:a. En síntesis: el sector de telecomunicacio- 
ies tiene un tratamiento prioritario por parte 
le1 Gobierno. La política de telecomunicacio- 
ies está siendo realizada desde la Junta Na- 
:ional de Telecomunicaciones, que ha sido 
:reada por este Gobierno -y tengo el honor 
le decir que por el Ministro que les habla- 
:omo elemento integrador de todas las de- 
nandas fundamentalmente del sector público 
r’ de la política del sector telecomunicaciones, 
lue está generando una política de telecomu- 
iicaciones; que hay un Plan cuatrienal de la 
relefónica; que el Plan lo ha asumido el Go- 
iierno y que está estudiando los límites de 
inanciación de este Plan, con lo cual este 
iector, que está en punta, y puede significar 
ma aportación a la creación de puestos de 
xabajo, va a cumplir la misión tecnológica, 
a misión de servicio de telecomunicaciones y 
a misión de creación de puestos de trabajo 
que puede cumplir en el momento actual de 
iuestro economía. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente) : Si el señor interpelante desea hacer 
uso d e  1s palabra, puede intervenir durante 
no más de diez minutos, para expresar su 
conformidad o disconformidad con la respues- 
ta recibida. 

El señor SOLANA MADARIAGA (don Luis): 
Señor Presidente, Señorías, yo sentiría, se- 
ñor Ministro, si le ha molestado en algo mi 
intervención o le he enfadado, por una razón: 
yo tenía cierto miedo Q venir B inteqelar 
sobre un tema de Telefónica, .porque en cuan- 
to alguien hace algo que a la Telefónica le 
molesta le dejan sin telefono, y sería muy in- 
cómodo para mí prescindir d e  tal herramien- 
ta de trabejo. Pero creo que usted es un 
hombre con sentido del humor y no le habrán 
molestado los planteamiecitos. 

La realidad es que usted ha dado buenas no- 
ticias. Hay algo que quizá yo le pediría que 
explicitase más aún -si fuera posible un 
nuevo turno-, que es exactamente: ¿En es- 
tos momentos, qué piensa el Ministerio de 
Transportes de: plan? ¿Es el Plan «<O» el que 
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va a asumir el Ministerio de Transportes? 
¿Va usted a hacer público, y cuándo, que 
ese plan ((0)) es el que asume el Gobierno? 

Por supuesto yo he hecho críticas -es 
la funcibn de la oposición, de momento, mien- 
tras no sea poder, eso es lo obvio- y creía 
que yo no tenía obligación de venir aquí con 
el Plan de la Telefónica, y mucho menos el 
de financiación; pero por supuesto no me 
importa, señor Ministro, si hay que traerlo yo 
me reúno con los técnicos de la UGT y el 
Partido y preparamos un plan, si el Gobierno 
de alguna manera lo quiere. NO nos importa, 
señor Ministro, podemos hacerlo. Pero de mo- 
mento yo tenía que decirle que no encajan las 
piezas. Aquí hay una inversión y aquí hay 
una financiación voluntariosa, pero que no 
encajan. No me eche usted de alguna manera 
el toro de que tengo que torear la financie- 
ción tambien, porque, i caramba !, es muy duro 
esto: además de aposición hay que hacer de 
poder. Es mucho. 

La realidad es que usted ha dado una bue- 
na noticia fundamental, una buena noticia, 
y tomo nota literal de sus palabras: «No ha- 
brá reducción de empleo e incluso en estos 
cuatro años va a haber incremento de em- 
pleo)). En el «Diario de Sesiones)) va a cons- 
tar, y esto circulará por todas las empresas 
del sector. 

También ha dicho, o ha dejado entrever 
-y también me gustaría que me lo aclara- 
ra-, que va a haber un Plan nacional de Co- 
municaciones a partir de esa Junta Nacional 
de Telecomunicaciones, de la que todavía no 
había tenido noticias. 

Yo voy a pedir el texto de sus palabras y 
vamos a empezar desde UGT y desde el Par- 
tido una peregrinación #por las empresas del 
sector, pm la Telefónica, y les vamos a pre- 
guntar: «Señores, esto es lo que dice el Go- 
bierno, ¿ustedes creen que esto es posible?)). 

Yo le garantizo que si las empresas y la 
Telefcbim dicm que sí, el Grupo Socialista 
no presentará ninguna moción. De lo con- 
trario, señor Ministro, tendremos que volver 
aquí y decirle: «no salen las cuentas». Mu- 
chas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (G6mez Llo- 
rente) : Si el señor Ministro desea ,hacer al- 

guna aclaración, puede hacer uso de la pa- 
labra. 

El señor MINISTRO DE TRANSPORTES Y 
COMUNICACIONES (Sánchez-Terán H e m h -  
dez) (desde los escaños) : Señor ,Presidente, 
no me he molestado, por supuesto, con las 
palabras del sefior Diputado. Mi interven- 
ción está dentro de la dialéctica normal par- 
lamentaria. No hay ninguna intención de cor- 
tarle el teléfono, si paga sus recibos, por su- 
puesto. 

Diré, para contestar con precisión, que 10 
que esta estudiando en estos momento el Mi- 
nisterio de Transportes no es ni el (<A», ni 
el «O», ni ninguna de las alternativas, sino una 
alternativa síntesis, porque queremos inten- 
sificar la parte de telefonía rural. 

Quiero señalar también que no he hecho 
ninguna apelación a que participe en el PO- 
der -y creo que con esto sigo la línea PO- 
Mica de sus dirigentes-, sino que le he se- 
ñalado que ha criticado todas las altemati- 
vas de financiación y que, por lo menos, me 
dejam alguna. 

Finalmente, le diré que he dicho -y creo 
que puedo mantenerlo y así lo reflejará el 
((Diario de Sesiones»+ que este sector puede 
mantener su nivel de empleo y superarlo, lo 
cual CIO quiere decir que los puestos de uno 
u otro en cada una de las empresas se puedan 
mantener. 

He hecho la afirmación del sector en con- 
junto, y la mantengo. Muchas gracias. 

4) SOBRE EVACUADOS ESPAROLES DEL 
SAHARA (DEL SEROR PADRON DEL- 
GADO). 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente) : La interpretación siguiente inscrita 
rn el orden del día versa sobre evacuados es- 
pañoles del Sahara, suscitada por el señor Di- 
putado don Néstor IPadrón. El señor Minis- 
tro de la Presidencia ha manifestado su de- 
seo de posponerla y, consultado el señor in- 
terpelante y el Grupo a que corresponde, han 
dado su conformidad. En consecuencia, la in- 
terpelación sobre evacuados españoles del 
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Sahzra queda pospuesta hasta que, en suce- 
siva ocasión, la Junta de Portavoces vuelva 
a inscribirla en el orden del día. 

5 )  SOBRE SITUACION DE EXCEDENTES 
DE ALUBIAS Y GARBANZOS EN LA 
PROVINCIA DE LEON (DEL SEROR 
FRAGA IRIBARNE). 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): A continuación, pasamos al examen 
de la siguiente interpelacióri, que versa sobre 
situación de excedentes de alubias y garban- 
zos en la provincia de León, que ha sido plan- 
tea& por don Manuel Fraga Iribame. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, lo que 
se inició con una interpelación normal, de- 
nunciando una concreta situación de  exceden- 
tes de alubias y garbanzos de la provincia de 
León, y que constituía, y desgraciadamente 
constituye un grave problema para los mo- 
destos agricultores de aquella región, se ha 
convertido en el mes y medio que ha transcu- 
rrido desde que se presentó la referida inter- 
plación, precisamente por no habérsela tenido 
en cuents inmediatamente, en un problema 
nacional con implicaciones graves de orden 
público -gasóleo sobre una carretera prin- 
cipal, alubias en la misma carretera y vola- 
dura de una línea férrea. 

Por cierto que no era difícil de prever, y 
por supuesto no justifico ninguna de estas 
acciones ni anticioo ningún criterio, que co- 
rresponde a las autoridades judiciales, sobre 
lo que haya ocurrido, pero los hechos son re- 
cientes, conocidos y posteriores a la inter- 
pelación, y, si no se tiene en cuenta ahora 
tampoco lo que voy a decir, ocurrirá una vez 
más lo de «La venganza de don Mendon: 
De seguro que repiten las judías. 

Esto ha sucedido así porque a este Diputa- 
do han llegado informaciones de toda España 
denunciando que el problema desgraciada- 
mente constituye un mal que afecta a agricul- 
tores de todas las regiones, e igualmate son 
de  todas Sus Señorías conocidos los graves 
incidentes acaecidos en Le& el sábado 3 de 

noviembre, protagonizados por agricultores 
que protestaban contra la ausencia de respues- 
ta gubernamental en esta materia. 

Por cierto que la solución de los problemas 
había sido expresamente prometida por un 
ministerio del Gobierno anterior y candidato 
en jefe de la candidatura de UCD por la pro- 
vincia de León en las pasadas elecciones. 
¿Qué está sucediendo? Sencillamente, que 

se están autorizando importaciones, tanto de 
alubias y garbanzos pmvinientes, las prime- 
ras, de Argentina y Chile, donde se llaman 
porotos, de donde llegan con gorgojo, y lue- 
go se mezclan con las nacionales para ma- 
yor calidad; y las segundas, las de garbanzos, 
de México, que están saturando el mercado 
español Con productos más baratos en fun- 
ción de inferiores costes de producción, y 
basándose igualmente en unos cambios ven- 
tajosos producidos por la baja del dólar. 

Algunas cifras aclararán esta situación a 
Sus Señorías. Alubias: Excedentes de la co- 
secha de 1978, 6.000 toneladas métricas; pro- 
ducción nacional de 1979, 75.000 toneladas 
métricas ; importaciones, 15.000 toneladas ; 
total, 96.000 toneladas ; consumo nacional, 
80.000 toneladas ; excedentes, 16.000 tonela- 
das métricas. (Ocupa la Presidencia el señor 
Vicepresidente, Fraile Poujade.) 

'Pasamos a los gwbanzos. Excedentes de la 
cosecha del año 1978, 20.000 toneladas ; pro- 
duccidn nacional de 1979, 50.000 toneladas ; 
importaciones, 50.000 toneladas ; total gene- 
ral, 120.000 toneladas ; cmsumo nacional, 
90.000 toneladas ; excedentes, 30.000 tone- 
ladas. 

Para evitar esta situación que los agricul- 
tores presumían se iba a producir, se forzó, 
por las organizaciones profesionales agrarias, 
una mesa redonda que se celebró el pasado 
mes de marzo en el FORPPA y a la que asis- 
tieron, junto con las citadas organizaciones, 
técnicos de los #Ministerios de  Comercio, Agri- 
cultura, Economía y del propio FORPPA. 

Se acordó allí la conveniencia de conceder 
una subvención a la exportación de 2.000 
toneladas de alubias pintas, excedentes de 
producción de la provincia de León; estab!e- 
cer los impuestos compensatorios a todas las 
importaciones, de forma que no pudiemn m- 
trar en el marco nacimal ningún tipo de 
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producto con un precio inferior al que quedó 
señalado en aquella reunión, tanto para alu- 
bias como para garbanzos. 

Desgmciadamente, todas estas buenas in- 
tenciones quedaron solamente en eso, en bue- 
nas intenciones. A la semana siguiente se 
reunió la ejecutiva del FORPPA y no se acor- 
dó nada sobre esta grave cuestión. Así las 
cosas, durante este verano empezaron 0 lle- 
gar a distintos puertos españoles barcos con 
partidas importantes de garbanzos mejicanos 
y alubias chilenas y argentinas. En los meses 
de septiembre y octubre se empezaron a re- 
colectar y a comercializar las producciones na- 
cionales, y la baja de precios fue impresionan- 
te, habida cuenta de que el mercado estaba 
saturado con productos extranjeros, con el 
agravante de que las legumbres importadas 
han ido a parar a manos de los circuitos de 
coriiercialización que suelen comprar en las 
regiones productoras, por lo que cuando los 
agricultores les ofrecen sus productos se  en- 
cuentran con la sorpresa de que los posibles 
compradores están vendiendo las importadas, 
tras mezclarlas, como decía, con pequeñas 
cantidades de ias mucho más acreditadas es- 
pañolas, con la denominación de éstas. 

Ante esta situación, .después de conocerse 
públicamente la presente interpelación , y tras 
la presión de las organizaciones profesiona- 
les agrarias, el Ministerio de Agricultura, que 
no puede calificarse como gran sorprendido, 
como ha insinuado en algunos medios de co- 
municación, no sabemos quién, puesto que 
estuvo presente en la reunión a la que me 
he referido más arriba, acaba de disponer que 
el FORPPA financie la inmovilimción de has- 
ta 14.000 toneladas de alubias y 10.000 to- 
neladas de garbanzos, dando créditos de 42 
pesetas por kilo para las alubias y 56 para 
los garbanzos. También ha dispuesto que se 
concederían restituciones de hasta 10.000 pe- 
setas por tonelada exportada de alubias pin- 
tas, hasta un volumen de 1.500 toneladas, e 
igual se hará para los garbanzos. 

Como se podrá comprobar, estas medidas 
distan mucho de las necesidades del sector 
expresado en las cifras a que antes me he re- 
ferido, y no resuelven el problema planteado. 
En primer lugar, la prima de 10 pesetas a la 
exnportaci6n de 1.500 toneladas de garban- 

zos, además de ser una muy pequeña can- 
tidad frente a las 30.000 toneladas de ex- 
cedentes, no solucionará nada y es totalmen- 
te inadecuada. Por lo que respecta a las in- 
inovilizaciories, los agricultores no las admi- 
ten por su e s a s a  cuantía igualmente y, esto 
es lo más grave, porque tienen que pagar in- 
tereses por los créditos que se les puedan 
conceder, cuando lo que ellos pretenden es 
vender simplemente sus productos sin compe- 
tencia injustificada en el mercado español. 

Por estas causas, creo que siguen vigentes 
las cuestiones que se contenían en el escrito 
de mi interpelación del pasado día 8 de oc- 
tubre, y que pueden resumirse en las siguien- 
tes : 

Primera. ¿Cómo han podido autorizarse 
unas importaciones de alubias y garbanzos 
cuando autoridades de la Administmción CO- 

iiocían desde el pasado mes de marzo la exis- 
lencia de excedentes provinientes de la co- 
secha para el año 1979? 

Segunda. ¿Por qué no se establecieron unos 
iinpuestos compensatorios, como es regla ge- 
neral en las áreas económicas donde dirigimos 
nuestras tradicionales exportaciones agríco- 
las, que impidieran que estos productos apare- 
cieran en el mercado español a unos precios 
imposibles de competir para nuestra produc- 
ción nacional? 

Tercera. ¿De verdad cree la Administración 
que con las apresuradas medidas del FORPPA 
se ha solucionado un problema que afecta a 
excedentes del orden de 16.000 toneladas mé- 
tricas de alubias blancas y de 30.000 tonela- 
das métricas de garbanzos? 

Cuarta. Y finalmente, ¿qué controles exis- 
ten por parte del Ministerio de Comercio que 
garanticen en todo momento que los consu- 
midores españoles reciben una información 
veraz sobre la procedencia de los artículos 
que adquieren, y que los precios de éstos es- 
tán en consonancia con los de su adquisición, 
y los normales márgenes comerciales? 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jade): En nombre del Gobierno el señor Mi- 
nistro de Comercio y Turismo tiene la pa- 
labra. 

El señor MINISTRO DE COMERCIO Y TU- 
RISMO (Oarcia Diez) : Señor Presidente, se- 
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ñoras y señores Diputados, en primer lugar, 
un problema de cifras. Es difícil en un sec- 
tor tal como el de alubias y garbanzos lle- 
gar a una exacta precisión en las cifras por 
sus propias características, por ser una co- 
secha no sometida a regulación; sin embar- 
go, tratando de llegar a cuáles son estas ci- 
fras correctas, nosotros pensaríamos que hay 
alguna divergencia entre las que tenemos a 
nuestra disposición y las que el señor inter- 
pelante ha alegado. En el caso concreto de 
las alubias, el comienzo de campaña nos ha 
encontrado con unos excedentes muy peque- 
ños y referidos casi exclusivamente a la ju- 
día pinta, aproximadamente del orden de las 
2.000 toneladas; en el caso del garbanzo nos 
ha encontrado con unos excedentes del orden 
de las 8.000 6 10.000 toneladas, referidas 
sobre todo a los tipos más pequeños de gar- 
banzo, de escasa aceptación por el ama de 
casa española, un tipo de garbanzo del que 
tradicionalmente España ha sido un país ex- 
portador. 
En este momento es difícil precisar la cuan- 

tía exacta de los excedentes can los que nos 
encontraremos al final de la cosecha, porque 
hay incertidumbre todavía, respecto de la co- 
secha. Mis prcipias cifras son distintas de las 
del señor interpelante y en algún sentido son, 
en lo que a producción se refiere, mayores. 
Las cifras de que yo dispongo de produc- 
ción en materia de garbanzos llegan a las 
60.000 toneladas, frente a las 50.000 que el 
señor interpelante ha indicado; pero, en todo 
caso, con lo que nos encontramos es con lo 
que ocurre siempre en los momentos inme- 
diatamente posteriores a la recogida de las 
cosechas : una gran cantidad de existencias, 
que a lo largo del año van desapareciendo. 
Naturalmente, el mercado de alubias y gar- 
banzos en España ha sido siempre un mer- 
cado de libertad y un mercado en el cual, 
en los cuatro .últimos años, se han registrado 
las subidas de precios más espectaculares de 
ningún producto agrario ; en términos de pre- 
cios percibidos por el agricultor en los cuatro 
últimos años, tanto el precio de la alubia como 
el del garbanzo se han duplicado, lo cual, sin 
duda, puede tener sus efectos sobre el cm- 
sumo. 

En este marco de libertad en el que se mue- 

ve el comercio de alubias y garbanzos las 
importaciones son importaciones libres que 
se realizan en función de la situación del mer- 
cado y se puede citar el ejemplo, en el caso 
concreto de la alubia: ante una buena cose- 
cha, las importaciones este año probablemen- 
te no van a alcanzar la mitad de las cifras 
alcanzadas el año pasado. Simultheamente, 
lo que estamos viendo también es una pér- 
dida de posicidn exportadora de unos produc- 
tos en los que España lo era tradicionalmente, 
y eso, debido sin duda también a los niveles 
de precios interiores. 

Volviendo a las alubias, eri el año 1978 Es- 
paña exportó 10.000 toneladas; en el 1979, 
es dudoso que, aparte de las alubias prima- 
das, las exportacimes vayan a superar las 
2.000 toneladas. Esta, digamos, es la situa- 
cim. Frente a esta situación, después de oír 
el parecer de los organismos tknicos compe- 
tentes, de estas reuniones del FOR'PPA a las 
que el señor interpelante se refería, las líneas 
de actuación han sido esencialmente, dos : 
por un lado primar aquellas cantidades de 
productos claramente excedentarios y en las 
cuales además está claro que hay una resis- 
tencia del mercado español a absorberlas: 
alubias y garbanzos, y primar la exportación 
en una cantidad de 1.500 toneladas de cada 
producto, y por otro lado, ayudar a resolver 
un problema que se presenta siempre, pero 
que se presenta con carácter más agudo en 
los momentos de tensión de liquidez, que es 
el problema de la financiación de las salidas 
de la cosecha. Estas medidas, no precipita- 
das, porque eran las que siempre recomen- 
d6 el FOIRPPA y que no emn necesarias has- 
ta el momento en que la cosecha se hubiera 
producido, consistían esencialmente en finan- 
ciar el mantenimiento, en manos de los pro- 
ductores, de stocks suficientes como para per- 
mitirles descongestionar el mercado e irles 
dando salida al mismo en función de la evo- 
lución de dicho mercado. A esto apunta la 
financiación de inmovilización de hasta 14.000 
toneladas de alubias y hasta 10.000 toneladas 
de garbanzos, hasta el 15 por ciento de la co- 
secha nacional en un lado y hasta el 20 por 
ciento de la cosecha nacional en el otro. 

En cuanto a La última cuestión que el se- 
ñor interpelante plantea, una Orden de octu- 
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bre de 1977, con fecha de entrada en vigor 
del 1 de enero del presente año, establece 
las normas de caiidad a las que deben ajus- 
tarse las legumbres envasadas. Son unas nor- 
mas que determinan las características sani- 
tarias de los envases, determinan tambiém las 
características de la calidad comercial del 
producto y, asimismo, las menciones que en 
los envases deben incluirse y la veracidad de 
las mismas. (Por supuesto, los servicios de mi 
Ministerio inspeccíman y atienden las denm- 
cias que en este terreno son recibidas. YO le 
diría que aproximadamente casi medio cen- 
tenar de expedientes se han abierto por pro- 
blemas de aplicación de esta norma y que 
eproximadamente en la mitad de los mismos 
ha remído decisión sancionadora por exis- 
tir incorrecciones en el envasado o en el eti- 
quetado de los productos y, por supuesto, toda 
denuncia que en este sentido se reciba será 
debidamente tramitada. 

En cuanto a los márgenes de los precios en 
estos.productos, rige la libertad, tanto en la 
formación de precios ia nivel productor como 
en la formación de precios a nivel mayorista 
y a nivel detallista. Lo que sí hay que indicar 
es que los precios al consumo han reflejado, 
de forma aproximada, en los últimos meses 
las variaciones que en los precios al produc- 
tor se han producido. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): ¿Desea el señor Fraga hacer uso de la 
palabra después de la declaración del Go- 
bierno? (Pausa.) Tiene la palabra el señor 
Fraga. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, si yo he 
entendido bien las palabras del señor Minis- 
tro de Comercio, creo que se considera satis- 
fecho con la situación o bien que no consi- 
dera que sea posible hacer nada y, por tanto, 
debo entender que no se propone hacer nada 
y por lo mismo tengo que declararme seri:t- 
mente insatisfecho. Yo he pateado la zona del 
Orbigo, de La Bañeza, y puedo asegurarle qi'e 
las cifras son exactas, si acaso inferiores a Ii 
realidad, y lamento muy de veras que los ser- 
vicios del Ministerio no dispongan de ellas y 
que las divergencias que hay estén claramente 

en el sentido de que el señor Ministro no está 
bien informado. Hay ciertamente incertjdum- 
bre sobre todo esto, pero lo que está claro es 
que no porque sea un tipo de cosecha no re- 
gulada no tengamos obligación de saber lo 
que pasa y de actuar sobre esto. 

Respecto a las subidas de precios, que se 
ha dicho que han llegado a ser el doble para 
los agricultores en los últimos años, yo ya 
dije en esta Cámara en otra ocasión, desde el 
punto de vista del consumo, que han sido de 
cinco veces para el consumidor, lo cual reve- 
la también que otras medidas que son propias 
del Ministerio de Comercio posiblemente no 
se han realizado. 

Se trata, al parecer, de importaciones li- 
bres. Bien. Todos sabemos lo que hacen todos 
los países cuando de importaciones libres se 
trata y que perjudican gravemente a un ra- 
mo de la producción nacional con exceden- 
tes. Yo jamás estaré porque suban los precios, 
porque no haya producto, pero cuando los 
excedentes son bastante importantes, toda 
clase de medidas fitosanitarias y de otro tipo 
pueden y deben ser aplicadas y son aplicadas 
por todos los países, y afirmo que en este 
caso, sin ninguna clase de pactación, porque 
efectivamente vienen los porotos argentinos 
con gorgojos. De modo que, en definitiva, no 
puede tampoco decirse que la exportación es- 
tá bajando porque esté mejor el mercado na- 
cional. No está mejor, puesto que ha habido 
que financiar, insuficientemente, las llamadas 
inmovilizaciones; lo que ocurre es que no so- 
mos competitivos por la subida gravísima dz 
los costes. 

Todo el mundo sabe que los precios agra- 
rios son mucho menos elásticos que los de los 
abonos o los de los productos industriales. 
Y, como ya he mencionado, la subida absolu- 
tamente injustificada de la cotización del dó- 
lar (porque estamos apreciando con exceso el 
valor de la peseta) es un gravísimo obstácu- 
lo para la exportacibn. 

En definitiva, se ha reconocido quz las me- 
didas han sido insuficientes. Se ha indicado 
que no se puede tomar otras. Por lo tanto, me 
veo obligado a presentar una moción, propo- 
niendo algunas medidas a la consideración de 
la Cámara. Muchas gracias, señor Presidente, 
señoras y señores Diputados. 
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6 )  SOBRE HECHOS ACAECIDOS LOS 
DIAS 7 Y 8 DE OCTUBRE EN LA CIU- 
DAD DE SANTA COLOMA DE GRAMA- 
NET (DEL SEÑOR MARTIN TOVAL). 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): La interpelación siguiente corresponde a 
la presentada por el Grupo Socialistas de Ca- 
taluña, y en su nombre por el señor Martín 
Toval, sobre los hechos acaecidos los días 7 
y 8 de octubre en la ciudad de Santa Coloma 
de Gramanet, publicada en el ((Boletín Oficial 
de las Cortes Generales)) número 169-1, se- 
rie D, de 25 de octubre. El Grupo interpelante 
ha comunicado a esta Presidencia la imposi- 
bilidad de asistencia de don Eduardo Martín 
Toval y la sustitución por don Rodolfo Gue- 
rra Fontana. 

Tiene la palabra el señor Guerra Fontana. 

El señor GUERRA FONTANA: Señor Pre- 
sidente, Señorías, esta interpelación se con- 
creta en unos hechos acaecidos en la provin- 
cia de la vecina ciudad de Barcelona, en San- 
ta Coloma de Gramanet, en los días 7 y 8 del 
mes de octubre, en la campaña electoral pa- 
ra el referéndum sobre el Estatuto de Cata- 
luña. 

En dicha ciudad había sido convocada una 
manifestación bajo la denominación de ((Mar- 
cha Azul)). Dicha manifestación estaba orga- 
nizada por Falange Española de las JONS y, 
según decían, en desagravio por la retirada de 
algunos monumentos a los Caídos. 

La celebración de esta manifestación ha- 
bía sido desaconsejada por el Consistorio de 
esta ciudad por existir filtraciones de que en 
la misma se iban a producir grandes desór- 
denes, tanto por la posibilidad de que se iban 
a portar armas de diversos estilos como por 
la actitud provocativa que en momentos de 
la campaña electoral para el referéndum sobre 
el Estatuto de Cataluña podía tener conse- 
cuencias negativas para la finalidad de dicha 
campaña y podía producir un mayor apasio- 
namiento que ya se había despertado en la 
población ante las cuestiones propias de una 
campaña electoral. 

El consejo del Consistorio no fue atendido 
por la autoridad gubernativa, y los hechos 
se produjeron desgraciadamente como, segú.1 
parece, el Consistorio ya había previsto. 

El caso es que a su paso por la referida 
población, los integrantes de la citada «Mar- 
cha» se mostraron, como ya era sabido que 
se iba a hacer, provistos de diversas armas 
(porras, látigos, sables, lanzas y pistolas) y 
vestidos, además, según es costumbre en ellos, 
con uniformes azules paramilitares. En la zo- 
na donde había estado situado el Monumento 
a los Caídos, los ((marchistdsn se dirigieron y 
enfrentaron contra personas concentradas o 
que pasaban por la zona. 

Consecuencia de estos lamentables hechos 
fueron dos heridos de bala, uno de ellos de 
cierta gravedad, llamados Miguel Rodríguez 
López y José Bandrin Prieto. 

Al mismc tiempo, también es de lamentar 
que, muy a pesar de haber estado avisado el 
Gobernador del tipo de manifestacion que 
iba a tener lugar, así como de la posibilidad 
de que llevaran armas u otros objetos de tipo 
ofensivo, los miembros de la Comisaría de 
Policía, las Brigadas de Orden Público que 
asistieron, mantuvieron una actitud pasiva 
que consta en un reportaje fotográfico que 
obra ya en poder de dicha Comisaría de Po- 
licía de Santa Coloma de Gramanet. 

Sin embargo, esta actitud, que se ha regis- 
trado como pasiva, con referencia a los indi- 
viduos que componían esta marcha azul, no 
se mantuvo, en cambio, contra otros ciuda- 
danos que había por allí, pertenecientes a par- 
tidos políticos de la denominada izquierda ex- 
traparlamentaria. Por todo ello, interpelamos 
al señor Ministro del Interior: A) Sobre la 
actitud del Gobernador Civil de Barcelona 
autorizando una marcha o manifestación en 
pleno período de campaña para el referéndum 
del proyecto de Estatuto de Autonomía de 
Cataluña y pese a las consideraciones con- 
trarias que previamente se le habían formu- 
lado por el Ayuntamiento de Santa Coloma 
de Gramanet. B) Sobre la conducta de las 
Fuerzas de Seguridad Ciudadana y Orden Pú- 
blico que, según los datos y testimonios co- 
nocidos, actuó enérgicamente contra los con- 
centrados a convocatoria de partidos políti- 
cos de la llamada izquierda extraparlamenta- 
ria sin hacerlo frente a los manifestantes de 
extrema derecha armados, en algunos casos, 
de pistolas y vestidos con prendas militares, 
y C )  sobre la actitud y posición del Departa- 
mento en la exigencia del cumplimiento de la 
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normativa vigente, prohibitiva de la utiliza- 
ción, por organizaciones políticas, de vesti- 
mentas o uniformes paramilitares y del uso 
de amas .  Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): En nombre del Gobierno, el señor Minis- 
tro del Interior tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Ibá- 
ñez Freire): Señor Presidente, señoras y sc- 
ñores Diputados, en relación con la interpe- 
lación, formulada por el Diputado don Eduar- 
do Martín Tova1 y expuesta por don Rodolfo 
Guerra sobre los hechos acaecidos los días 7 
y 8 del pasado mes de octubre en la ciudad 
de Santa Coloma de Gramanet con ocasión 
de una concentración convocada por el par- 
tido político Falange Española de las JONS, 
quiero expresar, muy sinceramente, mi con- 
vicción de que tanto el Gobernador Civil de 
Barcelona como los miembros de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad del Estado, actuaron 
en estricto cumplimiento de la legalidad vi- 
gente y aplicando, en todo momento, lo pre- 
ceptuado en el articulo 21 de la Constitución, 
que regula el derecho de reunión y manifes- 
tación. 

A fin de proceder con rigor y sistemática 
a una más clara y completa exposición de los 
hechos, me interesa subrayar, con carácter 
previo, las siguientes puntualizaciones: Pri- 
mera, el derecho de reunión y manifestación 
es una de las libertades públicas fundamenta- 
les consagradas en la Constitución española 
de 1978, cuya protección jurisdiccional se rc- 
gula en la Ley 62/1978, de 26 de diciembre. 
Segunda, para el ejercicio de este derecho no 
es necesaria autorización previa por parte de 
la autoridad gubernativa. Tercera, cuando el 
referido derecho se pretende ejercitar en lu- 
gares de tránsito público, como en el caso que 
nos ocupa, o a través de manifestaciones, sólo 
se exige la previa comunicación a la autori- 
dad, requisito éste que ha sido cumplido en 
tiempo y forma por el partido político, legal- 
mente constituido, Falange Española de las 
JONS, en escrito dirigido al Gobernador Ci- 
vil de Barcelona, donde se especifica la fina- 
lidad y el objeto de dicha reunión. Concreta- 
mente, decía, celebrar una concentración- 
mitin el día 7 de octubre en Santa Coloma de 

Gramanet con la finalidad de realizar una 
ofrenda floral, rezar unas oraciones y pro- 
nunciar unas palabras ante el lugar donde an- 
teriormente estaba erigido el denominado 
Monumento a los Caídos. Cuarta, la legisla- 
ción vigente no prohíbe la celebración de es- 
tos actos de concentración en período de cam- 
paña del referéndum, siempre y cuando los 
fines de los mismos no se refieran a propa- 
ganda sobre tal materia. 

Expuesta la regulación esencial del ejerci- 
cio del derecho de reunión, paso a analizar 
las tres cuestiones planteadas por el señor 
interpelante a fin de mostrar a Sus Señorías 
los fundamentos de hecho y de derecho que 
confirmarán la correcta actuación en el tema 
objeto de debate, tanto por parte del Gober- 
nador Civil como de las Fuerzas de Seguii- 
dad del Estado. 

Sobre la primera cuestidn planteada por el 
señor Diputado en relación con la actitud del 
Gobernador Civil de Barcelona autorizando 
la supuesta manifestación en pleno período 
de campaña para el referéndum del proyecto 
de Estatuto de Autonomía para Cataluña, con- 
sidero necesario poner de manifiesto los si- 
guientes tres aspectos: 

Primero, como se desprende de las puntua- 
lizaciones que acabo de formular ante Sus 
Señorías, al amparo de la legislación vigente, 
reguladora del derecho de reunión y del pre- 
cepto constitucional anteriormente citado, un 
partido político legalmente constituido -en 
este caso Falange Española de las JONS- 
comunicó previamente al Gobierno Civil de 
Barcelona la convocatoria para el 7 de octu- 
bre de una concentración en el lugar donde 
anteriormente estaba erigido el denominado 
Monumento a los Caídos de Santa Coloma de 
Gramanet. El Gobierno Civil de Barcelona en 
ningún momento autorizó ninguna marcha o 
manifestación, ya que, como se establece en 
el texto constitucional, la autoridad se limita 
a recibir la comunicación de los organizado- 
res de la reunión o manifestación, pudiendo 
prohibirla solamente en el caso de que exis- 
tan razones fundadas de alteración del orden 
público con peligro para personas o bienes. 

Segundo, frente a la consideración del se- 
fior Diputado interpelante de que la supuesta 
autorización de la manifestación se produjo 
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en pleno período de campaña para el referén- 
dum del proyecto de Estatuto de Autonomía 
de Cataluña, debo manifestar que el Real De- 
creto 2.550/1978, de 3 de noviembre, sobre 
el ejercicio del derecho de reunión durante la 
fase de consulta de referéndum constitucio- 
nal, vigente a estos efectos, dispone que las 
reuniones en locales abiertos al uso público 
en forma de manifestación, marcha, séquito, 
cortejo o cualquier otra modalidad similar no 
se autorizará para los fines de propaganda 
constitucional o del referéndum. Es decir, esta 
norma prohíbe expresamente las reuniones, 
que pudiéramos denominar itinerantes, con fi- 
nes de propaganda sobre la materia objeto del 
referéndum. Tanto la modalidad de la reunión 
convocada por Falange Española de las 
JONS -se trataba de una concentración- 
como los fines de la misma, precisados por 
sus promotores en el escrito de comunicación 
dirigido al Gobernador Civil de Barcelona, a 
los cuales ya he hecho referencia, quedaban 
fuera de las limitaciones impuestas por la 
normativa citada para el ejercicio del derecho 
de reunión durante la campaña del r e f e r h -  
dum. 

Tercero, respecto a la apreciación del señor 
interpelante de que tal concentración se au- 
torizó pese a las consideraciones contrarías 
formuladas por el Ayuntamiento de Santa 
Coloma de Gramanet, quiero puntualizar que, 
según he podido comprobar reiteradas veces, 
y esta misma mañana con el señor Goberna- 
dor Civil de Barcelona, tales consideraciones 
se concretaron en una toma de posición po- 
lítica contraria al signo de quienes pretendían 
manifestarse, coincidente con una campaña de 
izquierda extraparlamentaria en contra a que 
la concentración se llevase a cabo adoptando 
una actitud exclusivista. El Gobernador Civil 
de Barcelona estimó que tales consideraciones 
del Ayuntamiento de Santa Coloma de Gra- 
manet no eran fundamento suficiente para 
ordenar la prohibición de un acto a un parti- 
do legalmente constituido que había cumpli- 
do los requisitos legales en su comunicación 
del acto. Estimo que la conducta del Gober- 
nador Civil respondió a planteamientos de 
absoluta legalidad, imparcialidad y objetivi- 
dad al procurar proteger el ejercicio del lc- 

gitimo derecho de un partido político, legali- 
zado, a reunirse para un fin lícito. 

En la segunda cuestión de la interpelación 
se ha insinuado una posible discriminación, 
por parte de las Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado, a la hora de disolver manifestaciones 
ilegales según las convoquen grupos de iz- 
quierda extraparlamentario o de extrema de- 
recha. 

En relación con los hechos que estamos 
analizando, puedo demostrar que tal afirma- 
ción no se ajusta a la realidad de los mismos. 
Una breve referencia a la actuación de las 
Fuerzas de Seguridad del Estado, en los ci- 
tados acontecimientos, despejará cualquier 
duda que pueda existir al respecto. 

Por el Gobierno Civil de Barcelona se or- 
denó la presencia de Fuerzas de la Policía 
Nacional en un lugar inmediato al señalado 
para la celebración del acto, convocado para 
el día 7 de octubre, con el fin de proteger el 
ejercicio legítimo del derecho de reunión a 
los partidos políticos y, en su caso, garantizar 
la seguridad ciudadana, dando así exacto cum- 
plimiento a la misión que el artículo 104 de la 
Constitución asigna a las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado. Esta previsión fue 
acertada por cuanto la presencia de un grupo 
de extremistas, que se oponía a que el acto se 
celebrara, dio como consecuencia el enfren- 
tamiento entre dicho grupo y una parte de 
los asistentes a la concentración. La Policía 
Nacional intervino ejerciendo su autoridad y 
disolviendo a los contendientes de ambos ban- 
dos, resultando, como consecuencia, dos Poli- 
cías Nacionales con lesiones de carácter leve 
y menos grave, respectivamente. 

De las diligencias practicadas se pueden 
deducir las siguientes conclusiones: Primera, 
no se ha podido comprobar que los asisten- 
tes a la concentración fueran vestidos con 
prendas paramilitares, si bien portaban cami- 
sas azules, emblemas y banderas pertenecien- 
tes al referido partido político. Segunda, como 
resultado de las investigaciones practicadas 
para la identificación del autor o autores de 
los disparos efectuados que ocasionaron he- 
ridas a José Pradín Prieto, se logró la identi- 
ficación, por funcionarios del Cuerpo Superior 
de Policía, del presunto autor de los disparos, 
José Pumarola Pérez, así como de otros tres 
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, señor Ministro, para que vea que no se trata 
! de sorprender la buena fe de nadie), que hubo 

militares de organizaciones de extrema dere- 
cha que habían participado en los incidentes. 
Todos ellos fueron puestos a disposición de 
la autoridad judicial correspondiente. 

En cuanto a la tercera cuestión sobre la que 
se interpela, quiero hacer hincapié en que el 
Ministerio del Interior y, por ende, los Go- 
bernadores Civiles, que son quienes garanti- 
zan en cada provincia el ejercicio concreto 
del derecho de reunión, no pueden mantener 
otro criterio que el de aplicar estrictamente 
la norma constitucional sobre el ejercicio del 
citado derecho, por lo que la posible apari- 
ción durante su desarrollo de cualquier forma 
de violencia obliga a su disolución inmediata. 

Refiriéndome a la utilización por organiza- 
ciones políticas, en reuniones o manifestacio- 
nes, de uniformes paramilitares, rige la Orden 
de 8 de junio de 1938, que prohibe terminan- 
temente tal tipo de indumentaria. Este cs el 
criterio del Ministerio del Interior que se 
transmite por orden ministerial a los Gober- 
nadores Civiles de cada una de las provin- 
cias. Lo que no puede, por el contrario, pro- 
hibir ninguna norma es la asistencia a los ac- 
tos públicos de un partido político legalmen- 
te reconocido con sus símbolos, emblemas Y 
distintivos identificadores. 

En resumen, considero que la autoridad gu- 
bernativa y los Cuerpos de Seguridad han ac- 
tuado en el marco estricto del más absoluto 
respeto a la Constitución y a la ley. Creo, 
pues, que en el ámbito de la competencia gu- 
bernativa no se ha producido negligencia ni 
discriminación alguna y que se ha actuado 
con toda diligencia para el restablecimiento 
del orden y la detención de sus perturbadores 
poniéndolos a disposición de la autoridad ju- 
dicial, como así, efectivamente, se hizo. Al 
hacerlo así, señoras y señores Diputados, se 
ha interpretado y cumplido correctamente lo 
que demanda un auténtico Estado de Dere- 
cho. Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE - (Fraile Pou- 
jade): Tiene la palabra el señor Guerra Fon- 
tana en segundo turno. 

?arte, con otras referencias que tiene este 
Diputado y con los hechos mismos, algunos 
admitidos en parte por el señor Ministro. 

Veamos: en el Ayuntamiento de Santa Co- 
loma constan unas actas en las que se dis- 
sute sobre esta próxima manifestación y se 
declaran los temores no de que vaya a des- 
merecer porque sea una manifestación o un 
acto político de tipo contrario al objeto a que 
estaban dedicadas las fuerzas políticas en 
aquellos días, que era la propaganda -por- 
que había propaganda favorable, contraria o 
abstencionista al referéndum-, sino por las 
referencias que se tenían de que iba a ser lo 
que históricamente, dentro del terreno de Fa- 
lange Española y de otras organizaciones simi- 
lares, se denominaba una marcha, o sea, una 
formación de tipo más o menos paramilitar 
en que se iba a proceder a una serie de pro- 
testas. Ya teníamos otros antecedentes en Ca- 
taluña, en Vilassar de Mar y en otros lugares, 
donde me parece que también tuvo que inter- 
venir la fuerza pública. 

Es indudable que al ostentar unas mismas 
camisas, un mismo tipo de pantalón, un mis- 
mo tipo de correaje y unas insignias, por los 
conocimientos de jurisprudencia que este Di- 
putado en estos momentos recuerda somera- 
mente, ésos son uniformes paramilitares, a no 
ser que fueran prendas deportivas - e n  este 
caso no serían paramilitares-, pero correa- 
je y prendas exteriores que guardan unifor- 
midad son uniformes paramilitares, si nc, se- 
rían militares o de otro tipo, y en este caso el 
supuesto era diferente. 

Es cierto que la policía, con posterioridad 
a los hechos, no sé si fue concretamente la 
Policía Nacional o la Brigada de Información, 
actuó con la debida diligencia y capturó in- 
mediatamente a los responsables de los dis- 
paros que allí se efectuaron. Pero tampoco es 
menos cierto (hay testimonios gráficos que 
aunque yo, como no era el Diputado que ini- 
cialmente hizo la interpelación, no los tengo, 
pero, por intereses particulares de que se es- 
clarezcan los hechos por parte del Ministerio 
del Interior, se los podemos ofrecer al propio 
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unos señores que son portadores de dichas 
prendas y además de diversos tipos de armas, 
algunas, por otra parte, muy ostensibles, co- 
mo látigos, sables, lanzas y porras, las pisto- 
las no tanto, antes de producirse la interven- 
ción de la fuerza pública. La fuerza pública 
interviene cuando se produce, segiín las re- 
ferencias que yo tengo, el enfrentamiento en- 
tre los extraparlamentarios y la extrema de- 
recha, aunque antes de ese momento los que 
estaban allí concentrados, marchosos, o como 
se les quiera denominar, eran portadores de 
uniformes y de objetos agresivos, de armas 
ofensivas que no está autorizado portar en 
manifestaciones, según ley -ahora no re- 
cuerdo la fecha- aprobada por este Parla- 
mento a través de la Comisión de Justicia, de 
la que yo formo parte. 

Nosotros creemos que, bien por considera- 
ciones de prudencia o por las que fueran, de 
hecho, por las fuerzas de Orden Público (a lo 
mejor tampoco estaba previsto por el Mi- 
nisterio del Interior o por el Gobernador Ci- 
vil que pudieran producirse tal tipo de ma- 
nifestaciones con esas armas), se mostró en 
algún momento una pasividad, tal vez porque 
no tenían instrucciones y no sabían qué ha- 
cer ; pero el hecho es que se produce esa pa- 
sividad y, sin embargo, tiene lugar la inme- 
diata represión de los grupos de extrema iz- 
quierda que en este caso, al menos que yo 
sepa, no eran portadores de ningún arma de 
tipo ofensivo. 
Yo no quiero significar con esto que hubie- 

ra una premeditada discriminación de tipo 
político, pero de hecho sí la hubo, aunque pu- 
dieran ser otras las razones; tal vez que era 
más fácil disolver a los hombres que no lle- 
vaban armas que a los que las Ilevaban, lo 
cual me parece injusto, porque se debe perse- 
guir a aquel grupo que teóricamente es más 
peligroso en aquellos momentos para la se- 
guridad ciudadana, y por las fotografías pa- 
rece ser que quienes en aquellos momentos 
eran más peligrosos para la seguridad ciuda- 
dana eran los militantes de extrema derecha, 
que iban indebidamente armados, en unas si- 
tuaciones que están perfectamente previstas 
y tipificadas en la actualidad como delicti- 
vas. 

Sabemos también que no ha sido norma en 

Cataluña, por parte de su Gobernador no hay 
ningún precedente de estos hechos, pero esta 
vez se han producido, están aquí y nosotros 
hemos tenido la obligación y el deber de po- 
nerlos en conocimiento de esta Cámara y del 
señor Ministro del Interior, para evitar, en 
lo posible, su repetición en otras ocasiones. 

En todo caso, nosotros consideraremos tam- 
bién las alegaciones hechas por el señor Mi- 
nistro y la oportunidad o no de verificar en 
su momento la oportuna moción. Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): El señor Ministro del Interior tiene la 
palabra. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Ibá- 
ñez Freire) (desde los escaños): En relación 
con su exposición, quiero expresar al señor 
Diputado mi gratitud por la buena disposicidn 
que he advertido en sus palabras para cola- 
borar con el Ministerio del Interior, al objeto 
de que se esclarezcan estos y otros actos si- 
milares y, como consecuencia, puedan exigir- 
se las responsabilidades que, en cada momen- 
to, haya lugar. Nada puede desear más el Mi- 
nisterio del Interior que poseer esa colabo- 
ración. Por ello quiero expresarle mi más pro- 
funda gratitud. 

Ciertamente que las manifestaciones que el 
Ayuntamiento de Santa Coloma de Grama- 
net hizo previamente al señor Gobernador 
fueron interpretadas por éste no como una 
alarma de que pudiera haber desórdenes pú- 
blicos importantes, porque de haber sido así, 
estoy seguro de que hubiese prohibido el ac- 
to, como así sucedió después de este hecho, 
ante otras manifestaciones que estaban igual- 
mente programadas. Con esto quiero suponer 
que si en este caso se hubiese advertido una 
denuncia de hechos que francamente tuvie- 
sen credibilidad bastante y se pudiera sospe- 
char que iban a producir alteraciones, sin du- 
da que se hubiesen evitado. 

En cuanto a la pasividad de las Fuerzas de 
Orden Público, mucho le agradeceré a Su Se- 
ñoría que me proporcione esas fotografías que 
manifiesta, porque tenga la seguridad de que 
las Fuerzas de Orden Piíblico, como norma 
general, atienden siempre con la misma soli- 
citud, cuando se trata de resolver problemas 
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de orden, tanto en un sentido como en otro 
y que procuran actuar siempre con la máxi 
ma objetividad, como es su obligación y comc 
sus mandos les han de exigir. Nadie está exen 
to de poder, en algún momento, cometer UI 

error, y si en este caso se cometió y quedr 
demostrado que así se hizo, se exigirán la! 
responsabilidades a que haya lugar. 

Por supuesto, agradezco muchisimo hayt 
puesto de manifiesto que no ha sido normz 
del Gobernador el proceder parcialmente, sinc 
que habitualmente ha procedido con la equi. 
dad que el señor Diputado ha puesto de re. 
lieve. Le agradezco mucho estas manifesta 
ciones, y crea que si en este caso hubo algún 
error, estoy deseando poderlo comprobar pa- 
ra proceder en consecuencia. Nada más y mu- 
chas gracias. 

El señor GUERRA FONTANA (desde los 
escaños) : Muchas gracias, señor Ministro. 

7) SOBRE CONTROL DE TRAFICO AEREO 
(DEL SEROR GUERRA FONTANA). 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de) : Interpelación sobre control del tráfico 
aéreo, de don Rodolfo Guerra Fontana, pu- 
blicada en el «Boletín Oficial de las Cortes 
Generales)) número 171, de 25 de octubre. 
El señor Guerra Fontana vuelve a tener la 
palabra. 

El señor GUERRA FONTANA: Señor Pre- 
sidente, Señorías, estoy aquí otra vez, doble- 
mente, por haber intervenido antes y por ser 
también la segunda interpelación que, en pre- 
ocupación por la seguridad del tráfico aéreo, 
hago en esta Cámara. 

Hace más de un año, el 19 de abril de 1978, 
tuve aquí, más que una interpelación, un ama- 
ble diálogo -calificaría yo- sobre la mate- 
ria, con el entonces Ministro de Transportes, 
que es quién también ostenta ahora dicha 
cartera. Tuvimos nuestras discrepancias, pe- 
ro también tuvimos puntos coincidentes. Uno 
de estos puntos coincidentes, que se conside- 
ró de cierta gravedad, fue la falta de perso- 
nal dedicado al control del tráfico aéreo. 

La seguridad del tráfico aéreo, sobre todo 
en los momentos de mayor delicadeza, de 
mayor peligro, que son los de despegue y 
aterrizaje de aviones, así como el del tráfico 
por encima de los aeropuertos, está en fun- 
ción de que sea debidamente atendido dicho 
servicio por el personal que tiene a su cargo 
ese cometido, que son los controladores aé- 
reos. 

España -lo hice constar ya el 19 de abril 
de 1978- tenía y tiene un problema grave 
en dicha materia, que es sobre el que, en 
parte, me quejo. 

Barcelona tiene unos 350.000 vuelos anua- 
les, otros tantos Madrid y 150.000 Las Pal- 
mas. Divididos estos vuelos anuales entre los 
controladores que tienen a su servicio las to- 
rres destinadas al efecto en Madrid y Bar- 
celona, corresponden 3.800 en Madrid y 3.500 
En Barcelona. Quizá las cifras no sean exac- 
tas, son estadísticas del año 1977, pero las 
referencias que tengo de los controladores aé- 
'eos pertenecientes a nuestro sindicato UGT 
son que no ha habido una entrada masiva de 
:ontroladores aéreos que haya alterado báci- 
:amente estas cifras, por lo que continúan es- 
:ando sobrecargados en la prestación del con- 
:rol & estos vuelos. 

En el año 1973 se hizo una previsión para 
lue al cabo de cinco años, en 1978, también 
?n mérito de las perspectivas de incremento 
le tráfico de vuelos, las cifras de controlado- 
'es - e n  aquellos momentos muy bajas, me 
larece que eran 400- pasaran a 1.500. 

Tengo que ser objetivo y reconocer que he 
!stado buscando estadísticas sobre la materia, 
Bero no las hay, o no las he sabido encontrar, 
lue todo cabe. No somos infalibles, ahora 
,ien, las referencias de mis informadores son 
lue no estamos en los 1.500 controladore, que 
ue la cifra que por la propia Administración 
e consideró aconsejable para atender debi- 
lamente tan delicado, serio y grave servicio 
le1 control aéreo. Según parece, estamos tan 
610 bordeando los 1.000 controladores y fal- 
an 500 más. 

El señor Ministro me prometió alcanzar es- 
a cifra. Yo creo en su palabra y estoy seguro 
e que habrá hecho lo posible y lo imposible 
ara lograr su promesa. Me gustaría mucho, 
ntre otras razones porque volaría más tran- 



quilo esta noche o mañana, que dichas pre- 
visiones ya estuvieran cumplidas, que yo fue- 
ra víctima de una mala interpretación, aun- 
que de buena fe, por parte de alguien, y que 
los vuelos a vigilar por cada controlador fue- 
ran menos numerosos, con relación a los que 
tienen ahora o a los que a mí se me han 
comunicado. 

De todas formas, no se trata sólo de exigir 
lo que en otra legislatura se nos había dicho 
que se atendería, sino de tener en cuenta tam- 
bién una preocupacidn básica, y es que las 
perspectivas de incremento de los vuelos -e1 
señor Ministro de Transportes las conoce me- 
jor que yo- son verdaderamente notables, en 
particular con relación al año 1982, en que 
se celebrarán los Mundiales de Fútbol. Estos 
Mundiales de Fútbol exigirán a nuestro país 
muchos esfuerzos en diversas materias : hos- 
telería, instalaciones deportivas, etc., pe- 
ro también ias exigirá en una materia muy 
concreta y trascendental, que es facilitar los 
debidos medios de transporte para que las 
perspectivas de espectadores o de asistentes 
a dichos Mundiales puedan ser atendidas co- 
rrectamente, sin desmerecimiento del crédito 
que tiene nuestro país en materia turística, y 
que esperamos tenga también en materia de- 
portiva y de organización ante el año 82. 

Por ello que requerimos en esta interpela- 
ción al señor Ministro de Transportes que 
nos dé explicación de qué perspectivas hay en 
este terreno y qué medidas se han adoptado 
y se van a adoptar para adecuar el número 
de controladores aéreos a las exigencias del 
tráfico, de acuerdo con las cifras y referen- 
cias que la OACI tiene internacionalmente es- 
tipuladas, aunque sea a título indicativo. Mu- 
chas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jade): En nombre del Gobierno, tiene la pa- 
labra el señor Ministro de Transportes y Co- 
municaciones. 

El señor MINISTRO DE TRANSPORTES Y 
COMUNICACIONES (Sánchez - Terán Her- 
nández): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, por segunda vez dialogo desde es- 
ta tribuna con el Diputado señor Guerra Fon- 
tana que, ciertamente, ha mostrado en su vida 

3arlamentaria interés por el tema del tráfico 
iéreo y de la seguridad. 

En la interpelación que me efectuó en la 
interior legislatura coincidimos en muchas 
Losas, en otras no, y di una explicación de lo 
que pensaba hacer frente al problema plan- 
teado referente al número de controladores 
a 6 W S .  

Es cierto que las plantillas que se aproba- 
ron en el año 1974, sobre la base del año 1973, 
preveían un número total de 1.595 plazas de 
controladores aéreos, pero es igualmente cier- 
to que aquellos cálculos se hicieron en la eta- 
pa del «boom» del desarrollo económico occi- 
dental, con unas previsiones de tráfico supe- 
riores a las que la realidad de los últimos 
años ha dado, y no sólo superiores en cuan- 
to al número de viajeros, sino que la evolu- 
ción de la tecnología aeronáutica ha aumen- 
tado la capacidad de las aeronaves y, por lo 
tanto, a pesar del crecimiento del tráfico de 
viajeros, no ha sido acompañado éste por el 
de aeronaves. Quiero con esto decir que la 
cifra de 1.595 plazas, que se fijó a la vista de 
la evolución de la técnica aeronáutica y de la 
capacidad de tráfico se considera sobredimen- 
sionada. 

Cuando el señor Diputado me interpeló so- 
bre el número de controladores aéreos, anun- 
cié una medida eventual, una medida de emer- 
gencia: acelerar el tercer año de los tres cur- 
sos de formación que tienen los controlado- 
res aéreos. Esto ha permitido acelerar la 
formación y preparación de controladores 
aéreos, No obstante, el Ministerio ha entendi- 
do que tenía que replantearse este tema, y le 
ha dado ciertamente un nuevo planteamiento. 

No pueden establecerse cifras medias si- 
milares a las que ha citado el señor Guerra 
Fontana, porque el tráfico aéreo español tiene 
una estacionalidad muy acusada en horas, en 
días, en semanas y, sobre todo, en épocas ve- 
raniegas-punta, en las que, como sabe, se in- 
crementan las plazas de controladores en 
aquellos aeropuertos, en aquellos centros de 
control, como pueden ser Barcelona, Palma 
de Mallorca, etc., que están sometidos a un 
tráfico más intenso. Pero, en definitiva, ante 
el problema de formación de controladores, 
que es un tema difícil, porque exige una gran 
práctica y una gran experiencia de clases 
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prácticas en su formación, el Ministerio le 
ha dado un nuevo planteamiento, y me sol- 
prende que un Diputado conocedor de estos 
temas, y que los sigue con interés, no haya 
hecho referencia al Real Decreto 1.698/ 1979, 
de 29 de junio, en el que se ha modificado el 
Reglamento del Cuerpo de Controladores. 

En esencia, lo que hemos hecho es elevar 
el nivel de titulación exigida a los controla- 
dores aéreos y reducir a la mitad el plazo ne- 
cesario para su formación. De ser exigible an- 
teriormente el bachillerato superior, se ha pa- 
sado a exigir el título de diplomado universi- 
tario. Al acceder a la escuela especial de for- 
mación de controladores con un nivel de cono- 
cimientos teóricos superior, y con un nivel de 
formación superior, de los tres años que tar- 
daba la formación de un controlador, se ha 
pasado en el programa de formación al año y 
medio, dotándoles fundamentalmente de cono- 
cimientos prácticos y teóricos, concretamente 
orientados a las tareas de control del tráfico 
aéreo, lo cual permite que la capacidad de for- 
mación de sesenta controladores/año pase a 
ciento veinte controladores/año. Con lo cual, 
las necesidades previstas no s610 para el Mun- 
dial de 1982 que, en definitiva, tendrá unas 
puntas determinadas, ante determinados par- 
tidos, de Jumbos o superreactores, sino que las 
necesidades del tráfico español estarán aten- 
didas a partir del año 1982 con esta capacidad 
duplicada del número de controladores. 

En definitiva, la situación -hoy puedo dar- 
le todas las garantías al señor Guerra Fonta- 
na- es que se atiende con absoluta seguridad 
el control de tráfico aéreo. Nadie está libre de 
cualquier incidente, no sólo en España, sino en 
cualquier país, y el aumento de capacidad de 
controladores con la nueva regulación del de- 
creto sometido a aprobación, y aprobado por 
el Consejo de Ministros en junio de este año, 
permite duplicar la capacidad de formación de 
controladores y atender a las necesidades de 
la demanda de esta importante función que 
ejercen los controladores en el transporte aé- 
reo. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jade): El señor Guerra Fontana tiene la pala- 
bra. 

El señor GUERRA FONTANA: Señor Pre- 
sidente, Señorías, señor Ministro, siempre que 
he tenido el honor de interpelar al señor Sán- 
chez-Terán, después de sus contestaciones me 
encuentro mucho más descansado, esto es in- 
dudable, sobre todo cuando uno es cliente ha- 
bitual de lberia por imperativos de la función 
legislativa. 

Ahora bien, su contestación, que ha sido en 
muchos puntos aclaratoria, deja para mi unos 
huecos. Nos ha dado unas explicaciones que, 
efectivamente, son ciertas; el «boom» no ha 
ido adonde se preveía con excesivo optimis- 
mo en el anterior régimen, en 'cuanto al nú- 
mero de visitantes. Desgraciadamente en mu- 
chas cosas se equivocaron; en otras, afortu- 
nadamente, se equivocaron; en ésta, no. La 
capacidad de las aeronaves también ha hecho 
disminuir efectivamente el número de vuelos, 
pero ante esto hay que hablar de cifras. Creo 
que el número de controladores está ahora 
rondando los mil controladores; y tan sólo 
entre Madrid, Barcelona y Palma de Mallorca 
en el último año, a pesar de que hay una re- 
ducción con referencia al año 1978 que fue 
un año óptimo, debe haber una disminución 
de un 8 por ciento, aproximadamente, en el 
número de vuelos que se produjeron, como 
consecuencia, en particular, del turismo. 

A pesar de todo eso, el número de vuelos 
que registró España, tan sólo en dichos aero- 
puertos, ya debe rondar los 700.000 -según 
la información que he recibido-, que, habi- 
da cuenta del número total de controladores 
que hay en España, que son únicamente al- 
rededor de 900, y teniendo en cuenta el trá- 
fico de los otros aeropuertos, nos da también 
una cifra considerable del número de vuelos 
a atender por cada controlador. No soy una 
persona orgullosa y desearía, en contra de lo 
que pueda parecer, estar en un tremendo 
error y que no le tocara a cada controlador 
más allá de los ocho vuelos a controlar a la 
vez, que es la cifra aconsejada en todas las 
compañías internacionales dedicadas al con- 
trol de trafico aéreo, sindicatos, OACI, etc. 

Me queda aquí esta pequeña laguna. Yo 
consultaré con mis informadores porque, en 
contra de lo que cree el señor Ministro, no 
soy un superinformado en estas materias ni 
me dedico a seguir toda la legislación que se 
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promueve en el ramo; quizá debería hacerlo, 
pero me es imposible dado el resto del trabajo 
parlamentario a desarrollar. Por tanto, lo ten- 
dré que consultar, y si sus afirmaciones no 
vienen confirmadas por los controladores con 
los que tengo trato directo, presentaremos, 
en su momento, antes de los cinco días, la 
correspondiente moción. Muchas gracias. 

PREGUNTAS: 

A) SOBRE INSTALACION DE DESCARGA 

LAGA (DEL SEROR ARREDONDA 
CRECENTE). 

DE CRUDOS PETROLIFEROS EN MA- 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jade): Dentro del orden del día de los debates 
en el turno de interpelaciones y preguntas, 
procede, ya que son más de las siete, pasar 
al turno de preguntas, y, en consecuencia, 
queda para la semana próxima la interpela- 
ción sobre la situación actual y estado en que 
se encuentra el pueblo de La Línea (Cádiz), 
de don Alejandro Rojas-Marcos, que se inclui- 
rá en primer lugar en el orden del día de la 
próxima semana. 

La primera pregunta es la formulada por 
don Miguel Angel Arredonda Crecente, sobre 
instalación de descarga de crudos petrolíferos 
en Málaga, publicada en el «Boletín Oficial de 
las Cortes Generales)) número 58, de 15 de oc- 
tubre. 

El señor Arrendonda tiene la palabra. 

El señor ARREDONDA CRECENTE: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, la 
pregunta es puntual sobre un tema de la ciu- 
dad de Málaga, que tratamos ya cuando esta 
Cámara discutió el Programa Energético Na- 
cional. 

La ciudad de Málaga es una de las ciuda- 
des donde se almacena un mayor número de 
toneladas de hidrocarburos. En ella existen 
unas instalaciones de EN'PETROL y CAMPSA 
situadas, aproximadamente, a unos 500 me. 
tros unas de otras, que suponen una alta pe. 
ligrosidad para ese centro urbano de gran den 
sidad donde están ubicadas. 

Como dijimos también cuando hablamos del 
'lan Energético Nacional, en estas instalacio- 
les se han producido algunos incidentes que, 
.fortunadamente, no han sido de gravedad, y 
lue están reflejados en protestas del vecin- 
iario que habita alrededor de las instalacio- 
les, en el propio Gobierno Civil y en el Ayun- 
amiento de Málaga. 

Con independencia de otras consideracio- 
les, el Ayuntamiento de Málaga denunció en 
:1 año 1975 lo que podría ser un objetivo mi- 
itar en una conflagración bélica, y lo que su- 
Iondría para la ciudad de Málaga. 

Nosotros creemos, a la vez, que el Regla- 
nento de Seguridad en materia de hidrocar- 
>uros, de 1975, determina, entre otros requi- 
;itos, las distancias mínimas entre los depó- 
sitos y las zonas de libre concurrencia, extre- 
no éste que no tenemos la absoluta certeza 
ie que se observe en los supuestos contem- 
>lados en Málaga. 

Dada la peligrosidad manifiesta por su ubi- 
sación, como ya expresamos en otra inter- 
vención, ahora lo que proponemos y solicita- 
mos del Gobierno es que exprese ante la Cá- 
mara el plazo que tiene previsto para trasla- 
dar estos depósitos, así como la explicitación 
de un plan técnico económico-financiero so- 
bre dicho traslado de la ciudad de Málaga. 
Pero fundamentalmente -y eso sería impor- 
tante- solicitamos a la vez que haya una 
información pública a la ciudad de Málaga 
sobre la situación de los depósitos y la peli- 
grosidad de las instalaciones actuales. Y en 
tanto no se hiciera este plan o no se llevara 
a la práctica, que se girara una inspección, de 
acuerdo el Ministerio correspondiente, en este 
caso el Ministerio de Industria, con el Ayun- 
tamiento y la propia Delegación del Minis- 
terio en Málaga, interviniendo también la 
Consejería de la Junta de Andalucía, con ob- 
jeto de que se miraran las medidas de segu- 
ridad que en este momento existen y las di- 
ferentes reglamentaciones que afectan a ins- 
talaciones de este tipo. 

Creemos que con ello lo que estaríamos 
haciendo sería prevenir más que curar. Es 
decir, que no hubiera en el futuro un proble- 
ma que tuviera consecuencias desagradables 
para los habitantes de la zona, de la propia 
ciudad de Málaga. 
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Aparte de estos depósitos, como también 
sabe el señor Ministro y el Ministerio de In- 
dustria, la descarga se produce delante del 
puerto de Málaga. Como consecuencia de ello, 
si hubiera cualquier tipo de accidente sería 
grave para las costas, para la propia ecología 
de una ciudad y de una zona que es funda- 
mental de cara al turismo. Además, si  hubie- 
ra un accidente en una zona como es la del 
Estrecho de Gibraltar, con una alta densidad 
de tráfico de barcos, insisto, sería grave, co- 
mo se ha podido comprobar con los últimos 
incidentes de colisión de barcos que han ocu- 
rrido cercanos al puerto de Máiaga. 

En definitiva, la pregunta es muy sencilla 
y la concreto en lo siguiente: ¿Cuándo se van 
a trasladar los depósitos situados en el casco 
urbano de Málaga? Nada más y muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pou- 
jade): En nombre del Gobierno, el señor Mi- 
nistro de Industria y Energía tiene la pala- 
bra. 

El señor MINISTRO DE INDUSTRIA Y 
ENERGIA (Bustelo y García del Real): Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Senadores, 
perdón, señores Diputados ; tengo tantas in- 
terpelaciones y preguntas que a veces olvido 
en qué Cámara estoy. 

Con respecto a la pregunta que acaba de 
exponer el Diputado Andalucista don Miguel 
Angel Arredonda, debo manifestar, en primer 
lugar, que el terminal en Málaga del oleoduc- 
to Málaga-Puertollano se construyó entre 
1963 y 1966 en el emplazamiento recomenda- 
do por la Corporación Municipal de la época. 

Los terrenos fueron elegidos en un área re- 
lativamente próxima a la ciudad de Málaga, 
por considerarse entonces zona industrial 
dentro del Plan de Ordenación Urbana, en con- 
tra del criterio sustentado por la Empresa 
«Calvo Sotelo», antecesora de Enpetrol, que 
había seleccionado otra ubicación mucho más 
alejada de la ciudad y sin los inconvenientes 
del área recomendada por el Municipio, ya 
que ésta se encontraba -como hoy- dividi- 
da por el ferrocarril. 

Descartada la zona que había elegido y ad- 
quirido la Empresa ((Calvo Sotelo)), se ejecu- 

taron los trabajos de construcción de la fac- 
toría terminal con sus depósitos enlazados a 
través de tuberías colocadas bajo el ferroca- 
rril, lo que representó un mayor coste. 

Las instalaciones se concluyeron de acuer- 
do con las normas de seguridad de la legis- 
lación vigente, que incluían nuevos cortafue- 
gos de hormigón, cubetas de seguridad y tan- 
ques de techo flotante, y recibieron, por con- 
siguiente, las autorizaciones oportunas tanto 
del Ministerio de Industria como del Ayunta- 
miento. 

Hecha esta puntualización, paso a analizar 
los problemas de seguridad y contaminación 
de medio ambiente que pudieran plantear las 
citadas instalaciones. Para una mayor clari- 
dad de exposición, distinguiremos entre sus 
tres elementos fundamentales : el terminal 
marítimo, las tuberías de transporte y, por 
último, los depósitos de almacenamiento y 
estación de bombeo del oleoducto. 

El terminal marítimo es un campo con- 
vencional de boyas, situado a 2.500 metros 
de la costa, e instalado mediante la necesaria 
concesión administrativa y con elementos de 
seguridad necesarios renovados el año 1973. 
A él arriban buques petroleros de unas 250.000 
toneladas de registro bruto. 

Una posible causa de contaminación de las 
aguas en el terminal marítimo podría derivar- 
se de una falsa maniobra en las operaciones 
de descarga de los buques petroleros o de una 
avería mecánica en las instalaciones de trans- 
porte. Para hacer frente a este riesgo, Enpe- 
lrol cuenta con los elementos necesarios ta- 
les como cercos flotantes, detergentes y otras 
medidas de seguridad previstas en la legisla- 
ción vigente, conforme consta en el acta de 
puesta en marcha de dichas instalaciones. 
Buscando la máxima seguridad se ha redac- 
tado un nuevo proyecto, que supondrá una in- 
versión adicional de unos 124 millones de pe- 
setas. 

El petróleo crudo es transportado desde los 
buques al parque de almacenamiento por me- 
dio de un oleoducto de 30 pulgadas de diá- 
metro, en parte submarino y en parte subte- 
rráneo. 

El crudo del parque de almacenamiento es 
3ombeado hasta la refinería de Enpetrol, en 
Puertollano, mediante un oleoducto doble de 
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16 pulgadas de diámetro, a través de siete es- 
taciones intermedias de bombeo. 

Las tuberías de transporte de 30, 24 y 16 
pulgadas fueron diseñadas con arreglo al có- 
digo API americano, con espesores y condi- 
ciones de tensión superiores a las normalmen- 
te exigidas, dotadas de medidas adicionales 
contra la corrosión, entre las que cabe citar 
un sistema de protección catódica mediante 
corriente impresa. Se verifican semanalmen- 
te los rectificadores de corriente para deter- 
ininar la tensión e intensidad de salida y, co- 
mo mínimo, dos veces al año los potenciales 
de protección de todo el tubo. Recientemente 
se ha comprobado el buen estado de todo el 
oleoducto por compañías europeas y naciona- 
les de gran prestigio en este campo. 

El parque de almacenamiento de crudos, 
instalado en 1966, tiene una capacidad de 
520.000 metros cúbicos, y está constituido por 
cuatro tanques de 30.000 metros cúbicos de 
capacidad unitaria, cinco de 60.000 metros cú- 
bicos, y uno de 100.000 metros ciíbicos. Ade- 
más de los referidos tanques cuenta con una 
estación de bombeo. 

El parque de almacenamiento se encuentra 
dentro de una zona industrial destinada a aco- 
ger a industrias de tipo ligero. Su impacto 
sobre el medio ambiente es ínfimo, toda vez 
que no hay destilación ni operación física o 
química alguna. Por otro lado, no existen de- 
rrames, pero si hubiera algún accidente los 
cubetos que rodean los depósitos evitarían 
cualquier situación de peligro. 

Los depósitos y estaciones de bombeo re- 
unen las condiciones exigidas por el Reglamen- 
to de Seguridad de Refinerías y Parques de 
Almacenamiento de Productos, aprobado por 
Decreto 3.143/1975, de 31 de octubre, y de 
acuerdo con el proyecto de modificación de las 
antiguas instalaciones, aprobado por la Direc- 
ción General de la Energía en fecha 14 de ju- 
nio de 1978. Se levantó la correspondiente ac- 
ta de puesta en marcha de las nuevas medidas 
de seguridad el 9 de julio de 1979. Por lo tan- 
to, desde el punto de vista del Ministerio de 
Industria y Energía, la instalación reseñada 
cumple todas las especificaciones de seguri- 
dad vigentes. 

La zona de emplazamiento del parque de al- 
macenamiento, cuando se autorizó su instala- 

ción en 1966, se encontraba alejada de toda 
zona urbana, y obtuvo la correspondiente li- 
cencia municipal por ajustarse a lo previsto 
en el Reglamento de Actividades Molestas, In- 
salubres, Nocivas y Peligrosas de 30 de no- 
viembre de 1961. 

Actualmente, debido al crecimiento de la 
ciudad hacia la zona industrial en donde se 
halla el parque de almacenamiento, éste se 
encuentra en el extremo de la ciudad de Má- 
laga, separado de bloques de viviendas por una 
simple vía pública, echándose de menos la 
existencia de una zona neutra que separe la 
zona industrial de la urbana. 

La actividad de almacenamiento de crudos 
de petróleo, según antiguas sentencias del Tri- 
bunal Supremo, no está incluida entre las no- 
civas y peligrosas. No existe, en efecto, peli- 
gro de explosiones y el riesgo de inflamabili- 
dad de los crudos es muy bajo. No se oculta, 
sin embargo, la preocupación de existencia de 
tal actividad en una zona que linda con otra 
calificada como urbana. 

En definitiva, el Gobierno comprende el in- 
terés que refleja el Diputado Andalucista por 
la búsqueda de una solución que aleje el ac- 
tual terminal de la zona, Sin embargo, el tras- 
lado del terminal propiamente dicho requeri- 
ría la ejecución de la obra civil correspondien- 
te, construcción de un nuevo parque de alma- 
cenamiento, puesto que los actuales tanques, 
cubetas, infraestructura y equipo complemen- 
tario no serían recuperables. Su coste se esti- 
ma en unos 5.730 millones de pesetas. 

El traslado del resto de las instalaciones 
habría de incluir el tendido de buen número 
de kilómetros de oleoducto terrestre, con las 
expropiaciones o indemnizaciones consiguien- 
tes, la colocación de un nuevo tramo de oleo- 
ducto submarino, traslado de la boya de car- 
ga, así como parte de los equipos que fueran 
recuperables y que permitieran la continuidad 
de los servicios. Ello elevaría el coste a una 
cifra de unos 7.400 millones de pesetas de 
1979, con un período de ejecución no inferior 
a cuatro años. Una operación e inversión de 
tal magnitud creemos que no pueda exigirse a 
una empresa que cumple la legislación vi- 
gente. 

Por lo que a los eventuales derrames de pro- 
ductos petrolíferos se refiere, solamente ten- 
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dríamos que considerar los producidos por 
averías o falsas maniobras, ya que las otras 
posibles causas de contaminación de las aguas 
del mar son comunes, casi todas ellas a cual- 
quier otro tipo de buques o de cargas (des- 
lastres, limpiezas de sentinas, accidentes, et- 
cétera), y de aquellas averias o falsas ma- 
niobras habría que contemplar, en la práctica, 
tan sólo las que pudieran presentarse durante 
las Operaciones de descarga o lastrado (defec- 
tos de bombas, válvulas o tuberías, roturas 
de mangueras de conexión, etc.) que, en todo 
caso, son de poca importancia y fácilmente 
corregibles. 

Por otra parte, hay que estimar como agen- 
te contaminante de mucha más entidad la pro- 
pia navegación de las derrotas que cruzan el 
estrecho de Gibraltar. De los datos que se dis- 
pone sabemos que en el año 1977 el número 
de buques tanque que cruzaron el estrecho fue 
de 7.825, con un arqueo de 263 millones de 
toneladas de registro bruto, transportando 
286,9 millones de toneladas de crudos. Ade- 
más de este tráfico cruzaron el estrecho, tam- 
bién en 1977, 47.205 buques de otros tipos, 
que sumaron 469 millones de toneladas de 
registro bruto; y en estos datos no se incluye 
el muy importante tráfico de trasbordadores 
que une ambas márgenes del estrecho. 

Deducimos de esas enormes cifras que los 
peligros potenciales de contaminación de la 
costa Sur española en las embocaduras del 
estrecho de Gibraltar que comporta el tráfico 
marítimo que por ellas se realiza son muy su- 
periores y de mucha mayor gravedad que los 
posibles que se derivan de las operaciones de 
descarga de crudos o lastrado de los buques 
que hacen operaciones en el puerto de Mála- 
ga, por ser éstos mucho más fácilmente evi- 
tables y controlables con las actuales medi- 
das cautelares de seguridad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): Señor Arredonda, dispone de cinco mi- 
nutos para un segundo turno. 

El señor ARREDONDA CRECENTE (desde 
los escaños) : Brevemente, desde el propio es- 
caño, para decir que sentí mucho hacerle una 
nueva pregunta al señor Ministro de Indus- 
tria y Energía, porque cuando sube a la tri- 
buna nos exfiesa el montón de interpelacio- 

nes y preguntas que tiene, pero para nosotros 
era y es importante el tema. 

Independientemente de las pulgadas y del 
espesor de las tuberías (en algún momento 
determinado me ha recordado la época de es- 
tudiante de ingeniería), simplemente quiero 
decirle que lo que hemos expresado es lo que 
él ha venido a decir al final. Esto es, existe 
un problema, no hay una zona neutra en la 
propia instalación de separación con las zonas 
urbanas y existe -aunque nosotros lo hemos 
recalcado más- el peligro de las propias ins- 
talaciones. Se ha hablado del coste: el pro- 
blema de coste supone 5.700 6 7.000 millones 
de pesetas. Bien, eso es algo que tendríamos 
que arbitrar. 

El hecho de que cumplan la legislación vi- 
gente no quiere decir nada. Hay veces en que 
se cumple la legislación vigente (ahora mismo 
tenemos informes de cómo se cumplía la legis- 
lación vigente americana en la Central de Ha- 
rrisburg), y también hemos visto informes de 
cómo el cumplimiento de esa legislación no 
se llevaba a cabo. Hay que analizarlo hasta 
su último detalle y ver exactamente esa le- 
gislación. 

El problema es que existe un peligro; en 
cuanto al coste, creemos que se puede arbi- 
trar una fórmula proporcional en una determi- 
nada cantidad de años, además, esa inversión 
en un sitio determinado también generaría 
puestos de trabajo. El problema se reduce a 
su coste; pero existe el peligro. 

Creemos que es más importante el peligro 
En la zona que el problema del coste -del 
que hemos hablado- para las dos empresas 
que tenemos en ciernes. Creemos que puede 
haber financiación suficiente como para dedi- 
:arla al traslado de esas instalaciones, pues 
?n ninguno de estos casos estamos hablando 
de empresas en quiebra. 

B) SOBRE INSTITUTOS DE CIENCIAS DE 
LA EDUCACION (DE LA SERORA 
RUBIES GARROFE). 

2) SOBRE RED DE INSTITUTOS DE CIEN- 
CIAS DE LA EDUCACION (DE LA SE- 
RORA RUBIES GARROFE). 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
ie) : Las siguientes preguntas, ambas sobre 
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el mismo tema, están formuladas por doña 
María Rubíes Garrofé. Supongo que la se- 
ñora Diputado unirá las dos preguntas. Le ro- 
garía a la señora Diputado y al Gobierno 
usaran el menor tiempo posible en la formu- 
lación y contestación de la pregunta, con ob- 
jeto de que podamos cumplir el horario. 

Tiene la palabra la señora Rubíes. 

La señora RUBIES GARROFE: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, eviden- 
temente voy a acumular las dos preguntas y 
a intentar ser lo más breve posible, ya que 
hace unos diez días el señor Ministro de Uni- 
versidades e Investigación tuvo la amabili- 
dad de contestar, en la Comisión de Univer- 
sidades e Investigación del Congreso, una pre- 
gunta parecida a las mías. 

Como Sus Señorías han podido leer estas 
preguntas en el «Boletín Oficial)), únicamen- 
te voy a insistir en un problema, y es el que 
se ha deducido de un telegrama que se recibió 
en las delegaciones, en concreto en la de Bar- 
celona, del Director General de Personal, me- 
diante el cual se prorrogaba la comisidn de 
servicio de los profesores, tanto de Bachille- 
rato como de EGB o Inspectores, que presta- 
ban sus servicios en los ICE, sin los cuales no 
pueden funcionar, hasta el 31 de diciembre. 

Aparte de que el señor Ministro quiera ex- 
tenderse en la respuesta a todas las preguntas 
formuladas por escrito, la más urgente es qué 
se va a hacer a partir del 31 de diciembre con 
las comisiones de servicio de estos profeso- 
res, y de qué manera va a quedar su trabajo 
en los ICE. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de) : En nombre del Gobierno, tiene la palabra 
el señor Ministro de Universidades e Investi- 
gación. 

El señor MINISTRO DE UNIVERSIDADES 
E INVESTIGACION (González Seara) : Señor 
Presidente, Señorías, voy a intentar, de una 
forma breve, contestar a las preguntas que 
me había formulado la señora Diputado. 

En primer lugar, en lo que respecta a la 
situación de los ICE, en el proyecto de ley 
orgánica de autonomía universitaria, que ha 
tenido entrada en esta Cámara, se especifica 

que serán regulados, para el mejor cumpli- 
miento de sus funciones, en los respectivos 
estatutos de las Universidades ; 'porque estos 
Institutos se configuran como institutos uni- 
versitarios de investigacióri, lo cual les per- 
mitirá contar con personal propio y que haya 
en ellos profesores dedicados fundamental- 
mente a la tarea de investigación, con alguna 
labor docente o sin ninguna labor docente, 
pero labor docente m todo caso relacionada 
con el tercer ciclo, con los estudios de doc- 
torado. Y, al misnio tiempo, se establece tam- 
bién en ellos la necesidad de que se reestruc- 
ture el Instituto Nacional de Ciencias de la 
Educación, para crear un organismo que coor- 
dine estos Institutos y que procure encontrar 
la fórmula de promocionar la investigación en 
materia educativa y la formación del profe- 
sorado, de acuerdo con las nuevas orienta- 
ciones que supone la autonomía de las Uni- 
versidades. 

En este momento, el Instituto de Ciencias 
de la Educación es un organismo centralizado 
que respondía a una concepción muy distinta 
de lo que presenta el nuevo proyecto de ley 
de Autonomía y, por consiguiente, es lógico 
que se reestructure a propuesta de los dos 
Ministerios, porque hay materias que afectan 
a la investigación y a la formación del profe- 
sorado en todos los niveles de la educa- 
cióri. 

Las otras preguntas hacían referencia al 
tema de la orden ministerial del Ministerio 
de Educación prohibiendo las Comisiones de 
Servicios en los ICE. Estas órdenes han que- 
dado en suspenso y se prorrogaron hasta el 
31 de diciembre, ya que se ha establecido una 
Comisión conjunta de los dos Ministerios que 
está estudiando el problema y que antes del 
31 de diciembre tendrá encontrada la solución 
para que no se paralice en ningún momento 
la función de los ICE, para que éstos puedan 
seguir normalmente su funcionamiento hasta 
que esté regulada su nueva situación, a partir 
de la Ley de Autonomía Universitaria. 
Y, por último, en relación con unos datos 

lue preguntaba la señora Diputado sobre cuán- 
tas so<1 las personas que están en comisión de 
servicio de un Departamento a otro, en lo que 
respecta al Ministerio de Universidades e In- 
vestigación en este momento están en comi- 



CONGRESO 
- 2806 - 

15 DE NOVIEMBRE DE 1979.-NÚM. 44 

sión de servicio, en el Ministerio de Educa- 
ción, tres catedráticos de Escuela Universita- 
ria del profesorado de EGB, que se encuen- 
tran en la Dirección General de Edumción Ge- 
neral Básica como jefe del Servicio de Forma- 
ción y Perfeccionamiento del Profesorado, di- 
rector del Gabinete de Evaluación Educativa 
y jefe del Gabinete de Formación del Profe- 
sorado ; hay un catedrático de Escuela Univer- 
sitaria de Ingeniería Técnica en la Dirección 
General de Enseñanza Media como jefe del Ser- 
vicio de Ordenamiento y Perfeccionamiento de! 
Profesorado; dos catedráticos de Escuela Uni- 
versitaria, como inspectores generales de Ser- 
vicio en el Ministerio de Educación, y un ca- 
tedrático de Escuela Universitaria como h s -  
pector de Servicio del Ministerio de Educa- 
c i h  en comisión de servicio. Los otros dos 
están con reserva de plaza porque han sido 
nombrados por decreto. (El señor Presidente 
ccupa la Presidencia.) 

En lo que respecta al Ministerio de Edu- 
cación, el número de profesores que le corres- 
ponden y que están en comisióii de servicio en 
los ICES es de 85. En otros puestos 
docentes y en el extranjero hay 924 per- 
sonas en comisión de servicio en distintos 
puestos de España y 749 fuera de España cum- 
pliendo funciones docentes en nuestras iristi- 
tuciones educativas. 

Quiero indicar que la nueva regulación que 
se establece en el proyecto de Ley de Auto- 
nomía Universitaria puede contribuir a que 
estos Institutos, que han cumplido una fun- 
ción importante en muchas ocasiones con muy 
pocos medios - e l l o  ha dado lugar a que unos 
Institutos hayan funcionado mucho mejor que 
otros-, ,puedan encontrar un nivel de auto- 
nomía y de perfeccionamiento mayor que el 
que han tenido hasta ahora. 

En resumen, y sobre la pregunta fundamen- 
tal que hacía la señora Diputado en relación 
con lo que va a pasar después del 31 de di- 
ciembre, quiero decirle que será perfectamen- 
te establecido antes de esa fecha, para que 
no pueda sufrir perturbación en el servicio, 
el funcionamiento de los ICE. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: La siguiente pre- 
gunta que figura en el orden del día ha sido 

retirada por don Félix Pons. con lo cual ha 
terminado el tiempo reservado a interpela- 
cimes y preguntas. 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

A) SOBRE ORDENES DEL MINISTERIO 
DE EDUCACION, DE FECHA 18 DE 
OCTUBRE, POR LAS QUE SE REGULA 
LA FORMACION RELIGIOSA EN BA- 
CHILLERATO (GRUPO PARLAMENTA- 
RIO SOCIALISTA). 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al pun- 
to cuarto del orden del día, relativo a pro- 
posiciones no de ley. La primera proposición 
no de ley es la presentada por el Grupo Par- 
lamentario Socialista sobre Ordenes del Mi- 
nisterio de Educación, de fecha 28 de julio, 
por las que se regula la Formación Religio- 
sa en Bachillerato. La fecha de 18 de octu- 
h e  que figura en el orden del día impreso 
es fecha de 28 de julio. Hay presentadas en- 
miendas por el Grupo Parlamentario de Coa- 
lición Democrática u los dos apartados de 
esta moción. Procede, en primer lugar, des- 
arrollar el debate sobre sus líneas generales, 
para lo cual, y conforme al artículo 141, los 
Grupos deberán inscribirse en el momento 
inicial, que es éste. El Grupo Parlamentario 
Socialista del Congreso proponente consumi- 
rá, sin duda, el primer turno en defensa de la 
proposición. (El señor Fraga pronuncia pala- 
bras que no se perciben.) Señor Fraga, ¿de- 
sea consumir turno en contra o turno del 
Grupo para fijar lposición? 

El señor FRAGA IRIBARNE: Turno en 
contra. 

El señor PRESIDENTE: ¿Desea algún otro 
Grupo Parlamentario intervenir en este de- 
bate? (Pausa.) Queda, pues, establecido el 
debate con un primer turno a favor del Gru- 
po Parlamentario Socialista del Congreso, tur- 
no en contra del Grupo Parlamentario de Coa- 
lición Democrática y a continuación habrá 
turno pana los Grupos Parlamentarios que lo 
han solicitado, que son: el Grupo Parlamen- 
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tario Centrista y el Grupo Parlamentario Co- 
munista. 

Tiene la palabra, en representación del Gru- 
po Parlame<ihrio Socialista del Congreso, el 
señor Gómez Llorente. 

El señor GOMEZ LLORENTE: Señor Pre- 
sidente, Señorías, formalmente venimos a re- 
cabar de la Cámara su apoyo para impugnar 
dos órdenes ministeriales. Sin embargo, la 
perspicacia política de Sus Señorías, por la na- 
turaleza y el contenido de estas órdenes, des- 
cubrirá al momento que venimos a plantear 
una cuestión cuya gravedad, cuya importan- 
cia posiblemente debiera de haber sido tra- 
tada en normas de más alto rango, como en- 
seguida vamos a apreciar. Porque las órdenes 
a las que nos referimos son dos órdenes de 
28 de julio del corriente año por las que se 
regula la enseñanza de la formación religiosa 
en la Enseñanza General Básica, en el Ba- 
chillerato y en la Formación 'Profesional. Y 
me interesa, de entrada, dejar bien claro 
que cuando nuestro Grupo Parlamentario se 
opone a estas órdenes que regulan la ense- 
ñanza de la religión, no pretende, ni directa 
ni indirectamepíte, oponerse a la enseñanza 
de la religih. Cuando nosotros dimos nuestra 
aquiescencia al punto 3 del artículo 27 de la 
Constitución :a dimos sin reservas, con ab- 
soluto rigor, con absoluta sinceridad. Lo que 
ocurre es que nosotros establecemos una ra- 
dical distincih entre lo que manda el punto 
3 del artículo 27 de la Constitución y el modo 
en que ha sido desarrollado ese pensamiento 
por el actual señor Ministro de Educación. 

Somo conscientes de la delicadeza del tema 
que venimos a plantear esta noche ante Vues- 
tras Señorías ; delicadeza del asunto que ema- 
na de tres aspectos fundamentales del mismo : 
La materia en sí sobre la que estamos ha- 
blando, que es -querámoslo o no- la vieja 
cuestión religiosa, que suscitó tantos proble- 
mas en la historia de nuestro país, porque 
es, en segundo lugar, un asunto que afecta 
no sólo al desarrollo constitucional, sino que 
afecta tambiéa a la implementación práctica, 
a la ejecucih práctica de uno de los tratados 
internacicaales qur: hemos votado reciente- 
mente en esta Cámara, exactamente al Acuer- 
do sobre cuestiones de educacih suscrito en- 

tre el Estado espafiol y la Sede Apostólica, y,  
en tercer lugar, el elevado número de ciuda- 
danos a quienes comprende en su vida coti- 
diana, y posiblemente en su sensibilidad y en 
su intimidad, el tema que venimos a desarro- 
llar. 

En efecto, la cuestión religiosa es algo que 
siempre ha conmovido, por cuanto que la 
cuestión religiosa involucra, de una parte, a 
las conciencias, pero también involucra a las 
Iglesias como institución, y también -¿por 
qué n o  decirlo?- involucra a altos intereses 
I>olíticos. 

Involucra a las conciencias y apasiona, por- 
que se puede o no tener convicciones religio- 
sas, pero hay muy pocas personas que per- 
manezcan indiferentes ante las cuestiones re- 
ligiosas, Por sí, son, por excelencia, aiestio- 
nes ideológicas, y son cuestiones ideológicas 
que, de algún modo, y sólo por tomar pos- 
tura ciertamente ante ellas, constituyen, como 
todas las cuestiones ideológicas, dignificacih 
de la conciencia y de las personas Y el he- 
cho de que vivamos en una sociedad que, por 
la naturaleza Progresivamente hedonista del 
consumismo, va siendo progresivamente, a la 
vez, la muerte de las ideas, no quiere decir 
que, aunque haya inconsecuencia entre las 
ideologías y las conductas prácticas, haya lle- 
gado al punto de la indiferencia ante las ideas. 

Y por supuesto que involucra a las Igle- 
sias como institución, y las ínvoIucra de dos 
modos diferentes: desde la perspectiva de la 
creencia las involucra en este problema con- 
meto de la enseñanza de la religión, por cuan- 
to que afecta de una manera especialísima al 
cumplimiento de su tarea, a la transmisión de 
su mensaje, a la reproducción, generación tras 
gmeracibn, de una determinada ideología, 
pero no podemos engañamos en que, desde un 
punto de vista distinto al de las creencias, des- 
de el punto de vista meramente sociológico, 
se juega también en ello la influencia tem- 
poral o la influencia en la sociedad civil de 
las Iglesias. 

E involucra, como les decía antes, a altos 
intereses políticos. No es cosa de este mo- 
mento, pero no ha dejado de ser cosa de este 
momento también. 

En los <cDiscursm sobre las Décadas de Tito 
Livio», Nicolás de Maquiavelo dijo estas pa- 
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labras: «Jamás hubo Estado ninguno al que 
no se diera por fundamento la religión, y los 
más prevenidos de los fundadores de los impe- 
rios le atribuyeron e! mayor influjo posible eri 
las cosas de la política)). Y estoy seguro de 
que muchos de ustedes recordaran aquellos 
pasajes de «El Príncipe)) en que, recordan- 
do a los Reyes Católicos, precisamente do-  
giaba la sagacidad con que estos monarcas 
supieron involucrar siempre sus grandes em- 
presas políticas con grandes ideales religio- 
sos. Y esto, que era algo tan claro, tan pre- 
ciso y tan nítido en otros tiempos, no ha 
dejado de serlo en el presente, porque ha sido 
durante siglos un viejo principio de sabiduría 
política el que los políticos procuraran apare- 
cer próximos a los altos hombres de Igle- 
sia, de tal suerte que la reverencia que el 
pueblo sintiera por los hombres de Iglesia de 
algún modo revirtiera sobre aquellos políticos 
que aparecían junto a ellos, Y por este mo- 
tivo, naturalmente, estamos ante una cues- 
tión delicada, pero esa delicadeza no puede 
llevamos simplexxente a rehuir el plantea- 
miento del tema, sino a plantearlo con me- 
sura, con exquisitez, con serenidad, pero no 
exentas de firmeza. 
Y he dicho también a Sus Señorías que el 

tema revestía extraordinaria gmvedad por 
cuanto que afecta al desarrollo de la Consti- 
tución y a la aplicación práctica de los tra- 
tados con la Santa Sede. En efecto, el pun- 
to 3 del artículo 27 de la Cmstitución es- 
tablece un derecho, que es el derecho que se 
ha regulado, provisionalmente al menos, por 
las órdenes cuya derogación pedimos. El pun- 
to 3 del artículo 27 dice: «Los poderes pú- 
blicos garantizan el derecho que asiste a los 
padres para que sus hijos reciban la forma- 
ción religiosa y moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones». Punto, natu- 
ralmente, con el que estamos absolutamente 
de acuerdo. 

Ahora bien, a la hora de implementar en 
la práctica este punto, nosotros entendemos 
que ha de hacerse, naturalmente, en el es- 
píritu y en el contexto general de la Consti- 
tución y que, por lo tanto, ha de realizarse 
el sistema que permita Ileviar a cabo ese de- 
recho, de suerte que sea un sistema absoluta- 
pente libre en dos dipcciones, no sólo en una 

dirección, porque en la escuela, Señorías, con- 
sideramos nosot,ros que han de protegerse dos 
libertades simultáneamente, y ello a veces en- 
traña, ciertamente, una espinosa dificultad, 
pero no puede renunciarse a proteger a la 
vez esas dos libertades, que son: las liberta- 
des del usuario, que ustedes pueden mirarlo 
bajo la perspectiva del muchacho, del alum- 
no, bajo la perspectiva de los padres de los 
alumnos, pero también ha de protegerse la 
libertad de los profesores. Quizá las clien- 
telas de determinadas fuerzas políticas les ha- 
gan .pensar casi exclusivamente en proteger 
la libertad de los usuarios, pera nosotros, que 
nos sentimos tan vinculados como ustedes 
a la proteccióín de la libertad de los usuarios, 
no podemos por menos de ser también sin- 
gularmente sensibles a proteger la libertad de- 
bida de aquellos hombres que consumen SU 
existencia precisamente dentro de la escuela y 
que no pasan fugazmente por la escuela unos 
años de su vida. 
Y puestos a respetar esas dos libertades, 

surgen unos problemas concretos, a saber: 
cómo ha de hacerse ese sistema para que no 
se dé coacción, no se empuje, de una manera 
directa o indirecta, de una manera frontal o 
larvada, a tener que tomar una opción de- 
terminada; y, en segundo lugar, que no se 
produzca una discriminación ni para aquellos 
que han tomado una opción, ni para aquellos 
que no han tomado esa opción. 
Y esto, en la práctica, ya casi en la técnica 

educativa, se hri concretado en dos mdelos, 
fundamentalmente : los llamados modelos de 
opcibri negative y de opción positiva, enten- 
diéndose por opción negativa aquel modelo 
que presupone que el régimen ordinario e~ 
precisamente el de recibir enseñanzas de la 
religión, de la cual alguien puede excluirse 
diciendo expresamente: «Yo no quiero esa en- 
señanza)). El régimen de opción positiva con- 
siste, por el contrario, en que el usuario inte- 
resado en recibir esa enseñanza diga: ( Y o  sí 
quiero recibir esa enseñanza», y el docente 
que desee impartirla diga: «Yo sí quiero jm- 
partir esa enseñanza)). 

Pues bien, entre estas dos opciones no se 
pronuncia la Constitución; entre estos dos 
sistemas no se pronuncian los Tratados entre 
el Estado espafiol y la Sede Apostólicxi. Sin 
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embargo, el señor Ministro de Educación, el 
día 28 de julio, por medio de órdenes mi- 
nisteriales, ha resuelto, a su modo y m e r a ,  
tan delicado problema. Y que esto es un de- 
licado problema se lo puede descubrir a us- 
tedes que esta cuestión fue una de las más 
delicadas en las negociaciones de los Trata- 
dos con la Santa Sede. Y no v a g o  aquí en 
descubrir delicados secretos de Estado, mu- 
cho menos una vez que esos Tratados han sido 
ya concluidos y mtificados (aprobados por 
estas Cámaras hace unas semanas), si les ad- 
vierto que en uno de los borradores más avan- 
zados ya, en la negociación (y eso lo conoce 
muy bien el señm Presidente actual de la 
Cámara, que a la sazón era Minisbro de Jus- 
ticia) en el artículo 2.", se establecía jus- 
tamente la elección negativa. En uno de esos 
últimos borradores se decía, en el artículo 2.", 
en un primer párrafo, que se garantizaría la 
mseñanza de la Religión en las escuelas de 
España; pero también se decía lo siguiente: 
(En los niveles de educacióri preescolar y de 
EGB, esta enseñanza no se recibirá en los 
casos en que aquellos a quienes comesponde 
el derecho así lo decidan)). Una frase, cier- 
tamente, muy construida, con oscuridad, qui- 
zá por querer eludir el afrontamiento lúcido 
y claro del problema. Pero ya ven ustedes 
que dice muy claramente: «No se recibirá 
en los casos en que aquellos a quienes corres- 
ponde el derecho así lo decidan)); de tal suer- 
te que se precupcmia el sistema de que la re- 
cibirían todos, salvo aquellos que renuncien 
expresamente a ese derecho. Y si ustedes con- 
sultan, por el contrario, el texto de los Acuer- 
dos que ustedes mismos aprobaron, observa- 
rán que, en su articulo 2.", lo que se dice en 
el párrafo correspondiente es lo siguiente : 
«Por respeto a la libertad de conciencia, di- 
cha enseñanza no tendrá carácter obligatorio 
para los alumnos. Se garantiza, sin embargo, 
el derecho a iecibirlan. Así, por lo tanto, ha 
desaparecido por completo toda alusión al 
problema de la opción positiva o de la op- 
ción negativa. 

Este asunto da la impresión de que quizá 
ni aun siquiera estuviese absolutamente claro 
en el partido del Gobierno, porque si exami- 
namos diversas intervenciones de distintos 
miembrm del partido del Gobierno, observa- 

mos que en la sesión de 13 de septiembre de 
1979 se manifiestan de forma completamente 
distinta unos y otros, y así encontramos que 
el señor Meilán Gil nos dice (página 1682 del 
«Diario de Sesiones))), en uno de los párrafos, 
las siguientes palabms: «Lo que se estable- 
ce (estaba, lógicamente, consumiendo un tur- 
no en defensa de los Acuerdos con la Santa 
Sede) es la libertad de enseñanza, y lo que 
se permite y lo que se prevé en el Acuerdo es 
el ejercicio positivo)), y subraya el propio 
señor Meilán Gil: «el ejercicio positivo, in- 
siste- de una opción». Y líneas más abajo 
nos dice: «Lo qiie hay es un ejercicio po- 
sitivo de una opción». Y pasan ustedes, en 
la misma edición del ((Diario de Sesiones)), a 
la página 1692 y encontrarán un enfoque 
completamente distinto dado por el señor Mi- 
nistro de Educacih, que dice: <<La realidad 
es que no hemos establecido la opción nega- 
tiva de la derecha dogmática, ni tampoco he- 
mos establecido la opcióri positiva pura de la 
izquierda dogmática)). Resulta que el señor 
Meilán Gil aquel día debió de descubrir que 
pertenecía a le izquierda dogmática. A con- 
tinuacióri, unas líneas más adelante, dice el 
señor Otero: (cHemos establecido una opción 
alternativa, que también podemos llamar PO- 
sitiva alternativa. Es decir, el padre no dice 
que sí ni que no, y el «Diario de Sesiones)) 
dice entre paréntesis (Risas): «a ninguna 
de las materias, sino que elige entre dos tipos 
de enseñanza)). 

Me perdonará el señor Ministro de Educa- 
ción que haya hecho este examen detallado de 
sus palabras del día 13 de septiembre. Posi- 
blemente no lo hubiera hecho si en aquel dis- 
curso curioso, ea el que utilizó desde esta tri- 
buna el argumento de la apuesta para apo- 
yar sus criterios, no se hubiera permitido el 
lujo de añadir: «Yo lamento que en este caso 
la izquierda haga una interpretacidn burgue- 
sa y formal del concepto de libertad de nues- 
tra Constitución)), porque me parece claro que 
no soll ésas las interpretaciones que hacemos. 

Pues bien, como ustedes ven, el problema 
del tipo de opción es un problema práctica- 
mente nuclear dentro de toda la cuestión del 
régimen de aiseñanza de la Religión en nues- 
tras escuelas, y por eso nos parece, ya de en- 
trada, como una cuestión de forma y de mogo, 
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un gran desacierto, señor Ministro, el que 
una cuestión que fue problemática en la nego- 
ciación de los Acuerdos, que fue problemática 
en la redacción de la Constitución, que se 
eludió en los Acuerdos Internacionales y que 
se eludió en la Constitución, se permitiese 
Vuestra Señoría resolverla simplemente por 
Orden ministerial de 28 de julio, eso sí, de 
acuerdo con la jerarquía eclesiástica, pero sin 
la más mínima consulta siquiera a la Co- 
misión de Edumción de esta Cámara. Y este 
Grupo Parlamentario está en absoluto des- 
acuerdo con el sistema que ingeniosamente 
describía el señor Ministro, es decir, con ese 
sistema de opción alternativa, que, como muy 
bien saben muchos de ustedes, porque les 
afectará como padres de familia, ha devenido 
en que el padre tenga que elegir necesariamen- 
te entre enseñanza de la Religión o enseñanza 
de Etica y Moral. 
Y no estamos de acuerdo con el sistema de 

opción alternativa por varios motivos: 
En primer lugar, porque, desde nuestro pun- 

to de vista, la opción debe ser neta y clara- 
mente positiva, como decía el Diputado Mei- 
lán Gil desde esta misma tribuna, que es lo 
que él interpretaba que se deducía de los 
Acuerdos con el Vaticano. No estoy comple- 
tamente seguro de que los Acuerdos necesa- 
riamente entrañen eso. Yo he dicho aquí an- 
tes -y no quiero incurrir en contradicción- 
que los Acuerdos lo que hicieron fue obviar 
ese problema. El lo interpretaba así; pero, en 
todo caso, es lo que nosotros creemos que 
debe ser: una neta opción positiva, porque es 
la que de una manera más expresa y clara 
deja las cosas en términos de auténtica li- 
bertad. 

En segundo lugar, porque es, desde nuestro 
punto de vista, innecesario y exótico incluir 
esa materia alternativa que Su Señoría ha in- 
cluido en esa orden para establecer, en el 
fondo y en la práctica, aunque no quiera re- 
conocerlo, un cierto tipo de penalización so- 
bre los alumnos que no elijan enseñanza de 
la Religión. Porque el temario que ha hecho 
Vuestra Señoría es un temario que si lo leen 
todas las demás señoras y señores Diputados, 
pueden comprender perfectamente que enca- 
ja, de manera absoluta, en las enseñanzas de 
Filosofía, principalmente, donde hay unas sec- 

ciones dedicadas a la ética, o quizá en algunos 
otros temas en otras enseñanzas; y aquellas 
enseñanzas de Etica y Moral, que no vayan a 
tener un carácter científico y que, por ello, 
no entrasen en el programa de otras asigna- 
turas, es que van a tener un carácter ideolo- 
gizado parcial o unilateral, desde un determi- 
nado punto de vista. Y si van a tener eso, yo, 
como padre de familia, no tengo por qué acep- 
tar que el señor Ministro de Educación tenga 
que designar a un profesor que vaya a ense- 
ñar a mi hija unos determinados criterios de 
moral o de ética unilaterales, desde una cierta 
perspectiva; y si es bajo criterios científicos, 
cabe perfectamente en los programas de otras 
asignaturas. 

En tercer lugar, porque en absoluto se es- 
tablecía este tipo de enseñanza alternativa an- 
tes de este nuevo régimen (originalmente in- 
ventado por el señor Ministro de Educación, 
inspirándose, ciertamente, en lo que ocurre 
en algunos rincones de Europa, pero que no 
tenían necesariamente por qué copiarse, por- 
que en Europa vamos a encontrar toda clase 
de modelos sobre la cuestión); este tipo de 
asignatura -digo- no se imponía, en abso- 
luto, a los antiguos alumnos exentos. Porque 
no crean ustedes que la democracia, por pri- 
mera vez, introduce en España la exención 
de la enseñanza de la Religión. Ya el propio 
artículo 27 del Concordato de 1953 permitía 
la exención de la enseñanza de la Religión a 
los no católicos, y la única novedad que se 
introduce en estos momentos es que esa exen- 
ción puede existir sin la expresa declaración 
o, por lo menos, la implícita declaración de 
acatolicidad de aquellos que quieran eximirse. 
Sin embargo, aquellos alumnos que estaban 
exentos no venían penalizados como ahora 
los alumnos que rechacen la enseñanza de la 
Religión. Por otra parte, es obvio, y puede 
ocurrir perfectamente, que estos alumnos es- 
tén recibiendo otras enseñanzas de Etica y 
Moral no simplemente a cargo de sus fami- 
lias, sino a cargo, quizá, de otras confesiones 
a las que, a lo mejor, pudieran pertenecer. 

Por último, y de una manera principal, se- 
ñor Ministro, ¿es que podemos pensar los 
educadores que la formación ética y moral 
de los alumnos proviene, en un centro, sim- 
plemente de una enseñanza que imparta el 
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maestro desde detrás de una mesa? No, Seño- 
rías; la formación ética y moral depende tam- 
bién de eso que se va adquiriendo día a día, 
hora a hora, momento a momento, en un cen- 
tro; de eso que se adquiere, sobre todo, a tra- 
vés de las hábitos, a través de los modelos, 
a través de la jerarquía de valores, que se va 
transmitiendo a los alumnos como un mensa- 
je implícito en lo que es  la misma organiza- 
ción del centro, en lo que son los métodos de 
trabajo, que también trascienden a la forma- 
ción moral del alumno, como son las activi- 
dades paraescolares, etc. ¿O es  que acaso 
vamos a suponer que antes de que se esta- 
blecieran estas enseñanzas, para aquellos 
alumnos que estaban exentos de la Religión, 
el Estado español no ofrecía una formación 
ética y moral a los alumnos? Esto seria lite- 
ralmente absurdo y, por otra parte, insultan- 
te para todos los Cuerpos de profesores de 
este país. 

Así, por tanto, hay que decir claramente 
que con este régimen lo que se ha querido cr 
presionar de una manera más suave, más in- 
directa, pero presionar al fin y al cabo, esa 
opción, y por eso, para que esa opción, a 
nuestro juicio, sea plenamente libre, debe de 
ser una opción positiva en los términos que 
antes lo decíamos. Y no nos vale el argumen- 
to que utilizó aquí el señor Otero también en 
la sesión de 13 de septiembre de 1979, un ar- 
gumento que con todo el respeto que merece 
su cargo y con todo el respeto que merece 
como miembro de la Cámara, yo no tengo 
más remedio que calificar de pintoresco, 
cuando el señor Ministro nos decía que de no 
establecerse esta Etica y Moral, esta materia 
alternativa de Etica y Moral, se crearía una 
discriminación en contra de los alumnos que 
opten por la enseñanza religiosa, y esto sí que 
sería contrario al espíritu de la libertad real 
y no meramente formal que proclama nuestra 
Constitución. O sea, que aquí hemos tenido el 
insólito razonamiento de que para que no se 
discrimine a aquel que quiere hacer ejercicio 
de un derecho, uso de una libertad, hay que 
imponer una obligación a los que no quieren 
hacer uso de esa libertad a fin de compensar 
el sacrificio. 

Señorías, realmente yo me pregunto si a 
los ciudadanos que no van a misa, a fin de 

que no se sientan discriminados los que va- 
yan, se les pueda poner una obligación los do- 
mingos por la mañana. (Risas.)  

Es absolutamente incoherente; nos parece 
que son argumentos que de ninguna manera 
pueden ser aceptados. Esta es la manera de 
que resulten antipáticas libertades, ejercicios 
de derechos que nosotros, desde lo más pro- 
fundo de nuestras convicciones democráticas, 
no solamente hemos votado y hemos apoyado 
en la Constitución, sino que estamos dispues- 
tos lealmente a seguir respetando. 

Y para que quede claro testimonio de esta 
actitud práctica y no crean simplemente que 
es una afirmación verbal del momento, fíjen- 
se ustedes cómo nuestra actitud ha sido muy 
distinta a la que estamos manteniendo esta 
noche cuando hace unos días, por Orden de 
27 de octubre, el mismo señor Ministro de 
Educación establecía una enorme subida de 
sueldos a los profesores de Religión, que cier- 
tamente estaban injustamente discriminados, 
profesores que, como ustedes saben, venían 
a cobrar a veces la cuarta parte que el resto 
de los profesores del Centro. 

Lo mismo que digo de esa Orden de 27 de 
octubre podrán contemplar Sus Señorías 
cuando dentro de unas semanas vengan a 
esta Cámara los Presupuestos Generales del 
Estado para el año que viene. Ahí hemos ob- 
servado también una fuerte consignación pa- 
ra esta drástica subida de sueldos a los pro- 
fesores de Religión, y esta minoría parlamen- 
taria no pondrá ni la más mínima observación 
negativa a eso. ¿Por qué? Porque esta mino- 
ría quiere una enseñanza de calidad en todas 
y cada una de las materias, y si esta minoría 
ha aceptado lealmente la enseñanza de la Re- 
ligión en la escuela del Estado, esta minoría 
entiende que debe de sufragarse como es de- 
bido y que debe pagarse a los profesores co- 
mo es debido. 

Con eso estamos dejando muy claro la se- 
riedad de nuestra actitud, pero esa seriedad 
también nos obliga a tratar de rechazar sis- 
temas coactivos. Les he llamado la atención 
antes sobre la importancia que tiene por el 
número de afectados, ya que no solamente 
afecta a los alumnos de centros confesiona- 
les -a ésos les afecta de manera especial, 
como luego voy a analizar-, sino que afecta 



absolutamente a todos los escolares hasta el 
nivel de Universidad de nuestro país, pero 
especialmente a los que estudian en centros 
confesionales, y para que se formen numéri- 
camente idea de esa magnitud, puedo decir- 
les, utilizando datos suministrados por la pro- 
pia entidad confesional -Federación Espa- 
ñola de Religiosos- que en la Enseñanza 
Preescolar suponen sus centros el 28,55 por 
ciento; en EGB, el 23,48 por ciento; en Ba- 
chillerato, el 2134 por ciento, y en Forma- 
ción Profesional, el 23,12 por ciento. 

Es por ello que merece que se conceda es- 
pecial atención a ver cómo queda, con arre- 
glo a la normativa dada por el señor Minis- 
tro el 28 de julio, la situación en esos centros 
a los que altimamente acabo de referirme. 

Una de las cosas de la orden que nos pa- 
rece ciertamente más negativa es que, esta- 
blecido el supuesto que hemos venido discu- 
tiendo hasta ahora de la opción alternativa, 
la orcten, sin embargo, no la establezca con 
carácter universal y general, sino que en su 
punto 4, 2, concerniente al Bachillerato y a 
Formación Profesional de primer grado, dice: 
«... enseñanzas de Etica y Moral para los 
alumnos que no se inscriban en la materia 
señalada en el párrafo anterior ... (que es 
donde habla de la Religión). Los centros es- 
tatales y los no estatales que no sean confe- 
sionalmente católicos vendrán obligados a es- 
tablecer estas enseñanzas». 

Fíjense ustedes bien que, aunque de una 
manera un tanto elíptica, nos dice ((que no 
sean confecionalmente católicos»; luego los 
confesionalmente católicos no vienen obliga- 
dos a impartir estas enseñanzas alternativas. 
¿Y cómo nos encontramos hoy, cuando ya 

tenemos el curso bien entrado y bien avan- 
zado; cómo es la situación en estos centros? 
La situación en estos centros, en la práctica, 
ha sido regulada de una manera orientativa 
por una circular de la Inspección Técnica de 
Educación de 14 de septiembre de 1979, que, 
curiosamente, siendo de un servicio del Es- 
tado, se remite a una legislación intraecle- 
sial. 

En efecto, en el folio 2 de esta circular, 
punto l.", apartado 6, se dice: «Centros de 
la Iglesia. Estos centros se atendrán a ia nor- 
mativa intraeclesial para la Formación Reli- 

giosan. Y si ustedes leen cuál es esa normati- 
va intraeclesial, que les fue suministrada a 
través de una fotocopia de la revista «Eccle- 
sian a los señores Inspectores, encontramos 
en su punto 4." las siguientes palabras: «Por 
coherencia con los principios básicos que de- 
finen la actividad educativa de estos centros, 
la enseñanza de la Religión y Moral católicas 
como materia ordinaria para todos los alum- 
nos tendrá especial consideración en los pla- 
nes de estudio». 

Ffjense que dice «<para todos los alumnos)). 
Y luego únicamente esta normativa intraecle- 
sial nos dice en el punto 5." aquella vieja con- 
cesión o tolerancia que ya preveía el artícu- 
lo 27 del Concordato de 1953: «el que excep- 
cionalmente alguien pueda eximirse de ella). 
Y si descendemos otro escalón, esto luego 

en la práctica ha sido implementado en la ma- 
yor parte de estos colegios por medio de unas 
cartitas enviadas este otoño a los padres an- 
tes de la matrícula, carta realmente sorpresi- 
vas para muchos padres. Yo les voy a leer a 
ustedes un párrafo de una de esas cartas co- 
rrespondiente a uno de los má3 grandes cole- 
gios confesionales de los alrededores de Ma- 
drid. Dice: (Antes de formalizar la renova- 
ción de plaza para el próximo curso, deben 
remitimos el adjunto boletín con la acepta- 
ción por parte de los alumnos y padres de 
cuanto queda expuesto». Y en ese «queda ex- 
puesto» se dice lo siguiente: ((Exigimos tam- 
bién una toma de postura al alumno y sus pa- 
dres, con una declaración expresa de que es- 
tán de acuerdo con la educación cristiana que 
el colegio entiende debe ser total, desde la 
orientación en la línea educativa general y 
particular de cada asignatura, hasta la asig- 
natura expresa de Religión Católica, así como 
la obligatoriedad de asistencia y colaboración 
activa en los actos iitúrgicos y religiosos es- 
tablecidos en el horario de actividades que se 
fije». 

Esta perspectiva, Señorías, no sería par- 
ticularmente grave si no ocurriese, primero, 
que la opción de centros está en la práctica, 
como muy bien saben y como muy bien ha- 
brán experimentado como padres de familia 
muchas de Sus Seflorías, dada por los condi- 
cionamientos de escasez de puestos escola- 
res, condicionarnientos Urbanísticm, etc. Pero, 
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además, no sería tan grave si no ocurriese 
que muchos de estos centros confesionales 
son centros subvencionados por el Estado, en 
mayor o menor cuantía, y, entonces, hay que 
preguntarse honradamente cuál es la situa- 
ción de libertad que prometía nuestra Cons- 
titución para muchos padres que, en la prác- 
tica, tienen que llevar a sus hijos a tales co- 
legios. 

Ser0 éstos no crean ustedes que son los 
únicos inconvenientes que tiene la orden. 
(Se enciende la tluz roja que indica ei Ií- 
mite de tiempo pccru los oradores.) 

Yo le rogaría al señor Presidente que tu- 
viese la bondad de concederme algunos mi- 
nutos más para terminar en seguida. Dos 
minutos no son muchos para analizar todos 
los defectos de esta orden, pero de una ma- 
nera muy breve me referiré a otros. 

En la gestación de estas órdenes ministeria- 
les, Señorías, se ha manifestado de una ma- 
nera bastante clara la actitud unilateral (es 
la palabra más fina que se me ocurre en este 
momento) con la que ha procedido el Go- 
bierno, porque el artículo 16, apartado 3, de 
nuestra Constitución, dice que el Estado esta- 
blecerá las debidas relaciones de cooperación 
con la Iglesia Catdlica y con las demás con- 
fesiones. Y a la hora de elaborar las órdenes 
que regulan la enseñanza religiosa en las es- 
cuelas, se ha consultado a una de las Iglesias, 
quizá la que tenga más fieles en nuestro país, 
pero a una sola de las Iglesias, y yo he eva- 
cuado consulta a través del Ministro de Jus- 
ticia acerca de si habían sido consultadas las 
demás Iglesias, y tengo aquí el escrito del 
Ministerio de Justicia de respuesta en el que 
se dice expresamente que por sus servicios 
no se ha procedido por parte del Departamen- 
to a formular consultas a las asociaciones 
confesionales no católicas inscritas en el Re- 
gistro, etc., si bien en un segundo párrafo se 
dice que se establecen contactos cara a la 
futura regulación de esta materia. 

Claro, pudiera ocurrir que nos conteste al- 
guien del Ministerio de Educación que se ha 
consultado a otras Iglesias, pero por lo me- 
nos han de reconocer que habría una absoluta 
inconexión entre los distintos servicios del 
Estado responsables de la materia que, prin- 
cipalmente, lo son del Ministerio de Justicia. 

Esta orden, por todas partes, nos va esta- 
bleciendo un ambiente, una atmósfera de uni- 
lateralidad que no se corresponde con el es- 
píritu de la Constitución de ninguna manera. 
Fíjense Sus Señorías que en el temario ela- 
borado por el señor Ministro de Educación, 
precisamente para aquellos alumnos que no 
desean, que no quieren, que han dicho ex- 
plícitamente que no desean la enseñanza de 
la religión católica, se les pone justamente 
un epígrafe que dice: Cristianismo y sexua- 
lidad». 

Entendemos, señor Ministro, que hay que 
guardar las formas. Entendemos que hay que 
guardar las formas cuando, por ejemplo, se 
pretende en esta orden que sea cual sea la 
postura, la actitud de los distintos alumnos, a 
todos se les pondrá la calificación en el epí- 
grafe correspondiente a enseñanza de la reli- 
gión. Y hay que guardar las formas también 
cuando se llega a decir en esta orden minis- 
terial que aquellos que tengan asignaturas 
pendientes de Religión, en todo caso, y sea 
lo que sea lo que elijan para el curso que 
viene, han de aprobar previamente esas ma- 
terias pendientes. Porque no sé si es que el 
seiior Ministro de Educación piensa que uno 
no puede cambiar sus convicciones religiosas 
en el caso de que tenga alguna asignatura 
pendiente. 

En definitiva, Señorías, nosotros entende- 
mos que estas órdenes deben de ser deroga- 
das, y deben de ser derogadas no para qui- 
tar la enseñanza de la Religión en las escue- 
las públicas (vuelvo a repetir, y he dado tes- 
timonio de ello, que no es nuestra intención), 
sino que deben de ser derogadas para que 
sean sustituidas por un procedimiento que 
auténticamente respete la libertad de con- 
ciencia en los términos que prevé el artícu- 
lo 16 de nuestra Constitución, porque si no se 
procede así, las normas en estas cuestiones 
delicadas podrán durar lo que dure un Go- 
bierno de derechas, lo que dure la UCD en el 
Poder. (Apiausos.) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario de Coalición Democrática, y para 
consumir un turno en contra, tiene la palabra 
el señor Fraga. 
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El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, es evi- 
dente que no me toca a mí defender las 6r- 
denes ministeriales del señor Otero Novas, 
aunque sea un viejo amigo, en su tiempo un 
distinguido colaborador y un querido paisano. 
Pero si he pedido la palabra en este momento 
es, primero, porque entiendo que, efectíva- 
mente, ésta es una cuestión importante -co- 
mo ha dicho el señor Gómez Llorente- y que 
más allá de su mayor o menor relevancia ad- 
ministrativa, y a los efectos inmediatos para 
los que están dictadas, vuelvo a poner sobre 
eFta tribuna una cuestión trascendental de 
cbmo queremos que sea la nación española y 
de cómo entendemos la Constitución que le 
hemos dado. 
Y hay una segunda razón, y es que ha lle- 

gado a mis oídos que el Diputado del Grupo 
Centrista, que debería haber intervenido en 
este debate, era nuestro compañero el señor 
Rupérez, y me ha parecido que era una forma 
práctica de demostrar nuestra solidaridad con 
este compañero, cuya voz nos falta hoy aquí 
por razones monstruosas, y debo decir que 
es incalificable el que haya grupos políticos 
que no lo hayan reconocido claramente, y que 
todavía hayamos oído, de una alta represen- 
tación.. . 

El señor PRESIDENTE: Por favor, señor 

EI señor FRAGA IR~BARNE: (NO me cai- 
go del tema, señor Presidente, y termino en 
seguida) . . .  de una alta representación, que 
son condiciones aceptables las que han pues- 
to sus raptores. Por eso hoy estoy en esta tri- 
buna. 

Pues bien, no se sorprenderá mi ilustre com- 
pañero el señor Gómez Llorente si le digo que 
su peroración no solamente no me ha con- 
vencido, sino que viniendo de quien es, como 
él (y en esto somos compañeros) un ilustre 
educador y pedagogo, me ha parecido muy 
por debajo de la importancia de la cuestión y, 
sobre todo, sin entrar en los problemas fun- 
damentales, porque, en definitiva, estamos 
discutiendo una cuestión de educación. ¿Cuál 
es el fin de la educación? Formar al hombre 
bueno, al «vir bonus», formar al ciudadano 
honesto; y yo comprendo, oyendo discursos 

Fraga, aténgase al tema. 

como éstos, que en estos momentos la noble 
función de la educación esté ,entre las menos 
respetadas de las sociedades actuales, porque 
esa profesión es de las que exige profesar con 
todas las consecuencias, y el ilustre Diputado 
por Asturias, que es la tierra de Campomanes 
y la tierra de Jovellanos, nos ha mostrado hoy 
aquí una idea roussoniana de la educación, 
que solamente tiene por objeto que el alumno 
desarrolle su libertad, en la cual hoy yo creo 
que no piensa nadie, y ciertamente no los 
autores marxistas o los países marxistas en 
sus sistemas educativos. 

En definitiva, ¿de qué se trata? Se trata de 
si es honorífico para el Ministerio de Educa- 
ción dictar unas normas ministeriales en las 
que se establecen unas enseñanzas de Etica, y 
que esas enseñanzas de Etica, porque tiene 
dos vertientes, de acuerdo con el artículo 27, 
número 3, de la Constitución, una para los 
padres, en inmensa mayoría, que eligen que si- 
gan la formación tradicional de una enseñan- 
za religiosa moral, y para los demás, otra en- 
señanza laica. 

Esto es lo que se discute y no otra cosa; 
y esto sí quiere decir, si lo he entendido bien, 
que plantear la cuestión de esta forma es 
plantearla como coacción y como discrimina- 
ción. 

Pues bien, señoras y señores Diputados, 
los altos valores que reconoce el preámbulo 
y otros artículos de la Constitución, el 1,  el 
8, el 10, entre otros muchos, esos valores 
de la justicia, de la libertad, de la seguridad, 
y en un párrafo que fue redactado básicamen- 
te por un ilustre profesor, miembro del Grupo 
Socialista, se habla, incluso en el preámbulo, 
de la promoción del bien, palabra admirable 
que, sin duda ninguna, figura con justificación 
y honor en el frontispicio de nuestra Consti- 
tución. 

Pues bien, ¿cómo podemos desarrollar es- 
tos valores sin que el Estado asuma la obli- 
gación de promover esa educación de los ciu- 
dadanos, educación moral de los ciudadanos, 
justamente la implantación de los mismos? La 
paz, la guerra, la agresión, la convivencia, la 
justicia y la injusticia, nacen en la mente de 
los hombres. Esta famosa declaración del ac- 
ta fundacional de la UNESCO me ahorra de 
otros comentarios, y como en todo sistema 
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educativo la enseñanza de la Etica y de sus 
fundamentos es parte fundamental, principal 
y cimiento absoluto de toda educación. Y pre- 
cisamente por eso, el artículo 27 de la 
Constitución, en su número 2, que va antes 
que el número 3, y que son perfectamente co- 
rrelativos, y yo sé lo que nos costó, el trabajo 
que nos costó en la Ponencia redactarlos, pe- 
ro ahí quedaron. El artículo 27, 2, no dice que 
la educación tendrá por objeto enseñar sola- 
mente las matemáticas o la esgrima; la edu- 
cación tendrá por objeto el pleno desarrollo 
de la personalidad humana en el respeto a 
los principios democráticos de convivencia y 
a los derechos y libertades fundamentales. 
¿Cómo se puede lograr esto sin unas ense- 
ñanzas éticas? 

El artículo 27, 3, permite a los padres optar 
por la enseñanza religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones, pero 
no permite que se exima al alumno de alguna 
enseñanza ética no confesional. 

Nadie puede decir que sea obligatorio que 
esto se imparta a través de la enseñanza de 
Historia, Literatura y Filosofía ; a mí me pa- 
rece que 'es conveniente y que está más de 
acuerdo con el espíritu y la letra de la Cons- 
titución que se impartan además de modo ex- 
preso. 

En cuanto a lo que se ha dicho, y es natu- 
ralmente la parte más importante de esta in- 
tervención, sobre la aplicación del artículo 16, 
que establece sin restricciones el principio de 
libertad religiosa, no es menos cierto, y esto 
ya lo hemos debatido aquí abundantemente 
en el debate constitucional, que al mismo 
tiempo se reconoce una realidad histórica y 
sociológica de que la inmensa mayoría de los 
españoles son católicos ; y precisamente p o ~  
eso y por el peso de una larga historia, de 
una historia gloriosa, espiritual y cultural, se 
hace una expresa mención de la Iglesia Cató. 
lica que quiere decir eso, que precisamente es 
una realidad más importante, distinta y pri- 
mordial respecto a los demás. Ya se quiso que 
no se pusiera, pero se puso, y por una clars 
mayoría, en la que ciertamente representaba. 
mos a la mayoría de los españoles. 

La historia constitucional de España y e 
debate de la Constitución confirman que e 
sentido claro de esa mención es no un tratc 

rivilegiado, sí un trato que corresponde a la 
ituación real de España, histórica, sociológica 
culturalmente. 
Por otra parte, este tema ya fue planteado 

quí, y también se discutió cuando debatimos 
1s convenios internacionales con la Santa Se- 
e, que pusieron fin al sistema concordatario 
e acuerdo, justamente, con la letra y el espí- 
itu del artículo 16 y otros de la Constitución, 
n que precisamente se trajo, a mi juicio, mu- 
ho más fuera de la cuestión, señor Presiden- 
e, de lo que a mí se me ha reprochado aho- 
a, el tema de estas órdenes ministeriales. 

Finalmente, es evidente que esas órdenes 
ninisteriales se mueven dentro de los proble- 
nas del Derecho transitorio, justamente por 
o cual nosotros ofrecemos, en el caso de que 
a Cámara -y en mi opinión debería hacer 
implemente rechazar la moción- quisiera 
'ecoger algo de ella, plantearlas como una ci- 
uación transitoria hasta el próximo curso, 
nientras se estudiaba una fórmula más defi- 
iitiva y perfecta, que es, sin duda, y así ha 
;ido explicado, y además por el propio se- 
ior Ministro, el espíritu con que han sido re- 
iactadas estas órdenes ministeriales. 

Dicho esto, señoras y señores, porque esto 
ne  parece la cuestión fundamental, y no saber 
ji se menciona o no el cristianismo en uno de 
10s apartados de la ética occidental -¿es que 
;e puede hablar de la ética occidental sin de- 
i r  que ha habido una cosa llamada cristianis- 
mo?-, o si se van o no a utilizar las mismas 
Fichas, porque como la mayoría, al final, se 
han de imprimir poniendo «Formación Reli- 
giosa», me parecen cuestiones absolutamente 
secundarias y de un volumen inferior a las 
cuestiones que deben estudiarse en una Cá- 
mara legislativa. Lo que es verdad es que aquí 
se ha traído, una vez más, la cuestión religio- 
sa, pero han sido otros los que la han traído, 
nosotros no la hemos traído. Nosotros hemos 
aceptado la plena libertad religiosa sin discu- 
tir ; hemos aceptado la aconfesionalidad de 
un Estado que fue siempre confesionai, sin 
discutir ; hemos aceptado la separación de la 
Iglesia y el Estado sin discutirla y sin reser- 
vas, y debe quedar perfectamente claro que 
podríamos haber tomado otra actitud, porque 
todas esas cuestiones son opinables dentro de 
las enseñanzas del Concilio Vaticano 11, y que 
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la confesionalidad existe en países tan clara- 
mente liberales y democráticos como el Reino 
Unido, Dinamarca o Suecia, que tienen Igle- 
sias confesionales, en los cuales el peso de la 
Iglesia es extraordinario, y donde por cierto 
los mismos socialistas hacen obispos de un 
plumazo. (Risas.) 

Pues bien, hemos demostrado, repito, un 
amplísimo deseo de crear un margen de en- 
tendimiento y de enterrar viejas querellas ; 
son otros los que no quieren enterrarlas, son 
otros los que no se satisfacen con ninguna 
concesión ; allá ellos y su responsabilidad. En 
estas y en otras normas que se discuten adop- 
tan posiciones que no pueden ser definidas 
más que como sectarias y contra la mayoría 
de una opinión clara de los españoles, mani- 
festada en hechos indiscutibles, más allá de 
las encuestas electorales y de la aplicación de 
la famosa regla D’Hont. 

Los padres españoles siguen bautizando a 
sus hijos mayoritariamente, y lo hacen en un 
momento en que quien hable de presión psi- 
cológica de la sociedad no responde a la ver- 
dad de los hechos. Para esa mayoría pedimos, 
a la vez, respeto y aplicación del sentido co- 
mún. 

En definitiva, entendemos que, o bien deben 
mantenerse las órdenes, o bien debe aceptarse 
nuestra enmienda, que doy ya por defendida, 
de remitir la derogación a primeros del pró- 
ximo curso para que, mientras tanto, se es- 
tudie el tema ; pero, ahora mismo, nadie pue- 
de pedir más. 

Se ha hablado, señoras y señores Diputa- 
dos, de dogma y dogmatismo. Hay dogmas, 
bien lo sabemos todos, de muchas clases. Yo 
no invoco ninguno ; invoco la Constitución, 
cuyos artículos he comentado claramente ; la 
tradición ética de Occidente, que hace de la 
moral base de todo sistema educativo; el 
sentido común, que nos dice que una ense- 
ñanza que no sea ética no es instrucción ni es 
nada, y fue Cervantes quien dijo que d a s  le- 
tras sin virtud son perlas en un muladar)). 

Las órdenes en cuestit~n, repito, permiten 
una opción fácil entre la ética religiosa y la 
ética laica. Se quiere que la libertad, al pa- 
recer, consista en no tener ninguna. Mi Grupo 
no puede concurrir en esta idea, ni concurre 
en ella la mayoría de los españoles, ni las 

piedras románicas, góticas, barrocas, de nues- 
tras ciudades y nuestros pueblos; ni nues- 
tros místicos ni nuestros santos; ni las rea- 
lidades de nuestra sociedad, azotada por la 
violencia y la droga, y que nos pide una ac- 
ción moral, ni los ejemplos de los grandes paí- 
ses democráticos de Occidente. Por todo ello, 
pediremos que se rechace la moción o que, en 
su caso, se acepte nuestra enmienda. Y es 
cierto, señoras y señores Diputados, que la 
Etica no se enseña solamente en las aulas, 
que toda la sociedad y el ejemplo que demos 
todos es el aula verdadera. Pues bien, que 
esta aula legislativa, obligada a dar ejemplo, 
cumpla hoy claramente con su deber, que ac- 
tiie hoy el legislador como educador, que di- 
ga, de una vez, que basta de bromear sobre 
estos asuntos, que nos dejemos de imaginar y 
entremos en el fondo. Hoy tenemos que votar 
por la enseñanza moral de nuestro pueblo, 
con toda la libertad que se quiera, pero tene- 
mos que votar por la enseñanza moral de 
nuestro pueblo. Seamos hoy ejemplares asu- 
miendo, repito, nuestro deber de legisladores 
y educadores. {Muy bien.) 

El señor PRESIDENTE: Para exponer la 
posición del Grupo Parlamentario Centrista 
en relación con esta moción tiene la palabra 
el señor Alzaga. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, no 
voy, por supuesto, a pronunciar un discurso 
importante; es más, creo que los discursos 
importantes, los discursos graves en el tono 
sobre temas singularmente delicados, como 
aquí se ha dicho bien por el señor Gómez Llo- 
rente, en ocasiones pueden lindar con lo pe- 
ligroso. Intentaré, tan s610, fijar con claridad, 
y por supuesto con honestidad, cuál es nues- 
tra posición, y ni que decir tiene que es una 
posición adversa a la derogación de las órde- 
nes ministeriales en cuestión, intentando des- 
lindar debidamente, en el terreno de esta 
cuestión importante que nos ocupa, lo que 
son los aspectos fundamentales de la misma 
de aquellos que son aspectos de mero deta- 
lle; porque, en lo sustantivo, nosotros pen- 
samos que, realmente, son perfectamente de- 
fcndibles las órdenes ministeriales, como va- 
mos a demostrar, y la incidencia que hemos 
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visto que de forma reiterada ha llevado a 
cabo el señor Gómez Llorente sobre aspectos 
nimios, sobre aspectos colaterales, significa, 
en un parlamentario de su prestigio y habili- 
dad, la convicción última de que, en el fondo, 
en lo sustantivo, las órdenes ministeriales que 
nos ocupan son bastante razonables, bastan- 
te sostenibles, aunque no las comparta. 

Ocurre que estamos en presencia de dos 
órdenes ministeriales, las de 28 de julio de 
1979, tantas veces citadas, que son, en primer 
lugar, necesarias y oportunas en el tiempo en 
que se dictan. Se dictan a la vista de la ne- 
cesidad -reitero, la necesidad- de estable- 
cer un cauce de adaptación a las previsiones 
constitucionales sobre libertad religiosa de la 
enseñanza, en materia religiosa, para el curso 
que iba a comenzar de 1979-80: y esto había 
de hacerse con anterioridad a la ratificación 
de los acuerdos a suscribir con la Santa Sede, 
y en especial del relativo a materias educa- 
tivas, aún no ratificados, y que en este mo- 
mento todavía se encuentran pendientes del 
intercambio de los instrumentos de ratifica- 
ción. Es decir, que aunque se consigue en 
aquel momento dictar unas normas, coinciden- 
tes en su contenido básico con lo que van a 
ser esos acuerdos, evidentemente no tiene sen- 
tido argumentar, como aquí se ha hecho, con 
contradicciones de mero detalle o matiz, en- 
tre una norma posterior que aún no ha en- 
trado en vigor y aquella que en forma puente 
había que dictar. 

Estamos, por tanto, ante una norma provi- 
sional y de urgencia, pero no porque lo su- 
pongamos, sino porque expresamente se de- 
duce del tenor literal de la misma. Leyendo 
el ((Boletín Oficial del Estado)) de 2 de agos- 
to que la recoge, encontramos que en la ca- 
becera de esa orden, de una de estas dos ór- 
denes, y en forma paralela en la otra, se nos 
dice : «Entre los Acuerdos firmados con fecha 
3 de enero de 1979 entre el Estado español y 
la Santa Sede se encuentra el referido a la 
enseñanza y asuntos culturales)). ((Hasta tanto 
estos Acuerdos -se dice en otro párrafo- no 
hayan obtenido la ratificación o aceptación 
de las Cortes Españolas, se hace necesaria 
una reordenación, aún con carácter provisio- 
nal, de la enseñanza religiosa en todos los 

centros, etc., para el próximo curso 1979- 
1980)). 

Son, de otra parte, defendibles estas órde- 
nes en tanto en cuanto a nuestro criterio son 
progresivas en el fondo por inspirarse 40- 

rno creemos que vamos a demostrar- en 
nuestra moderna Constitución, que garantiza, 
como sabemos, la libertad religiosa y la ideo- 
lógica. 
Y son, ¿por qué no lo vamos a reconocer?, 

como lo son siempre las disposiciones de este 
género, mejorables técnicamente, y ello había 
de ser así, máxime cuando venía a regularse 
por primera vez en la historia reciente de 
nuestro país materia ante la cual no había 
acumulada experiencia patria. 

Aquí se ha dicho, y creo que con razón, 
por el señor Gómez Llorente, que el proble- 
ma nuclear está en lo que él ha denominado el 
sistema de opción negativa o de opción posi- 
tiva para enfocar la materia de la enseñanza 
de la Religión a la luz de la libertad religiosa. 
Pues bien, él se nos ha mostrado partidario 
de lo que ha dado en llamar el sistema de op- 
ción positiva. Nosotros distinguimos, y cree- 
mos que se puede y debe distinguir, entre el 
sistema de opción positiva simple, en virtud 
del cual el alumno o los padres de los alum- 
nos piden la adscripción a la asignatura de Re- 
ligión, que no se presume que necesariamente 
hayan de dar, y el sistema que denominaría- 
mos de opción positiva alternativa, con la po- 
sibilidad de optar, pero de optar en el sentido 
genuino que en castellano encierra el término 
opción, entre dos enseñanzas, y, en nuestro 
caso concreto, según la mecánica que siguen 
las órdenes ministeriales que nos ocupan, y 
en la línea de los Acuerdos con la Santa Sede, 
como veremos, entre la enseñanza religiosa 
y la enseñanza de la asignatura que se da en 
Ilaniar de Etica. 

Nosotros pensamos, señor Gómez Lloren- 
te, sinceramente, que este sistema no s610 no 
es coactivo, como veremos, sino que es cla- 
ramente superior al que denominamos opción 
positiva simple, porque la opción positiva sim- 
ple encierra, muy probablemente, el peligro 
serio de discriminación que sufrirían los 
alumnos que solicitasen recibir enseñanza re- 
ligiosa y que mientras continuasen su activi- 
dad c?conómica recibiendo esa asignatura ve- 
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rían cómo los restantes alumnos gozan de 
descanso o de tiempo para participar en un 
«estudio vigilado)) o en la preparación de otra 
asignatura. 

Esto, a nuestro juicio, sí que sería realmen- 
te una penalización académica y no la que a 
juicio del Grupo Parlamentario Socialista su- 
fren al tener que seguir la enseñanza de Etica 
los alumnos que no quieren recibir la asigna- 
tura de Religión. Pero es que, además, este 
sistema de opción positiva simple, de que 
quedasen exentos de recibir cualquier asigna- 
tura mientras tanto, de que pudiesen - c o m o  
decíamos- descansar o preparar en ese tiem- 
po docente otra asignatura, significaría, a 
nuestro juicio, la violación expresa de dos 
preceptos importantes. De una parte el apar- 
tado 3 del artículo 2.", suscrito en el Acuerdo 
con la Santa Sede, cuando se dice allí, literal- 
mente, que d a s  autoridades académicas adop- 
tarán las medidas oportunas para que el he- 
cho de recibir o no recibir la enseñanza reli- 
giosa no suponga -leemos literalmente- dis- 
criminación alguna en la actividad escolar)). 
Y, en segundo lugar, supondría apartarse del 
espíritu y la letra del artículo 14 de la Cons- 
titución española vigente, conforme al Cual 
los españoles son iguales ante la ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna por 
razbn de religibn. 

Nosotros hemos llegado a esta conclusión 
y no hemos llegado a ella solamente nosotros. 
Entre las más viejas y prestigiosas democra- 
cias de Occidente encontramos algunas que 
han optado por este sistema, lo han experi- 
m e m o ,  lo han sostenido y lo tienen en 
vigor. 

Por ejemplo, en la República Federal Ale- 
mana, y cito la República Federal Alemana 
porque es un país de notoria pluralidad de 
cunfesiones religiosas en su seno, y donde 
existe un importante sector de población ag- 
nóstica. ¿Qué ocurre en la República Federal 
Alemana? Ocurre que en Baviera, en virtud 
de una norma de 25 de mayo de 1972, los es- 
colares que no opten por la enseñanza de la 
Religión han de recibir la enseñanza que se 
denomina «Bases de la moralidad generalmen- 
te reconocidrup. 

En Renania Palatinada (Rumores) -voy a 
seguir la enumeración porque el haber empe- 

zado por Baviera ha suscitado ciertas espe- 
ranzas de réplica al Grupo Parlamentario So- 
cialista, y vamos a ver inmediatamente cuál 
es en general el fenómeno-, en Renania Pa- 
latinada, como digo, en virtud de una Dispo- 
sición de 25 de abril de 1972, los alumnos que 
no opten por la enseñanza religiosa reciben la 
que se denomina de ((Principios de moral na- 
tural generalmente reconocida)). 
Y en este «land» se produjo un importante 

litigio, impugnando los padres de ciertos alum- 
nos la constitucionalidad y legalidad de esta 
disposición, y esta disposición ha sido ratifi- 
cada por la jurisprudencia. 
Y para no cansar, puedo decir a Sus Seño- 

rías que en Hesse, en Niedersachen, en Saar- 
land y en Baden-Wüsttenberg, existe igual- 
mente el sistema de opción positiva alterna- 
tiva entre la enseñanza de la Religión y la de 
la Etica. La Etica, que aquí ha sido calificada 
en la tarde de hoy de asignatura exótica, si yo 
he oído bien; y sistema de opción que aquí 
ha sido calificado -si yo he oído bien- de 
coactivo, y realmente nos gustaría saber có- 
mo puede hoy juzgarse entre ironías y risas 
públicas de nuestros socialistas el sistema edu- 
cativo vigente en la República Federal Ale- 
mana actualmente, apoyado por los social-de- 
mócratas alemanes, de exótico y de coactivo. 

Nosotros hemos sostenido siempre que en 
nuestra labor de Gobierno nos inspiramos en 
modelos acreditados, en modelos que sabe- 
mos que son compatibles con la auténtica 
defensa de las libertades y de los derechos 
fundamentales de la persona. No hemos ex- 
perimentado con los estudiantes, que nos me- 
recen el máximo respeto, ni con los profeso- 
res, ni con los padres de los estudiantes, co- 
mo si fueran cobayas. Hemos ido a buscar 
un modelo serio, un modelo actual, un mode- 
lo progresivo, un modelo compatible con el 
pluralismo religioso e ideológico, un modelo 
probado, un modelo compatible, por supues- 
to, señor Gómez Llorente, con que en el seno 
de la escuela y en el seno de la familia se im- 
partan criterios de comportamiento ético en 
cada momento. Un sistema que no supone 
que la asignatura se ideologice, como otras 
asignaturas de EGB o de BUP, que pueden 
ser ideologizadas, pero no tienen por qué ser- 
lo. Nosotros partimos de la presunción de la 
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dignidad del profesor, no sólo del usuario 
- c o m o  nos decía el señor Gómez Llorente-, 
y no podemos aceptar la presunción de que los 
profesores que van a impartir esta asignatu- 
a van a nianipular a los alumnos, van a dar 
un sesgo a la disciplina en cuestión. 

Aquí se ha dicho, en otro momento de la 
interveiición en defensa de la proposición no 
de ley, que las órdenes ministeriales en cues- 
tión suponen un planteamiento unilateral. Se 
empleaba, por lo visto, un término caritativo, 
lo cual agradezco, aunque no sé cuál se ha 
pensado en emplear en materia tan impor- 
tante. 

Aquí se ha dicho, o se ha dado a entender 
claramente, que se estaba discriminando a 
confesiones religiosas, que ni siquiera se las 
había invitado o permitido participar en la 
organización de sus enseñanzas. Yo voy a leer 
la nota que se hizo pública, la nota que se re- 
mitid a través de la Prensa en las mismas fe- 
chas en que se publican las drdenes ministe- 
riales. Esta nota oficial del Ministerio de Edu- 
cación decía lo siguiente : « l .  La regulación 
de la enseñanza de Religión y Moral, acor- 
des con otras confesiones, ha de estar presi- 
dida por los mismos criterios que inspiran 
las disposiciones que ahora publicamos. 

»2. El Ministerio no podía regular unila- 
tcralmente una materia que, de acuerdo con 
lo preceptuado en el punto 3 del artículo 16 
de la Constitucibn, constituye claramente ob- 
jeto de cooperación entre los poderes públi- 
cos y las diversas confesiones. 

»3. Hasta este momento, ninguna confe- 
sión, salvo la católica, se ha hecho presente en 
este asunto». 

Esto era una invitación a la participación 
de esas confesiones religiosas. Yo puedo de- 
cir que el Ministerio de Educación no ha re- 
cibido ninguna queja de esas confesiones adu- 
ciendo que se consideran discriminadas. 

Cuando yo le oía al señor Gómez Llorente 
que empezaba a tocar este punto, empezaba 
a pensar en virtud de qué base concreta se 
convertía en portavoz oficioso de esas con- 
fesiones religiosas, y se me venía por un mo- 
mento a la cabeza -aunque, luego, se me 
disipó la idea, como después explicaré- aque- 
lla fábula de Plinio, según la cual decía Plinio 

que los rinocerontes sienten crecer la hierba 
bajo sus pies, y un chusco glosador comenta- 
ba que, o Plinio había sido alguna vez rino- 
ceronte o algún rinoceronte se 10 había con- 
tado a Plinio. 

Al terminar su intervención sobre este pun- 
to el señor Gómez Llorente, pude observar 
que quien se lo había contado a él era nuestro 
buen amigo el señor Cavero, Ministro de Jus- 
ticia a la sazón. (Risas.) Evidentemente, es 
una buena fuente, una magnífica fuente la 
de nuestro amigo el Ministro de Justicia, pero 
si se hubiera acudido directamente al Minis- 
terio autor de las órdenes ministeriales en 
cuestión, se había efectuado una invitación 
que permanece abierta, porque el Ministerio 
está en la actitud de organizar algo que hoy 
es difícil, por el grado de extensión en la so- 
ciedad que tienen, muy limitado, determina- 
das confesiones religiosas. Existe el compro- 
miso, que una vez más ratificamos pública- 
mente, de no discriminar -sería inconcebible 
suponer por un s610 momento que esto ha pa- 
sado por la cabeza de ningún miembro del 
Gobierno- a las restantes confesiones reli- 
giosas y establecer, en régimen de coopera- 
ción, según obliga la Constitución, los me- 
canismos idóneos a tales fines. 

En cuanto a impartir la enseñanza de la Eti- 
ca en los centros privados, no voy a extender- 
me en exceso. Yo tengo que decir que desde 
la 6ptica de la provisionalidad y de un alcan- 
ce limitado como máximo al curso 1979/80, 
era materialmente imposible establecer un 
mecanismo, en el que en principio se pensó, 
para que aquellos centros a los que se refería 
el señor Gómez Llorente, que siench confe- 
sionalmeiite católico.,, por razón de condicio- 
namientos urbanísticos, de ausenria de plazas 
en centros del Estado, se convierten en oca- 
siones en receptores de alumnos que realmen- 
te no van voluntariamente buscando una en- 
señanza confesional, sino que van buscando 
simplemente enseñanza, y la hallan en el úni- 
co sitio donde la encuentran, por razones ma- 
teriales. Con aquella urgencia -repito- fue 
imposible establecer vías de deslinde respec- 
to de esos centros, pero ésa es materia abier- 
ta, ésa es materia que en la regulacidn defini- 
tiva recibirá -tenga la seguridad el Grupo 
Parlamentario Socialista- el tratamiento que 
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merece y, consiguientemente, ahí no va a ha- 
ber problema. 
Y, por filtimo, se ha hecho alusión a un 

epígrafe concreto del programa de esa disci- 
plina que se nos dice que es exótica, la dis- 
ciplina de la Etica. Bien, yo no creo que el 
Pleno, el dignísimo Pleno que me escucha con 
demasiada atención, del Congreso de los Di- 
putados, sea el lugar más idóneo, ni aquí ni 
en ningún país serio, para que nos ponga- 
mos a pulir, a modificar, a reconsiderar pro- 
gramas de las diversas asignaturas de ningún 
nivel de enseñanza. Pero ya que el tema se 
suscita, entraremos brevemente en él. 

En primer lugar, el epígrafe en cuestión se 
encuentra en presencia de uno más genérico. 
Es un subepígrafe -valga la palabreja- del 
más amplio titulado «dimensión antropológi- 
ca sociocultural y religiosa de la sexualidad 
humana)). Será un subepígrafe más o menos 
acertado - e n  lo que no entro-, pero en la 
medida en que como toda la disciplina es 
informativa y no adoctrinadora, no vulnera, 
como no lo hace toda la asignatura, la liber- 
tad de conciencia. Es un epígrafe justificable 
por razones que aquí se han dado, y por otras 
que yo tenía apuntadas, pero que, en aras 
de la brevedad, voy a ahorrar a Sus Seño- 
rías. 

Lo que quiero decir a Sus Señorías es que 
me parece poco plausible, poco celebrable, el 
que un epígrafe en el que se cita de pasada la 
Etica cristiana -no la católica- pueda sus- 
citar no ya irritación, sino susceptibilidades 
en el campo socialista. 

La Etica cristiana es una de las grandes 
raíces de nuestra civilización. Y esto, Seño- 
rías, no lo digo yo. En el programa del Parti- 
do Social-Demócrata alemán se afirma en su 
cabecera que el socialismo democrático en 
Europa -y somos Europa- tiene sus raíces 
en la Etica Cristiana, en el Humanismo y en 
la Filosofía Clásica. Hay socialistas que no 
sólo aceptan que en los programas de ense- 
fianza haya alusiones a la Etica, sino que las 
incluyen también en sus programas políticos. 
Confiamos en que, progresivamente, esa in- 
fluencia llegue a nuestros lares. {Risas.) 

Para terminar, Señorías, yo diría, en suma, 
que no podemos aceptar la filosofía subyacen- 
te de la proposición, y agradecemos muy sin- 

ceramente, señor Gómez Llorente, su mode- 
ración, su mesura en el tono, su forma de 
abordar la cuestión que, como muy bien de- 
cía él, era delicada. Conste el agradecimien- 
to de nuestro Grupo, y creo que del Gobier- 
no. Pero creo que aunque se nos ha dicho que 
no se trata de impedir ni de dificultar la en- 
señanza de la Religión, se busca establecer un 
sistema de opción positiva que en alguna me- 
dida dificulta, comparativamente, el más jus- 
to que han establecido las órdenes ministeria- 
les que nos ocupan para la ensellanza reli- 
giosa y moral. 

No aceptamos tampoco las conclusiones de 
la proposición no de ley que nos ocupa, por- 
que no cabe la derogación pura y simple de 
estas órdenes ministeriales que se postula, 
ya que esto significaría un vacío normativo 
a mitad del curso académico en que nos en- 
contramos, y ello no podría hacerse sin un 
pequeño caos para ese elevadísimo número, 
como decía el señor Gómez Llorente, de fa- 
milias afectadas por cuanto significan estos 
amplios y extensos niveles de la enseflanza. 
Entendemos, por último, que no procede la 
discusión parlamentaria de unas nuevas órde- 
nes ministeriales sobre la materia, no sólo 
porque va contra la división constitucional de 
funciones, sino porque conduciría a un asam- 
blearismo del peor estilo. Es decir, nuestro . 
Grupo Parlamentario estima que esas órde- 
ncs ministeriales, en primer lugar, son plena- 
mente constitucionales; en segundo lugar son, 
en lo sustancial, plenamente acordes con el 
Acuerdo suscrito con la Santa Sede en mate- 
ria de enseñanza; en tercer término, están 
avaladas por experiencias extranjeras impor- 
tantes y, si hay algo de exótico, será la pro- 
posición no de ley contraria; y en cuarto lu- 
gar, consideramos sinceramente, modestamen- 
te, que son órdenes ministeriales mejorables 
técnicamente en ciertos aspectos, en ciertos 
detalles, y lo haremos, y se compromete a 
hacerlo nuestro Grupo Parlamentario, en tan- 
to que hoy ostenta el Gobierno por mandato 
del pueblo, a la luz de las experiencias acu- 
muladas y que en problemas de detalle son 
más amplias, más ricas incluso de las que se 
han suscitado en la proposición no de ley que 
nos ocupa. 

Para terminar, en consecuencia, anuncia- 
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mos una nueva normativa al respecto, según 
preveían, en la exposición de motivos, las ór- 
denes . ministeriales en cuestión, tan pronto 
como se proceda al intercambio de los instru- 
mentos de ratificación del Acuerdo y, por tan- 
to, modificaremos esas órdenes, y modifica- 
remos las futuras, señor Gómez Llorente, 
cuando haga falta. Incluso no tendrán, si téc- 
nicamente es precisa la mejora, los ocupantes 
de los bancos socialistas, que esperar tanto 
como sería el momento en que abandonemos 
el Poder. Gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Comunista y para fijar la posición 
del mismo en relación a esta proposición no 
de ley tiene la palabra la señora Vintró. 

La señora VINTRO CASTELLS: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, reco- 
nozco que al tomar la palabra hoy para fijar 
la postura del Grupo Parlamentario Co- 
munista, en relación a esta proposición 
no de ley, lo quiero hacer, por una par- 
te, con la humildad que reclama el ilus- 
tre pad,re Javierre en las páginas de la 
edición de «Ya» del día de ayer, donde ad- 
vierte a los parlamentarios -supongo que se 
refiere a los de la oposición y por eso me he 
dado por aludida- que porque han ganado 
-dice- un escaño en el Parlamento, se creen 
ya autorizados a pontificar, ignorando lo que 
sabios estudiosos, a lo largo de muchos si- 
glos, han estado enseñando y pensando en 
relación a temas que afectan a la educación. 
Por tanto, en la medida en que no puedo as- 
pirar a los profundos conocimientos que se- 
guramente tiene el padre Javierre, y sola- 
mente puedo remitirme a los míos propios, 
voy a hacer esta intervención con humildad, 
y no querría entrar en el terreno al que el se- 
ñor Fraga siempre intenta llevar estos deba- 
tes, de querellas de Religidn con Grupos 
Parlamentarios de la oposición, tan respetuo- 
sos, por lo menos, como él, con la Constitu- 
ción, o quizá más, porque no han iniciado to- 
davía ni han anunciado intentos de modifica- 
ción por la vía constitucional; es decir, que, 
en principio, están por lo menos más de 
acuerdo con la Constitución. Pienso que el se- 
flor Gómez Llorente no ha querido, en abso- 
luto, resucitarlas y que el Grupo Parlamen- 

tario Comunista dejó muy claro también que 
no quería entrar otra vez en esa discusión, en 
la intervención del Diputado señor Solé Tura, 
en la sesi6n del 13 de septiembre, cuando se 
hablaba de la ratificación del Acuerdo con la 
Santa Sede. 

Tampoco quiero hacer alusiones a las fa- 
bulas clásicas, a las que soy aficionada, para 
evitar, como le ha pasado al señor Alzaga, que 
le traicionen las referencias animales cuando 
luego se trasladas a referencias personales. 
(Risas.) Querría simplemente fijar la postu- 
ra de mi Grupo Parlamentario, y empezaría 
diciendo -por no cansar y no aburrir a la 
Cámara con reiteración de argumentos- que 
en la sesión del 13 de septiembre nuestro 
Grupo Parlamentario, que, inicialmente, fue 
el Único que se opuso a la ratificación de los 
Acuerdos con la Santa Sede en materia de 
Enseñanza y Asuntos Culturales, expuso, en- 
tre distintos puntos de vista, cuatro temas 
fundamentales, por los cuales solicitaba de 
la Cámara, sin éxito, la no convalidación de 
estos Acuerdos. 

En primer lugar, que estos Acuerdos se 
iban a hacer previamente a la Ley de Libertad 
Religiosa. Con más razón, una orden minis- 
terial, a la que aquí se ha aludido distintas 
veces, no tenía por qué haberse dictado pre- 
viamente a esta Ley de Libertad Religiosa. 
Yo querría simplemente recordar al Grupo 
del Gobierno que en otros casos no ha tenido 
el menor inconveniente en dejar determinada 
enseñanza sin impartir (evidentemente, no se 
trataba de la Religión, pero yo pienso que 
también era una enseñanza importante, y en 
esta tribuna tuve ocasión de defenderlo, con 
excaso éxito, hay que decirlo) y dejar duran- 
te algún tiempo en suspenso la enseñanza de 
la Formación Cívico-Social. 

Si el señor Fraga nos hablaba del «vir bo- 
nus» yo también creo en la necesidad de for- 
mar al hombre político. 

En segundo lugar, el Grupo Parlamentario 
Comunista objetaba, y sigue objetando, el ca- 
rácter de asignatura fundamental, con sus 
consecuencias inevitables en el tema de la 
evaluación. Y me van a permitir Sus Seño- 
rías que descienda el tono elevado ideológico. 
Con lo que ha expuesto el señor Gómez Llo- 
rente estoy absolutamente de acuerdo. 'Me 
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van a permitir, repito, que baje el tono del 
terreno de las ideas a1 terreno de la práctica 
y que les diga que esta pretendida no discri- 
minación que el señor Ministro y el portavoz 
del Gobierno han querido señalarnos con tan- 
to énfasis, en la práctica se está produciendo, 
porque el tipo de calificación que se obtenga 
en esta materia tendrá unas consecuencias 
importantísimas en la evaluación del alumna- 
do. Me permito recordarles que este año los 
alumnos han entrado en la Facultad de Me- 
dicina por centésimas, aplicando el resultado 
de las evaluaciones del Libro de Escolaridad 
que se da en los centros académicos. Y todos 
podemos pensar, y tenemos argumentos sufi- 
cientes para ello, que en determinados cen- 
tros religiosos se va a primar de una dcter- 
minada manera la nota de Religión, y de otra 
manera se va a primar la nota de Etica y 
Moral. 

Por otro lado, y ésta es la tercera razón, sin 
entrar ahora en la disquisición de las opcio- 
ncs positivas puras, negativas, alternativas, 
etcétera, que provocaron, como ha recordado 
el señor Gómez Llorente, risas en esta Cá- 
mara (yo no me quiero reír, porque el tema 
es muy serio, y esto no se puede tratar en 
una forma ligera), nos parecía que la solución 
que se ha dado de alternativa Etica Moral 
-luego hablaré del contenido de este tema- 
rio- no es una buena solución. 
Y, por último, nos parecía que darle cate- 

goría de asignatura a la Religión y no a la 
Constitución entraba en otro terreno discri- 
minatorio. 

El segundo tipo de argumento -cifléndome 
ya a las órdenes ministeriales de referencia- 
que quería tratar es el que ya indicó de algu- 
na manera el Grupo Socialista cuando se su- 
mó a la postura del Grupo Parlamentario Co- 
munista en aquella misma sesión, y que, rele- 
yendo las brdenes, aparece con bastante cla- 
ridad. 

En primer lugar, en Formación Profesional 
y en Bachillerato se considera materia co- 
mún, y en el preámbulo se dice, evidentemen- 
te, que hay que respetar el derecho de los pa- 
drs a que sus hijos reciban la formación re- 
ligiosa y moral que esté acorde con sus pro- 
pias convicciones. Esto pienso yo que debe 
reproducir el principio de la Constitución. Pe- 

ro querría preguntarle al señor Ministro qué 
opción tiene el padre que lleva un hijo a un 
centro estatal y que opta por Etica y Moral 
para escoger e1 tipo de profesor que le ha de 
impartir esta enseñanza a su alumno. 

Yo quiero recordarle al señor Ministro, por 
si él lo ignora, que este año, en los Institutos 
-y me refiero, en este caso, a los de la pro- 
vincia de Barcelona, pero no me costaría de- 
masiado extender el ejempl-, la asignatura 
de Etica y Moral se ha utilizado para rellenar 
el horario de los profesores del centro para 
evitar los desplazamientos innecesarios y que 
están dando las asignaturas de Etica y Moral 
- c o n  todo mi respeto por estos profesores, 
quede claro- personas de inglés, personas de 
frands, personas de griego o personas de ma- 
temáticas que no tenfan bastantes horas en su  
IilStitUtO. 

Entonces, yo le pregunto al Grupo del Go- 
bierno, yo le prcgunto al señor Ministro, ¿có- 
mo garantizan este derecho que tan sagrada- 
mente pretenden defender en todos y cada 
uno de sus proyectos de ley? 
Por otro lado, y entrando ahora ya en ei 

tema, una editorial que se llama Bruño, y de 
la cual no he tenido tiempo de averiguar cuá- 
les son sus ligazones con la jerarquía eclesiás- 
tica ni con el Ministerio de Educación, si es 
que las hay, y, por lo tanto, no entro en ello, 
es la única editorial que, al menos hace quin- 
ce dias, había sacado un libro de texto sobre 
este tema y lo había regalado y repartido por 
todos los Seminarios de Filosofía, insisto, de 
los Institutos de Barcelona. Voy a poner sólo 
dos frases de este libro: primera, el aborto 
es moralmente condenable. Punto y apa,rte. 
Segunda, la sexualidad y el cristianismo. Los 
tres epígrafes que tratan del tema son sexua- 
lidad en el Antiguo Testamento, sexualidad 
en el Nuevo Testamento y sexualidad en el 
Concilio Vaticano 11. (Risas.) 

No he podido traer el libro aquí para ilus- 
tra a Sus Señorías con otros ejemplos ilus- 
tres de esta bibliografía; seguramente habrá 
más. Pero me parece curioso que sólo exista 
un libro, repito, hace quince días, en los 
institutos de Barcelona; que este libro haya 
sido depositado en los Seminarios de Filoso- 
fía a los que en teoría está asignada la eva- 
luación de esta materia, y que estos profeso- 
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res no sean todos de este Seminario, sino que 
sean de los distintos Seminarios de los Insti- 
tutos, para poder rellenar las horas y evitar 
el tener que salir de aquel Instituto. 

Aquí entraríamos, en esta misma orden mi- 
nisterial, en el caso de los centros que, por 
tener menos de veinte alumnos, no están obli- 
gados a instrumentar la enseñanza de esta 
asignatural. ¿Qué Ocurre entonces? Estos 
alumnos quedarán discriminados: no discri- 
minados desde este punto de vista ideológico, 
que yo no comparto, sino discriminados des- 
de el punto de vista de la evaluación y discri- 
minados desde el punto de vista de la selec- 
tividad en el momento de su acceso a la Uni- 
versidad, por no hablar de los casos de los 
centros confesionales subvencionados, en los 
cuales los padres no podrán ejercer esta op- 
ción. El periódico «El País» traía esta ma- 
ñana una referencia alarmante, que yo espero 
que no se confirme en la realidad, de la obli- 
gación de los niños, sean o no optantes por 
esta alternativa positiva, de asistir a las mi- 
sas y a las celebraciones religiosas que el co- 
legio profesional había organizado. No decía 
tampoco ((El País)) si este centro estabn siib- 
vencionado o no. 

Si pasamos de todas maneras a la orden eii 
el caso de EGB, ahí es calificada de materia 
ordinaria y disciplina fundamental. Pero cuan- 
do en las órdenes de Bachillerato y Formación 
Profesional se ofrece, de acuerdo con esta fi- 
losofía que se ha explicado, la alternativa de 
la Etica y Moral, yo he leído distintas veces 
esta orden para la EGB y no he sabido en- 
contrar qué alternativas se les ofrece a los 
niños de EGB para cubrir esta disciplina fun- 
damental, caso de que los padres opten por no 
asistir, porque sus hijos no asistan a esta 
enseñanza. Yo,  realmente, no entiendo por 
qué a los de Bachillerato y Formación Profe- 
sional (que ya son un poco mayores y, en 
todo caso, tendrían que tener esta formación 
adquirida) se les da esta posibilidad y, en 
cambio, a los de EGB no se les regula de nin- 
guna manera; sólo se dice que la dirección 
arbitrará la manera de que los niños qiieden 
debidamente atendidos en lo cultural. 

Cuando habla de los profesores, se dice que 
los que opten por no impartir la enseñainri 
estarán obligados, en su caso, a colaborar cn 

la formación moral de los alumnos; pero no se 
nos explica qué pasa con los niños que no 
optan por la enseñanza de la religión; cómo 
van a ser calificados y cómo van a quedar sus 
notas al final de la evaluación del curso. 

Dejando ya de lado el tema de las órdenes, 
porque ha anunciado el señor Alzaga que son 
perfectibles y con esto recoge las palabras 
que el señor Camuñas, en el debate del día 
13, también apuntó en el sentido de que él 
opinaba que se podían mejorar, y pienso que 
en aquel momento intentó paliar el mal efecto 
que había causado la intervención del señor 
Otero en el Grupo Socialista, que no votó a 
favor de la ratificación precisamente por la 
respuesta del señor Ministro, no voy a insis- 
tir por lo tanto en este tema, pero si querrfa 
fijar claramente cuál es la postura de nuestro 
Grupo con relación al mismo. 

Nosotros, y lo hemos dicho claramente en 
el debate de ratificación de los Acuerdos, y 
ha quedado escrito en las enmiendas que he- 
mos presentado al Estatuto de Centros Do- 
centes no Universitarios, aceptando plena- 
mente el principio constitucional que estc? re- 
cogido en el artículo 27, 3, de la Constitu- 
ción, no creemos que la garantía de este de- 
recho consista en convertir la enseñanza de 
la religión en una asignatura evaluable y fun- 
damental dentro del sistema educativo. 

Consideramos que dentro del centro esco- 
lar, en función de la organización que este 
centro democráticamente se dote a partir de 
un estatuto de centros que realmente garanti- 
ce esta democracia, se tienen que organizar, 
y pagadas efectivamente por el Estado, estas 
enseñanzas de religión católica que es, en 
principio, la mayoritaria en el conjunto del 
Estado español, pero que no tienen por qué 
estar recogidas en la evaluación del alumnado. 

Este es nuestro criterio, en absoluto contra- 
dictorio con lo que dice la Constitución, quc 
evitaría la invención de asignaturas para com- 
pensar esta presunta discriminación, y que 
evitaría cualquier tipo de discriminación para 
alumnos de otras confesiones religiosas que, 
hasta el momento, y, por lo visto, porque no 
habían leído la prensa, no se pudieron enterar 
de que el Ministerio iba a regular la cnscñan- 
za de la Religión. 

Estamos, por tanto, por la derogación de 
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estas órdenes; coincidimos en ello con el cn- 
terio del Grupo Socialista y esperamos -no 
confiamos que para este año- que se pueda 
arreglar el problema, y que para cursos pró- 
ximos no haya esta discriminación que ha 
existido hasta este momento y que no se re- 
produzca este tipo de órdenes ministeriales 
claramente contrarias a lo que nosotros en- 
tendemos que tiene que ser un correcto des- 
arrollo de ia Constitución. 

El señor PRESIDENTE: Antes de que se 
produzca la intervención de cierre de este de- 
bate, tiene el Gobierno la posibilidad de inter- 
venir. ¿Desea intervenir algún miembro del 
Gobierno? (Pausa.) Tiene la paiabna el Mi- 
nistro de Eduaci6n. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) (desde los escaños): Quería pre- 
guntar si todavía va a intervenir ... (Rumo- 
res y risas.) 

El señor PRESIDENTE: Este es un debate 
que se cierra ron el turno de réplica a que 
tiene derecho el Grupo proponente. La inter- 
vención del Gobierno está prevista en el deba- 
te de totalidad después de intervenir los Gru- 
pos Parlamentarios. 

El seda MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) (desde los escaños): Señor Presi- 
dente, si efectivamente tuviera que hablar en 
este momento, renuncio, *porque hasta este 
instante no se ha dicho nada que merezca la 
intervención del Gobierno. (Rumores.) Si fue- 
ra después de la mtenrencidn del Grupo pro- 
ponente, entonces acaso podría tener interés 
el Gobierno en intervenir. (Fuertes rum<~es.) 

El seflor QRESIDENTE: No hay posBili- 
dad de intervmir después del turno de ré- 
pltca. 

El señor MINISTRO ,DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) (desde los escañoB): Gracias, señor 
Presidente. Renuncio al trámite. 

El señor PRESIDENTE: Se cierra, en cuan- 
to a las lúieois generales de la moción, con el 

turno de réplica que corresponde al Grupo 
prqxmente. 

Tiene la palabra el señor Gómez Llorente. 
(Fumtes rwraares.) 

El señor W M E Z  LLORENTE: Seflar Pre- 
sidente, Seflorías, realmente yo me hubiese 
sentido impresionado por la extraordinaria 
descortesía con la que el señor Ministro nos 
ha obsequiado a los oradores que hemos in- 
tervenido en este debate, pero me consuela el 
pensar la cetegórica desautorización de tan 
descorteses palabras por parte de su Grupo 
Wlamentario, porque su Grupo Parkmen- 
tario sí ha interpretado que había muchas co- 
sas que contestar, y yo creo que con ex- 
quisita corrección y con gran inteligencia ha 
tratado de contestarlas el Diputado señor Al- 
zaga, aunque yo tenga que aducir algunas 
ideas en contra en este momento. 

Ha comenzado don Manuel Fmga haciendo 
una alusión importante que a todos, naturial- 
mente, nos imwsiona y particularmente a 
mí, puesto que ciertamente he leido en un pe- 
riódico que la persona a quien estaba enco- 
mendada la réplica de esta moción era al Di- 
putado señor Rupérez. Todos nos dolernos 
de la acción absolutamente inicua que lo tie- 
ne en estos momentos distanciado de noso- 
tros. Pero me ha parecido a mí ser fiel a la 
réplica a esta incaljficable acción que lamen- 
tamos, que dio el señor Presidente de la Cá- 
mara afirmando una vez más que la contes- 
tación de esta Cámara frente a cualquier aten- 
tado de que pueda ser víctima cualquiera de 
sus miembros ser& precisamente, la de man- 
tenerse inflexible en el cumplimiento de nues- 
tro deber y de nuestro trabajo. 

El señor PRESIDENTE: Por favor, sefior 
Gómez Llorente, aténgase a la mocibn. 

El señor GOMEZ LLORENTE: De acuer- 
do, seflor IResideiite, no volveré a ello. 
Pero el seflor Fmga creo que dijo una cosa 

muy importante entre sus distintas observa- 
ciones que a mí me parece necesario repli- 
car en este turno. Porque él ha puesto sobre 
todo mucho énfasis al decir: «iAquí se ha 
traído la cuestión religiosa!». Y ha dicho, in- 
cluso, don Manuel Fraga, la siguiente fnise 
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textual: «Son otros los que no se satisfa- 
ca i  nunca con ninguna concesión)). Ahí está 
el CcDiario de Sesiones)). 

Yo entiendo, ciertamente, que n.o hay con- 
cesiones a la izquierda en la actual Constitu- 
ción española, que no hay concesiones a los 
no creyentes, ni a aquellos muchos creyentes 
en nuestro país que no desean un Estado con- 
fesional y que no deseen una tutela por par- 
te del Estado que les trate eternamente en 
sus convicciones como menores de edad. 

Y yo quiero contestar no sólo a don Ma- 
nuel Fraga, sino contestar ante la Cámara que 
no aceptamos como tipo de planteamiento el 
que nosotros traigamos la cuestión religiosa 
cuando nosotros salimos al paso de unas ór- 
denes que son unos actos por parte del Go- 
bierno que, a nuestro juicio, han entrado de 
forma absolutamente inadecuada en esta cues- 
tión. Y esto tengo que decirlo porque la Cá- 
mara, posiblemente de aquí a fin de año, va 
a tener que estudiar gmvísimas leyes que 
tratan también en el fondo problemas muy 
conexos con estos sobre los que estamos de- 
liberando esta tarde. Y no puede, de ninguna 
manera, la izquierda española aceptar que re- 
sistirse a formas de actuación inspiradas en 
sistemas desgraciados de las anteriores dé- 
cadas sea el plantear o suscitar ella el pro- 
blema. 

Ahí tenemos una Constitución en la cual 
la izquierda española ha llegado a una acep- 
tación de límites y de niveles razonables de 
resolver las cosas. Pero esa Constitución tie- 
ne que ir desarrollándose, desplegándose, y 
hoy hemos visto un aspecto que desarrollaba 
uno de los puntos más delicados, por su na- 
turaleza, de la Constitución. Entonces, cuando 
en ese desarrollo opere el Gobierno, o cuando 
en ese desarrollo opere la mayoría o la mi- 
noría mayoritaria apoyada por otras minorías 
conservadoras de la Cámara, no pueden pe- 
dir, y desde luego desde ahora les digo que 
no pueden esperar, que nosotros tengamos 
una actitud pasiva de brazos cruzados vien- 
do cómo se va a una interpretación del tex- 
to constibucioiial a nuestro juicio lesivo para 
una auténtica libertad de conciencia en el 
país. Y en ese enfoque no nos parece legiti- 
mo que sea cuestión de decir que se trae 
el tema religioso cuando en el fondo se con- 

testa a unas actuaciones que sí que han traí- 
do, y ciertamente por caminos malhadados, 
al d3oletín Oficial del Estado» la cuestión 
religiosa. 

Yo quisiera decir al señor Alzaga algu- 
nas cosas importantes. Por una parte, él ha 
hablado de que se ha tratado de cuestiones 
nimias, pero, por otra parte, ha tratado de 
contestar a lo que él mismo ha llemado la 
cuestión nuclear, la cuestión fundamental, en 
lo cual hay una cierta contradicción secunda- 
ria. 

Pero vamos a v a .  El afirma en una de sus 
argumentaciones que el sistema de opción, que 
es la cuestión nuclear ciertamente, y él lo 
ha reconocido, para que sea más perfecta 
tiene que ser una opción no simple, sino una 
opción alternativa. Es decir, que para que 
pueda haber Oipcicni tiene que ser opción en- 
tre enseñanza de la religión o enseñanza de la 
ética como una asignatura. Y obviamente, 
cuando yo he dicho que era exótico, no he 
dicho que sean exóticas las enseñanzas de 
la ética. Hubo un ilustre y querido Presidente 
de la Cámara, socidista, que em Catedrático 
de Etica. Yo lo que he dicho es que es exó- 
tic0 el que en el Bachillerato se desgaje algo 
que estaba, y está, en los programas de Filo- 
sofía para constituir independientemente una 
asignatura específica con la que penalizar a 
quienes no acepten la enseñanza de la Reli- 
gión. Eso es lo que es actitud exbtioa. 

Pues bien, según el señor Alzaga, Seño- 
rías, resulta que para que pueda haber ver- 
dadera opción tiene que h a b a  opción posi- 
tiva entre dos cosas. Yo rechazo ese argumen- 
to simplemente porque no se tiene en pie en 
términos lógicos. La opción puede darse per- 
fectamente entre aquellos que deseen la en- 
señanza de la religión y pura y simplemente 
aquellos que opten por no recibirla. Y ahi 
hay una opción. Y hay la verdadera opción 
porque si me cabía alguna duda de cuál eran 
las intenciones de las drdenes ministeriales 
-lo que pasa es que yo no quise hacer antes 
un proceso de intenciones-, ahora ya no ne- 
cesito hacer proceso de intenciones para sa- 
ber cuáles son clai'amente las intenciones que 
se perseguian. ¿Por qué? &Porque lo ha de- 
clarado desde esta tribuna hace unos minu- 
tos el sefior Alzaga. ¿De qué manera? Cuando 
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ha vuelto a insistir en lo que yo califiqué, aun- 
que lleno de respeto, de peregrino argumen- 
to del señor Ministro de Educación, al decir 
que si no se ponía esa asignatura había una 
discriminación contra aquellos que eligieran 
la religión. Y de ahf seguía el señor Alzaga 
que si había discriminación contra quienes op- 
tasen por la religibn se  entraba en colisión con 
el artículo 2." del Pacto con la Sede Apostó- 
lica y con el precqto constitucional que dice 
que no ha de haber discriminaciones en ma- 
teria religiosa en nuestro país. 

Pero resulte que todo eso lo sigue de aquel 
principio sobre el que mzonó el señor Otero, y 
es que ese prinicipio, señor Alzaga, es absolu- 
tamente inceptable. Ha vuelto usted a plan- 
tearnos que si no se establece una signatura 
alternativa, entonces los que elijan religidn se 
sienten discriminados. ¿Ante quién? Y ¿por 
qué? El argumento que ha dado Su Señoría 
es que se sentirian discriminados con res- 
pecto a aquellos que, mientras ellos están en 
clase de religión, están en un recreo, en un 
estudio o simplemente en su casa. Ese ha sido 
su argumento y ese argumento no puede te- 
ner ninguna validez 

Antes hice una comparación que no quiero 
volver a repetir no sea que pudiem molestarse 
la sensibilidad religiosa de alguno de los se- 
ñores Diputados. Pero sí vuelvo ahora a la 
misma idea con otras palabras menos suscep- 
tibles de ninguna mala interpretación. Aquel 
que quiera optar por entrar en la clase de re- 
ligión tiene que asumir ese peso, que volun- 
tariamente quiere y desea, con el mismo ca- 
rácter que lo asume aquel que quiere entrar 
en una iglesia o aquel otro que quiere ejer- 
citar cualquiera de sus derechos religiosos ; 
y no puede tratar de imponerse a otro una 
nueva obligación para que éstos se sientan en' 
mejores condiciones. Y es que, Señorías, aquí 
es donde se ve descaradamente que esa ense- 
ñanza de Etica y Moral no se ha puesto más 
que para presionar a que haya más alumnos 
en la clase de Religión. Y es que, Señorías, 
hay que tener confianza en las propias ideas. 
El que tenga unas ideas y quiera que se 
enseñen esas ideas no vamos a dificultarle 
que se enseñen, pero hay que tener el sufi- 
ciente &activo paxm captar a los seguidores 
de esas ideas sin necesidad de poner a otros 

obligaciones que sirvan como elemento di- 
suasorio pana resistirse, o simplemente para 
no sentirse atraídos por esa succión hacia ese 
tipo de enseñanzas. 

Como tengo un tiempo muy basado, tengo 
que pasar rápidamente al otro argumento fun- 
damentalmente que parece que utilizaba el 
señor Alzaga, que era el argumento compa- 
ra tivo. 

En esta ocasión, señor Alzaga, cuando Su 
Señoría ha dicho que quería ahorrar tiempo 
0 la Cámara, que no quería cansarla siguien- 
do el análisis de lo que ocurre en le Repú- 
blica Federal Alemana, he de decirle con to- 
dos los respetos -y además, bien lo sabe 
Su SeAorCa que es así, con la amistad perso- 
nal que nos me- que en este caso no era 
un argumento diaktico,  sino una argucia re- 
tórica. 'Porque si seguimos analizando lo que 
ocurre en la República Federal Alemana lo 
que nos encontramos es que en algunos Esta- 
dos, especialmente en aquellos en los que 
hay una mayoría política de democracia cris- 
tiana, tenemos un modelo parecido al que us- 
tedes han impuesto por orden ministerial en 
España. 

No es menos cierto que las constituciones 
de los Estados federados de Baviem y Re- 
nania-Palatinado obligan a eso, pero las cons- 
tituciones de los demás Estados federados no 
prevéti en absoluto enseñanza alternativa 
obligatoria; y que las constituciones de los 
Estados de Hamburgo, Baja Sajonia y schles- 
swig-HoIstein no contienen disposiciones con 
respecto a la enseñanza de la Religión. Y ~1 

Su Sefíoría, que es un ilustre constituciona- 
lista, no se le puede haber escapado que exis- 
te en Alemania lo que se llama la cláusula 
de Bremen, que es una excepción al artículo 
7.0, párrafo tercero, de la Ley Fundamental 
de Bonn, que excluía de la aplicación del ar- 
tículo que usted ha leído incluso e ,aquellos 
«lander» que en el momento de la promul- 
gación de la Ley de Bmn, 1949, tenían dis- 
posicicmes de Derecho de su propio «land» 
contrarias a lo que en ese momento se esta- 
blecía. Tal es el caso concreto de Bremen y de 
Berlín, donde la enseñanza de la religión que- 
da exclusivamente confiada a las propias fa- 
milias. Como asimismo no puede ignorar que 
en Alemania hay un derecho complementario 
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de éste fundamental en materia de enseñan- 
za religiosa, que es la Ley sobre Educaci6n 
Religiosa del NiBo, de 15 de julio de 1921, que 
ha sido modificada en algunos sitios, como 
Baviera, Renania4+alatinado, pero que con- 
tinúa vigente en el resto del Estado, y que 
establece unos sistemas de aplicación concre- 
ta de la opcidn infinitamente más liberales 
que aquellas normas con las que nos ha ob- 
sequiado el sefiar Ministro de Educacidn este 
verano. Así, 9or ejemplo, hasta los doce años 
de edad, se establece un sistema de opción 
responsabilizada al padre, mientras que a par- 
tir de los doce aflos las decisiones cambian, y 
a partir de los catorce años inclusive pueden 
corresponder al oropio escolar. 

De manera que no es solamente un proble- 
ma de cansar más o menos a la Cámara. El 
problema es que el Derecho comparado, un 
ilustre científico de la ciencia política como 
es Su Señoría, no puede utilizarlo de manera 
oportunista para escoger aquellas partes que 
a uno le pueden apoyar en un determinado 
momento, sino que hay que cogerlo con rigor 
científico, y entonces hay que ver toda la 
gama que nos ofrece el Estado del que es- 
tamos hablando para demostrar que, en defi- 
nitiva, cuando nos inspiramos fuma de Es- 
paña lo hacemos simplemente para buscar 
como modelo el rincón o los rincones más re- 
accionarios de Europa. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) : Señor Presidente, pido la palabra 
por alusiones; para responder a la imputa- 
ción de descortesía que se me ha hecho por 
el seflor Diputado. (Rumores.) (Denega- 
ciones.) 

El señor (PRESIDENTE: Para el tema de 
la descortesía tiene la palabra el sefior Mi- 
nistro de Educacibn. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION (Ote- 
ro Novas) (desde los escaños): Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Para aclarar que no es mi estilo mostrar 
descortesía ni con la Cámara ni con el Dipu- 
tado señor Gómez Llmente, y él lo sabe per- 
fectamente. Y decir que no intervine, que no 
he querido intervenir porque, fijada la posi- 
ción de mi Grupo con la intervención de don 

O s a r  Alzaga, yo ya no tenía nada nuevo que 
manifestar, máxime cuando ya me he pro- 
nunciado - c o m o  el señor Diputado ha re- 
conocido- en la sesi6n de 13 de septiembre 
que figura en el (Diario de Sesiones»; y dije 
que s610 tendría interés en hacer USO de la 
palabra si se me concedía después de la nue- 
va intervención del señor Gdmez Llorente, su- 
poniendo que en esa nueva intervención hu- 
biera nuevos argumentos a los que mereciera 
la pena que yo replicara o contrarreplicara. 

Creo, señor Presidente -y esto es lo que 
quería aclarar-, que no ha habido descor- 
tesía -por lo menos no la ha habido en mi 
ánimo-, sino que, al contrario, entiendo que 
es la máxima cortesía que se puede tener para 
la Cámara el no dedicarnos a repetir concep- 
tos y hacernos perder tiempo mutuamente. 

Muchas gracias, pues, aunque lamento que 
la interpretacióri del artículo 60 del Regla- 
mento se haya hecho en el sentido em que 
la ha realizado la Presidencia; pero lo aca- 
to. (Riscrs.) 

El señor PRESIDENTE: Entiendo que las 
enmienda del Grupo Parlamentario Coalici6n 
Democrática han quedado defendidas en la 
intervención anterior del señor Fraga. ¿Es 
así, señor Fmga? 

El señor FRAGA IRIBARNE (desde los es- 
caños) : Nuestro Grupo, a la vista de la mar- 
cha del debate y de la hora que es, decide 
retirarlas, fundemer-talmente por dos razones: 
lo primera -rapiro-, por la marcha del de- 
bate; y la segunda, porque las expresio- 
nes que se han vertido en el mismo nos obli- 
gan a dejar a la Cámam que se defina clara- 
mente por la mayoría sobe  lo que quieran o 
no aceptar de lo que la señora Vintr6 y el 
señor Gómez Llorente, nuestros ilustres com- 
pañeros, han traido aquí inoportunamente so- 
bre la cuesti6n religiosa. 

El señor PRESIDENTE: Retiradas las en- 
miendas del Grupd Parlamentario Coalicih 
Democrática, vamos a proceder a la votaci6n 
de la moción. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Presi- 
dente, pido la palabra para una cuestión de 
orden. 
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El señor PRESIDENTE: La tiene Su Se- 
ñoría. 

El señor ROCA JUNYENT: Solicitaría que 
le votacih del primer punto y del segurido 
se hiciese por separado. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter 
a votación la moción del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso, en relación con 
las Ordenes del Ministerio de Educación, de 
fecha 28 de julio, por las que se regula la 
Formación Religiosa en Bachillerato y For- 
mción Profesional en el año académico 1979- 
1980. 
De conformidad con la petición hecha por 

el Grupo Parlamentario de la Minoría Cata- 
lana, someteremos a votación separada los 
dos apartados de que consta esta moción. 

Sometemos, en primer lugar, a decisidn de 
la Cámara la aceptación o no del apartado 
primero de esta moción. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada h votoción. dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 278; Q favor, 1 1  1 ;  en 
contra, 163; abstencionds, cuatro. 

El señor 1PRESIDENTE : Queda rechazado 

Sometemos a votación seguidamente el 

Comienza la votacián. (Pausa.) 

el apartado primero de la moción. 

apartado segundo de esta misma moción. 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
su€tado: votos mitidos, 276 a favor, 116; en 
contra, 153; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechaza- 
do el apartado segundo de la moción y, en 
s u  totalidad, esta proposición no de ley del 
Grupo Parlamentario Sochlista del Congreso, 
sobre Ordenes del Ministerio de Educación, 
de fecha 18 de octubre, por las que se re- 
gula la Formación Religiosa en Bachillerato y 
Formacióri iProfesimal en el año 1979-80. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: El 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso 
quisiera hacer una explicación de voto. 

Mi Grupo sabe que existe un acuerdo ge- 
neral de, en principio, no hacer explicación 
de voto cuando se ha intervenido, pero recuer- 
da también que en aquellos debates de asun- 
tos excepcionales se puede solicitar la inter- 
vención, y eso es lo que queremos hacer por- 
que consideramos que el asunto tiene suficien- 
te importancia para hacerlo. 

Entendemos que el acuerdo e6 un acuerdo 
que se tomó con esa condición, y pedimos que 
en este caso podamos hacer la intervención, 
si el señor Presidente nos lo permite. 

El señor PRESIDENTE: Señor Peces-Barba, 
sabe S. S .  que hubo el acuerdo en el que se 
planteó el tema en función del carácter re- 
petitivo de las intervenciones de los Grupos. 

Hay una intervención de todos los Grupos 
Parlamentarios, y aquellos que intervienen pa- 
ra fijar su posición están, en realidad, veri- 
ficando una explicación anticipada de su voto. 
Lo que no cabe, existiendo un acuerdo de ese 
tipo (y sabe S .  S. que reiteradamente la Pre- 
sidencia en otras ocasiones ha negado a re- 
presentantes de otros Grupos el trámite de 
explicación de voto en función de ese acuer- 
do), es. que realmente, por el interés que en 
cada uno .de los debates pueda tener uno u 
otro Grupo, podamos hacer excepciones, por- 
que entonces el acuerdo no sirve para nada. 

El señor PECES.BARBA MARTINEZ: Uni- 
camente quiero recordar que nuestro Grupo 
no ha fijado posiciones, ha intervenido en de- 
fensa de la moción. (Rumores.) Yo  me atengo 
a lo que el señor Presidente ha dicho, es decir, 
que si el Grupo no ha fijado posiciones en- 
tendemos que hay la posibilidad de hacer la 
intervención y, en todo caso, que'el Regla- 
mento prima sobre el acuerdo. 

Nosotros, de todas maneras, estamos a lo 
que diga el señor Presidente naturalmente, 
en la interpretación del acuerdo, que nosotros 
siempre cumpliremos, pero insistimos, por la 
propia literalidad de las palabras del señor 
Presidente, en cuanto a la fijación de posicio- 
nes, que el señor Gómez Llorente ha inter- 
venido en nombre de nuestro Grupo para de- 
fender la moción, pero no se ha producido una 
intervención de fijación de posición del Grupo 
Parlamentario. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Peces-Barba, 
en la fijación de la posición del Grupo, efec- 
tivamente el Presidente utiliza la terminología 
del apartado 2." Esa fijación de posición de 
Grupo está referida a aquellos Grupos que 
no intervienen en el debate consumiendo tur- 
nos a favor o en contra, porque precisamente 
esos son los Grupos que todavía no han fijado 
su posición y el Reglamento les habilita un 
trámite para fijarlo. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: En- 
tiendo entonces que no se nos concede la pa- 
labra. 

El señor PRESIDENTE: La Presidencia en- 
tiende que debe mantener el acuerdo, seflor 
Peces-Barba. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Mu- 
chas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a levantar 
la sesión definitivamente. 

La próxima sesión del Pleno tendrá lugar 
el miércoles de la próxima semana, a las 
cuatro y media de la tarde. 

Eran las nueve y treinta y cinco minutos 
de la noche. 
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